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RESUMEN EJECUTIVO 
“INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS RELATIVAS A DERECHOS HUMANOS 
CONTENIDAS EN TRATADOS INTERNACIONALES  A LA LUZ DEL PRINCIPIO 
CONSTITUCIONAL PRO HOMINE POR PARTE DE LOS ADMINISTRADORES  
DE JUSTICIA DEL ECUADOR” 
 
 
Los Derechos Humanos son una materia común al Derecho Internacional Público y al 
Derecho Interno, estos ordenamientos coexisten en la promoción, garantía y defensa de los 
derechos de la persona, encuentran plena reconocimiento dentro del vigente Estado 
Constitucional de Derechos y Justicia Social. Lamentablemente, a pesar de encontrarse en la 
cúspide de nuestro Ordenamiento Jurídico su incidencia y aplicabilidad es muy limitada, en 
contra partida a los imperecederos valores, reglas, principios, derechos y garantías 
establecidos dentro de la vigente Constitución de la República 2008. Los jueces al aplicar 
una norma deben hacer una interpretación del contenido y alcance de las disposiciones, 
indicando los criterios utilizados. En la Constitución de la República del Ecuador 2008, 
existen imperativamente una disposición expresa que manifiesta que es obligación irrestricta 
de los Operadores de Justicia, motivar y fundamentar sus fallos a la amparo del pro homine, 
sin embargo, los Administradores de Justicia se conforman con enumerar someramente 
disposiciones legales de manera aislada y poco coherente. Actitud negligente que no se 
solidariza con la revolución normativa imperante en nuestro Ecuador, desde la promulgación 
y vigencia de la Constitución de la República 2008, altamente garantista y tuteladora. Lo 
cual transforma al vigente Mandato Constitucional en una lista de aspiraciones y buenas 
intenciones que no alcanzan practicidad. 
 
 
PALABRAS CLAVES:  
 
 
1. INTERPRETACIÓN  
2. NORMAS RELATIVAS  
3. DERECHOS HUMANOS  
4. PRINCIPIO CONSTITUCIONAL  
5. PRO HOMINE  





" INTERPRETATION OF THE RULES RELATING TO HUMAN RIGHTS CONTAINED 
IN INTERNATIONAL TREATY IN THE LIGHT OF CONSTITUTIONAL PRINCIPLE 
HOMINE PRO BY THE DIRECTORS OF JUSTICE OF ECUADOR " 
 
Human rights are a common subject to public international and domestic law; these 
systems coexist in a person’s rights promotion, security and defense that are fully 
recognized within existing State Constitutional Rights and Social Justice. Unfortunately, 
despite being on the top of our legal system and its impact is very limited, applicability in a 
game against eternal values, rules, principles, rights and guarantees established in the 
current Ecuadorian Constitution of the Republic 2008. Judges in order to implement a rule 
must make an interpretation of the content and scope of the measures, indicating the 
criteria used. In Ecuadorian Republic Constitution 2008, exist an imperatively express 
provision that states that it is unrestricted obligation of Judicial Officers motivate and 
justify their failures to under pro homine; however, Justice Administrators simply 
enumerate briefly laws in isolation and with little coherence. Negligent attitude that does 
not sympathize with high guarantees and regulations prevailing in Ecuador revolution, 
since enactment and enforcement of Ecuadorian Republic Constitution 2008, transforming 
the current Constitutional Mandate in a list of aspirations and good intentions that are not 
being practical. Justice administrators, despite changes implemented vainly still bent on 
being simple law enforcement. 
 
 
KEY WORDS:  
1. INTERPRETATION 
2. INTERNATIONAL TREATIES 
3. PROTECTION 
4. CONSTITUTIONAL PRINCIPLE  
5. PRO HOMINE  
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INTRODUCCIÓN 
Los Derechos Humanos son una materia común al Derecho Internacional Público y 
al Derecho Interno, estos ordenamientos coexisten en la promoción, garantía y defensa de los 
derechos de la persona, encuentran plena reconocimiento dentro del vigente Estado 
Constitucional de Derechos y Justicia Social. Lamentablemente, a pesar de encontrarse en la 
cúspide de nuestro Ordenamiento Jurídico su incidencia y aplicabilidad es muy limitada, en 
contra partida a los imperecederos valores, reglas, principios, derechos y garantías 
establecidos dentro de la vigente Constitución de la República 2008. 
 
Los jueces al aplicar una norma deben hacer una interpretación del contenido y 
alcance de las disposiciones, indicando los criterios utilizados. En la Constitución de la 
República del Ecuador 2008, existen imperativamente una disposición expresa que 
manifiesta que es obligación irrestricta de los Operadores de Justicia, motivar y fundamentar 
sus fallos a la amparo del pro homine, sin embargo, los Administradores de Justicia se 
conforman con enumerar someramente disposiciones legales de manera aislada y poco 
coherente. 
 
Actitud negligente que no se solidariza con la revolución normativa imperante en 
nuestro Ecuador, desde la promulgación y vigencia de la Constitución de la República 2008, 
altamente garantista y tuteladora. 
 
Lo cual transforma al vigente Mandato Constitucional en una lista de aspiraciones y 
buenas intenciones que no alcanzan practicidad. 
 
Es importante establecer que a través de esta investigación científica se abrirá un 
debate técnico dentro de la palestra universitaria, que por su actualidad contará con 
posiciones favorables y desfavorables que contribuirán a presentar una crítica constructiva 
sobre la actual Administración de Justicia, todo con la finalidad de proponer soluciones 
viables al problema planteado; asimismo, está encaminada a realizar una propuesta bien 
sustentada sobre la necesidad de incorporar una Política Judicial de Interpretación Pro 
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CAPÍTULO PRIMERO 
1. LOS TRATADOS INTERNACIONES DE DERECHOS HUMANOS 
 
 
La Constitución de la República del Ecuador 2008, es norma fundamental de la cual 
se derivan todas las demás reglas que rigen y organizan la vida en sociedad. La Constitución 
como fuente suprema del Ordenamiento Jurídico ocupa el más alto rango dentro de la 
pirámide normativa y a ella debe estar subordinada toda la legislación. 
 
El principio de prevalencia o supremacía de la (Constitución de la República del 
Ecuador, 2008), se encuentra consagrado en el Art. 424 de nuestra Ley Fundamental, en los 
siguientes términos:  
 
“La Constitución es la norma suprema y prevalece sobre cualquier otra del ordenamiento 
jurídico. Las normas y los actos del poder público deberán mantener conformidad con las 
disposiciones constitucionales; en caso contrario carecerán de eficacia jurídica. La 
Constitución y los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por el Estado 
que reconozcan derechos más favorables a los contenidos en la Constitución, prevalecerán 
sobre cualquier otra norma jurídica o acto del poder público”.  
 
De acuerdo al jurista (Trujillo, 2006, pág. 143): “El Estado no está solo en el universo, 
sino que comparte con otros Estados...”, y la relación de ellos tiene el nombre de Derecho 
Internacional, que se compone de varias especies de normas o fuentes de carácter 
convencional llámense tratados, protocolos, convenios, etc., y otras fuentes de origen no 
convencional como la costumbre. 
 
Al momento de incorporar las normas internacionales en la legislación interna de un 
país se debe considerar que no están destinadas solamente a la existencia formal de la 
legislación, sino que necesariamente debe condicionar la forma de ejercicio (aplicación) de 
todo el poder público. 
 
Como se señala en doctrina, los Estados partes de una convención sobre Derechos 
Humanos (como en muchas otras convenciones) asumen obligaciones legislativas (Cancado, 
1999, pág. 142) recíprocas, y dentro de este género de obligaciones está la de adecuar el 
derecho interno a los Tratados de Derechos Humanos. Por citar un ejemplo de ello es lo que 
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disponen los artículos 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y del Pacto 




No cabe duda de la importancia que tienen estas disposiciones provenientes de la 
Comunidad Internacional, ya que la correcta aplicación de estas normas en el derecho 
interno garantiza la vigencia efectiva de los derechos humanos a las personas que están 
sometidas a dicha jurisdicción. 
 
También se debe puntualizar que la relación que establece el derecho internacional 
con el derecho interno debe ser dialéctica, ya que este último debe aplicar los compromisos 
internacionales adquiridos de forma legislativa, ejecutiva o judicial para garantizar la debida 
aplicación de los derechos más favorables para los seres humanos. 
 
Art. 417 de la (Constitución de la República del Ecuador, 2008).- “Los tratados 
internacionales ratificados por el Ecuador se sujetarán a lo establecido en la Constitución. 
En el caso de los tratados y otros instrumentos internacionales de derechos humanos se 
aplicarán los principios pro ser humano, de no restricción de derechos, de aplicabilidad 
directa y de cláusula abierta establecido en la Constitución”. 
 
Más adelante el Mandato Constitucional, específicamente establece: Art. 84.- “La 
Asamblea Nacional y todo órgano con potestad normativa tendrá la obligación de adecuar, 
formal y materialmente, las leyes y demás normas jurídicas a los derechos previstos en la 
Constitución y los tratados internacionales, y los que sean necesarios para garantizar la 
dignidad del ser humano o de las comunidades, pueblos y nacionalidades. En ningún caso, la 
reforma de la Constitución, las leyes, otras normas jurídicas ni los actos del poder público 
atentarán contra los derechos que reconoce la Constitución”. (Constitución de la República 
del Ecuador, 2008) 
 
En este punto se debe observar el principio pacta suntservanda
2
 que se aplica en el 
Derecho Internacional en general, pero adquiere más relevancia al referirse en materia de 
Derechos Humanos, donde los tratados no significan solo ampliar el catálogo de derechos y 
garantías, sino velar por su efectivo cumplimiento en el quehacer jurídico cotidiano.  
                                            
1
 Artículo 2.- Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno.- “Si el ejercicio de los derechos 
y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas 
o de otro carácter, los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos 
constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro 
carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades”. 
2
 Pacta sunt servanda es una locución latina, que se traduce como «lo pactado obliga», que expresa 
que toda convención debe ser fielmente cumplida por las partes de acuerdo con lo pactado. 
Constituye un principio básico del derecho civil y del derecho internacional. 
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Tomamos en cuenta que en el siglo IXX el Derecho estuvo sumergido en una 
paradoja referente al Derecho Internacional, como lo manifiesta Luis Pasara:  
 
“En muchas facultades y escuelas de derecho de la región se enseñan aún que 
existen dos órdenes normativos: el interno y el internacional. Según este enfoque, se 
trataría de dos esferas que no se tocan porque cubren diferentes ámbitos. El orden 
interno correspondería a un ámbito de relaciones que competiría, legislativa y 
jurisdiccionalmente, de modo exclusivo al Estado nacional; el orden internacional 
correspondería a las relaciones entre Estados”. (Pasara, 2008, pág. 45) 
 
Referente a lo dicho, se puede notar que el Ecuador en su vida Constitucional ha 
tenido una evolución referente al orden jerárquico en el cual los Tratados y convenios 
internacionales en la actualidad gozan del mismo nivel de importancia que la Constitución. 
A continuación se puede observar la evolución del orden jerárquico a lo largo de la historia:  
 
 CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL AÑO 1945.- Publicación: Registro Oficial 228.-
Fecha: 06-mar-1945: Art. 163.- “La Constitución es la Ley Suprema de la República. Por 
tanto no tienen valor las leyes, decretos, ordenanzas, reglamentos, acuerdos, órdenes, 
disposiciones, pactos o tratados públicos que se opongan a ella o alteraren de cualquier 
modo sus prescripciones”.  
 
 CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL AÑO 1946.- Publicación: Registro Oficial 773.- 
Fecha: 31-dic-1946: Art. 189.- “La Constitución es la una norma jurídica de la 
República. Por tanto, no tendrán valor alguno las Leyes, Decretos, Reglamentos, 
Ordenanzas, Disposiciones, Pactos o Tratados Públicos que, de cualquier modo, estuvieran 
en contradicción con ella o se apartaren de su texto. …Solo el Congreso tiene facultad de 
interpretar la Constitución de un modo generalmente obligatorio, y de resolver las dudas 
que se suscitaren sobre la inteligencia de alguno o algunos de sus preceptos… Asimismo, 
solo al Congreso le corresponde declarar si una Ley o Decreto Legislativo son o no 
inconstitucionales”. 
 
 CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL AÑO 1967.- Publicación: Registro Oficial 133.- 
Fecha: 25-may-1967: Art. 257.- “La Constitución es la suprema norma jurídica del 
Estado. Todas las demás deben mantener conformidad con los preceptos constitucionales. 
Por tanto, no tendrán valor alguno las leyes, decretos, reglamentos, ordenanzas, 
disposiciones y tratados públicos que, de cualquier modo, estuvieren en contradicción con 
ella… Solo el Congreso tiene facultad de interpretar la Constitución de un modo 
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generalmente obligatorio, y de resolver las dudas que se suscitaren sobre la inteligencia de 
sus preceptos”. 
 
 CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL AÑO 1979.- Publicación: Registro Oficial 800.- 
Fecha: 27-mar-1979: Art. 137.- “La Constitución es la ley suprema de Estado. Las 
normas secundarias y las demás de menor jerarquía deben mantener conformidad con los 
preceptos constitucionales. No tienen valor alguno las leyes, decretos, ordenanzas, 
disposiciones y tratados o acuerdos internacionales que, de cualquier modo, estuvieren en 
contradicción la Constitución o alteraren sus prescripciones… Estas disposiciones 
establecen el principio de supremacía jerárquica de las normas constitucionales; declaraban 
sin valor a normas jurídicas de cualquier clase incluyendo a las de los tratados o acuerdos 
internacionales que la contravinieren”. 
 
 CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR, 1998 
Publicación: Registro Oficial 1.- Fecha: 11-ago-1998: Art. 163.- “Las normas 
contenidas en los tratados y convenios internacionales, una vez promulgados en el Registro 
Oficial, formarán parte del ordenamiento jurídico de la República y prevalecerán sobre 
leyes y otras normas de menor jerarquía… Los tratados y convenios internacionales, son 
superiores a las leyes ordinarias”. 
 
De lo revisado se coligue que la protección de los Derechos Humanos se encuentra 
garantizada en la Legislación Ecuatoriana desde la Constitución Política de 1979, con sus 
respectivas codificaciones, la Constitución Política de 1998 y la Constitución de la República 
vigente del 2008, contienen al respecto más y mayores derechos y garantías ciudadanas, 
sobretodo la última Constitución, es altamente garantista y tuteladora. Al punto de otorgar a 
los Tratados Internacionales de Derechos Humanos el mismo rango legal que el Mandato 
Constitucional. 
 
Los Tratados y Convenios Internacionales de Derechos Humanos en la Legislación 
Ecuatoriana se encuentran en un nivel superior a las leyes ordinarias así lo establece el 
artículo 425 de la (Constitución de la República del Ecuador, 2008), al citar:  
 
“El orden jerárquico de aplicación de las normas será el siguiente: La Constitución; los 
Tratados y Convenios Internacionales; las leyes orgánicas; las leyes ordinarias;…”.  
 
Al referirse a los Derechos Humanos, si los derechos contenidos en las normas 
internacionales ratificadas por el Ecuador son más favorables para el ser humano, estos 
prevalecen aún más que los derechos y garantías establecidos en la Constitución, así lo 
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menciona el artículo 424 de la Constitución, por regir en nuestro Estado Constitucional de 
Derechos y Justicia Social, el principio universal pro homine. 
 
De tal suerte que en la actualidad nos encontramos con una Constitución altamente 
garantista de los Derechos Humanos, razón por la cual, los jueces, principales Operadores de 
Justicia, deben ser garantes de la Constitución, y sobre todo de los Tratados Internacionales 
de Derechos Humanos por lo que se convierten en críticos debiendo acatar el mandato 
internacional y nacional, e incorporar de manera inmediata los derechos más favorables a los 
Seres Humanos como lo cita en el Art. 11 numeral 3ro. de la (Constitución de la República 
del Ecuador, 2008):  
 
“Los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los instrumentos 
internacionales de derechos humanos serán de directa e inmediata aplicación por y ante 
cualquier servidora o servidor público, administrativo o judicial, de oficio o a petición de 
parte. Para el ejercicio de los derechos y las garantías constitucionales no se exigirán 
condiciones o requisitos que no estén establecidos en la Constitución o la ley. Los derechos 
serán plenamente justiciables. No podrá alegarse falta de norma jurídica para justificar su 
violación o desconocimiento, para desechar la acción por esos hechos ni para negar su 
reconocimiento”. 
 
De acuerdo a Jaime Ventimilla, editorialista del Diario “La Hora”: “…uno de los 
principios básicos de cualquier Estado Constitucional es la supremacía constitucional que, 
sin tener excepciones de ningún tipo, se refiere al hecho del respeto de la jerarquía 
normativa, siendo la Constitución la norma superior o suprema”.  
 
Es decir que, el norte de todo Estado que ha adoptado el modelo constitucionalista es 
el mandato constitucional, razón por la cual, las normas legales del Ordenamiento Jurídico 
deben guardar estrecha armonía con la misma. 
 
“Esto significa que la Carta Magna dota de validez jurídica a todas las disposiciones del 
ordenamiento jurídico vigente, pues se debe seguir el procedimiento constitucional para que 
todas las leyes, orgánicas y ordinarias, puedan ser debatidas y aprobadas, conforme lo 
dispone la misma Constitución. No hacerlo así, transformaría a las leyes aprobadas en 
meramente inconstitucionales, aunque, como se sabe, su declaratoria debe ser efectuada por 
la Corte Constitucional”.  
 
De ahí que, las normas legales, de toda índole, poseen valor, eficacia y eficiencia 
cuando se circunscriben a los parámetros establecidos en la Carta Magna. 
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“Por otro lado, el sometimiento a la Constitución marca la unidad del sistema jurídico, pues 
el contenido no podrá apartarse de sus disposiciones generando así seguridad jurídica”.  
 
Lo que significa que, la seguridad jurídica se verifica en la aplicación de la 
Constitución de la República en la elaboración y contenido de las normas legales. 
 
“Además la supremacía implica las siguientes realidades complementarias: 
 
1. Todas las normas y los actos del poder público deberán mantener conformidad con las 
disposiciones constitucionales, pues de no hacerlo, carecerán de eficacia jurídica. 
 
2. La aplicación directa de las normas constitucionales así como de los tratados 
internacionales sobre derechos humanos. 
 
3. Se establece claramente una prelación normativa, es decir, un orden jerárquico de 
aplicación de las distintas normas, conforme lo siguiente: Constitución;  tratados y 
convenios internacionales; leyes orgánicas; leyes ordinarias; normas regionales y 
ordenanzas distritales; decretos y reglamentos; ordenanzas;  acuerdos y resoluciones; y los 
demás actos y decisiones de los poderes públicos. 
 
4. Se mantiene la aplicación de la norma jerárquica  superior como regla para todos los 
operadores jurídicos y administrativos, especialmente en caso de conflicto entre normas de 
distinto nivel.  
 
En otras palabras, este principio no puede ser relativizado por ningún motivo, 
lamentablemente dos prácticas la han desnaturalizado, pues se han aprobado muchas leyes 
contrarias a la Carta Magna y ha faltado la suficiente voluntad, fuerza y liderazgo para la 
aplicación directa de los artículos constitucionales”. 
 
De lo transcrito se colige que la jerarquía de las normas internacionales en la 
legislación ecuatoriana han sufrido una importante evolución; pues hoy la cúspide de la 
famosa pirámide de Kelsen se encuentra ocupada por dos importantes documentos: la 
Constitución de la República 2008 y los Tratados Internacionales de Derechos Humanos, 
esta jerarquía dual obliga a los administradores de justicia a aplicar de manera motivada 
dichas disposiciones en las sentencias que emanan. 
 
Por lo que bien podemos entender a la supremacía constitucional como un principio 
del Derecho Constitucional, presente en el Estado Constitucional de Derechos y Justicia 
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Social que ubica a la Constitución de la República y a los Tratados Internacionales de 
Derechos Humanos jerárquicamente por encima de todas las demás normas jurídicas, 
internas y externas, que puedan llegar a regir. 
 
Asimismo, vincula a la teoría del poder constituyente: tanto a la Constitución de la 
República 2008 como a los Tratados Internacionales de Derechos Humanos con el resto de 
normas que forman el Ordenamiento Jurídico Nacional. 
 
Jerárquicamente la supremacía de la Constitución de la República 2008 y de los 
Tratados Internacionales de Derechos Humanos, suponen una gradación en el orden jurídico 
derivado en planos distintos, así pues, ambos esfuerzos normativos representan el punto más 
alto de la escala jerárquica normativa. 
 
La supremacía de la constitución a su vez contiene consigo un estado de rigidez ya 
que solo puede ser modificada por dos mecanismos establecidos en su contenido que son la 
reforma que nos permite modificar, cambiar, o adicionar artículos o capítulos de la norma 
suprema o toda la norma si es necesario y la enmienda que permite modificar solo artículos 
de la misma. 
 
Por todo lo manifestado, se debe tener presente que hoy, dentro del vigente Estado 
Constitucional de Derechos y Justicia Social, los Tratados Internacionales de Derechos 
Humanos cobran real prestancia por inscribirse dentro del garantismo neoconstitucional del 
nuevo paradigma constitucional, lo cual robustece los derechos y garantías reconocidos a 
favor del ser humano. 
 
1.1.  DEFINICIÓN 
 
Según la tratadista (Calvo, 1994, pág. 34): “El Tratado Internacional de Derechos 
Humanos es un acuerdo escrito entre ciertos sujetos de Derecho Internacional, generalmente 
Estados que se encuentran regidos por éste, cuya finalidad es la tutela a todos los derechos 
que devienen de la condición humana”. 
 
“Un tratado internacional de Derechos Humanos es un acuerdo escrito entre ciertos sujetos 
de Derecho Internacional -estados que se encuentra regido por este- que puede constar de 
uno o varios instrumentos jurídicos conexos, siendo indiferente su denominación; siendo su 
máxima la protección y amparo al ser humano”.  
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Lo más común suele ser que tales acuerdos se realicen entre Estados, aunque pueden 
celebrarse entre Estados y organizaciones internacionales. Los primeros están regulados por 
la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969; los segundos, por la 
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados celebrados entre Estados y 
Organizaciones Internacionales o entre Organizaciones Internacionales de 1986. 
 
Los Tratados Internacionales deben realizarse por escrito aunque pueden ser 
verbales. En este último caso no se regirían por la Convención de Viena de 1969. Su 
denominación es indiferente pues, si se dan las condiciones anteriores, nos encontramos ante 
un Tratado Internacional independientemente del nombre que reciba. 
 
Debido a la interdependencia cada vez mayor que guardan los países, han proliferado 
los tratados internacionales, instrumentos jurídicos que bien pudiéramos asimilar a los 
contratos en el sentido de que mediante el consentimiento manifestado por los Estados con 
ese carácter se da vida a un vehículo jurídico y se crean derechos y obligaciones entre las 
partes. Es decir, que así como los particulares se sirven de los 
contratos para estipular derechos y obligaciones entre sí, los sujetos de derecho internacional 
y particularmente los Estados, celebran tratados sobre las más variadas materias con la 
intención de crear derechos y obligaciones regidos por el Derecho Internacional. 
 
Como consecuencia natural de la proliferación de tratados internacionales, el 
derecho de los tratados es una de las disciplinas que más se ha desarrollado en los últimos 
años; en el ámbito internacional, ha pasado de ser mero derecho consuetudinario a ser 
derecho codificado a partir de la celebración de las Convenciones de Viena de 1969 sobre 
Derecho de los Tratados y la de 1986 sobre Tratados Celebrados entre Organismos 
Internacionales o entre Organismos Internacionales y Estados. 
 
Los Tratados Internacionales Ambientales, son “…instrumentos privilegiados e 
inherentes de las relaciones internacionales, que directa o indirectamente giran en torno a la 
protección integral del ser humano. Suponen frente a la costumbre un factor de seguridad. 
Las obligaciones se expresan por las partes de una forma muy precisa”. (Becerra Ramírez, 
1993, pág. 71) 
 
Frente a la costumbre los tratados permiten que todos los Estados se comprometan a 
dar fiel cumplimiento a su mandato, tanto más cuando han participado en su elaboración.  
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Otra ventaja de los Tratados Internacionales, es que sus normas se elaboran con más 
rapidez que las consuetudinarias aunque éstas se cristalizan con más rapidez. Un Tratado 
Internacional supone la asunción por parte de sus signatarios a las obligaciones derivadas del 
mismo así: 
 
Desde el punto de vista internacional: Trae consigo un compromiso de cumplir lo 
pactado frente a los demás sujetos de Derecho Internacional. 
 
Desde el punto de vista nacional: Implica la aceptación de los efectos internos 
derivados del compromiso tanto para los poderes públicos como, eventualmente, para los 
ciudadanos. 
 
El ejercicio de la potestad de suscribir y ratificar los Tratados Internacionales 
Ambientales, corresponde básicamente al Presidente de la República
3
. Es el ejecutivo 
responsable de preparar, negociar y concluir los tratados internacionales, la manifestación 




La Constitución de la República, ha previsto la intervención de la Asamblea 
Nacional, en el proceso de celebración de los tratados internacionales, con el propósito de 
legitimar la democrática. 
 
Otra argumento, que ratifica la importancia de la participación de la Asamblea 
Nacional, hace referencia a la prestación del consentimiento del Estado, representado por 
este poder político, ello, con la finalidad de que el Tratado Internacional forme parte del 
Ordenamiento Jurídico Nacional.  
 
Desde el punto de vista internacional el Tratado Internacional tiene eficacia desde el 
que el Estado ratifica mediante la firma del jefe de estado desde punto de vista interno tendrá 
eficacia desde que se produce su publicación oficial. 
 
                                            
3
 Art. 147.- Son atribuciones y deberes de la Presidenta o Presidente de la República, además de los 
que determine la ley: numeral 10. Definir la política exterior, suscribir y ratificar los tratados 
internacionales,... “Constitución de la República del Ecuador”, 2008. 
4
 Art. 120.- La Asamblea Nacional tendrá las siguientes atribuciones y deberes, además de las que 
determine la ley: numeral 8. Aprobar o improbar los tratados internacionales en los casos que 
corresponda. “Constitución de la República del Ecuador”, 2008. 
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1.2.  EVOLUCIÓN JURÍDICA 
 
Recordemos que el Derecho Internacional es la colección de razones jurídicas 
internacionales que regulan las leyes de los Estados y otros sujetos de derecho internacional. 
Está integrado por acuerdos entre estados -tales como Tratados Internacionales de Derechos 
Humanos- como también por la costumbre internacional
5
, que se compone a su vez de la 
práctica de los Estados, que éstos reconocen como obligatoria, y por los principios generales 
del derecho. Además, en el ámbito multilateral, el Derecho Internacional se nutre de los 
acuerdos a los que lleguen los Estados en el marco de los organismos internacionales y, 
dentro de éstos, de aquellos acuerdos que se comprometen a aplicar. 
 
“En ambos casos, bilateral o multilateral, el nivel adquirido al comprometerse un Estado es 
el de poner en vigor la norma acordada en su propio territorio y aplicarla por encima de las 
normas nacionales”. (Seara Vázquez, 1999, pág. 40) 
 
Tradicionalmente, se diferencia entre derecho internacional público y derecho 
internacional privado. El derecho internacional público es una disciplina de origen 
consuetudinario, puesto que en sus inicios la fuente primordial de la cual emanaban la 
mayoría de las normas internacionales que conformaban su contenido era la costumbre 
internacional. Sin embargo, éste es un derecho provisto de un carácter dinámico y mutable, 
como resultado de la evolución social, política y económica que experimenta 
permanentemente la Comunidad Internacional. 
 
Ha sido este carácter dinámico y progresista el que ha permitido que los tratados 
internacionales, hoy en día representen la fuente primordial de esta rama del derecho, puesto 
que de ellos emergen la gran mayoría de las normas jurídicas internacionales que integran su 
contenido; cuyo objetivo esencial es regular las relaciones entre los distintos sujetos 
destinatarios de estas normas, tales como los Estados y las organizaciones internacionales, en 
aras de cumplir con la loable misión de mantener y garantizar la paz y la armonía tan 
anhelada en la sociedad internacional. 
 
                                            
5
 En Derecho Internacional la costumbre es una práctica generalizada y repetitiva de los Estados y 
de otros sujetos de derecho internacional; aceptada como norma obligatoria a través de lo 
denominado como expectativa de derecho. Tiene tanta validez como los Tratados Internacionales, 
no existiendo ninguna prelación de fuentes entre ellas. No obstante, hay que tener en cuenta los 
hechos que llevan a una práctica general y uniforme a ser considerada derecho por los sujetos del 
Derecho Internacional. Para que cristalice la “opinio iuris” y elemento subjetivo resulta de vital 
importancia las acciones u omisiones que realizan Estados que son significativos de la Comunidad 
Internacional. 
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El Derecho Internacional empezó a desarrollarse a partir del siglo XVI, época en la 
cual aparecen en Europa los primeros estados nacionales. Sin embargo, hasta principios del 
siglo XX se desenvolvió bajo el principio de la soberanía, lo que no facilitaba la creación de 
una sociedad internacional. Las tentativas hechas hasta entonces para regularizar las 
relaciones internaciones se caracterizaban por su empirismo y por su estrecha relación con la 
política.  
 
Las siguientes manifestaciones realizadas en la Época Moderna, donde se suceden 
acontecimientos históricos para el Derecho Internacional y donde éste se enriqueció con 
nuevos aportes (se estableció la igualdad religiosa, se adoptó el idioma francés como 
lenguaje diplomático, se establecieron las embajadas permanentes, entre otras), que van 
desde el Imperialismo Universal (Imperio Napoleónico) hasta los compromisos ideados por 
la diplomacia (Santa Alianza) no han sido suficientes para asegurar una paz estable. 
 
El derrumbamiento del sistema diplomático tradicional por la Primera Guerra 
Mundial en 1914, provocó la formación de nuevas bases sobre las cuales los gobiernos 
asentarían sus relaciones internacionales. El fracaso de la Sociedad de Naciones y de la 
política de seguridad colectiva condujo a la Segunda Guerra mundial, en la coalición de los 
pueblos libres cerró el paso a las tentativas de hegemonía universal. Desgraciadamente, la 
victoria de las democracias occidentales no ha sido completa, y hoy, como ayer, sigue en pie 
el problema de saber si el mundo se asociara libremente o si, una vez más tendrá que resistir 
por la fuerza a las amenazas del neoimperalismo totalitario. De la solución de este dilema 
depende el destino del mundo entero y del mantenimiento del Derecho Internacional, e 
incluso del Derecho mismo. 
 
Con la finalidad de garantizar a la humanidad la no proliferación de genocidios a la 
sazón de apetencias descomunales, históricamente, se han suscrito los siguientes Tratados 
internacionales: 
 
1.- Declaración Universal de Derechos Humanos.- 
 
Adoptada y proclamada por la Asamblea General en su resolución 217 A (III), de 10 
de diciembre de 1948. Fue aprobada por 48 países, entre los que se encuentran: Afganistán, 
Argentina, Bélgica, Bolivia, Brasil, Canadá, Colombia, Costa Rica, Cuba, Ecuador, Egipto, 
El Salvador, Estados Unidos, Etiopía, Francia, Guatemala, India, Irak, Irán, México, 
Nicaragua, Paraguay, Perú, Reino Unido, República Dominicana y Venezuela, entre otros. 
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Proclamada como ideal común por el que todos los pueblos y naciones deben esforzarse, a 
fin de que tanto los individuos como las instituciones, inspirándose constantemente en ella,  
promuevan, mediante la enseñanza y la educación, el respeto a estos derechos y libertades,  y 
aseguren, por medidas progresivas de carácter nacional e internacional, su reconocimiento  y 
aplicación universales y efectivos, tanto entre los pueblos de los Estados Miembros como  
entre los de los territorios colocados bajo su jurisdicción.  
 
2.- Carta andina para la promoción y protección de los derechos humanos.- 
 
Dada y firmada en Guayaquil, a los veintiséis días del mes de julio del año dos mil 
dos, durante la II Reunión de Presidentes Sudamericanos. 
 
Los Presidentes de Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú y Venezuela, reunidos en 
Consejo Presidencial Andino, y en nombre de los pueblos de la Comunidad Andina.  
Inspirados en el pensamiento del Libertador Simón Bolívar, quien en su mensaje al Congreso 
Constituyente de Bolivia proclamó que es anhelo primordial de todo pueblo obtener la 
posesión de sus derechos, ejercer las virtudes políticas y facilitar a cada persona la 
adquisición de los talentos luminosos y el goce que en esencia conlleva pertenecer a la raza 
humana. Convencidos de que los derechos humanos son inmanentes a todos los seres 
humanos, quienes son libres e iguales en dignidad y derechos. 
 
3.- Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José) 
 
Suscrita en la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos 
San José, Costa Rica del 7 al 22 de noviembre de 1969, en vigencia desde el 18 de julio de 
1978. Con 25 Estados Parte: A la fecha, veinticinco naciones se han adherido a la 
Convención:  Argentina, Barbados, Bolivia, Brasil, Colombia, Costa Rica, Chile, Dominica, 
Ecuador, El  Salvador, Granada, Guatemala, Haití, Honduras, Jamaica, México, Nicaragua, 
Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Suriname, Trinidad y Tobago, Uruguay y  
Venezuela. 
 
Ratificada por Ecuador el 8 de diciembre de 1977. Su propósito es consolidar en este 
continente, dentro del cuadro de las instituciones democráticas, un régimen de libertad 
personal y de justicia social, fundado en el respeto de los derechos esenciales del hombre y 
reconociendo que los derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacional de 
determinado Estado, sino que tienen como fundamento los atributos de la persona humana. 
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4.- Convención interamericana contra la corrupción.- 
 
Adoptado en la Conferencia Especializada sobre el Proyecto de Convención 
Interamericana contra la Corrupción, celebrada en Caracas, Venezuela, el 29 de marzo de 
1996, en vigor desde el 6 de marzo de 1997. 33 Estados Parte. Ratificada por Ecuador el 26 
de mayo de 1997. La corrupción socava la legitimidad de las instituciones públicas, atenta 
contra la sociedad, el orden moral y la justicia, así como contra el desarrollo integral de los 
pueblos y considerando que la democracia representativa es condición indispensable para la 
estabilidad, la paz y el desarrollo de la región, por su naturaleza, exige combatir toda forma 
de corrupción en el ejercicio de las funciones públicas, así como los actos de corrupción 
específicamente vinculados con tal ejercicio. 
 
5.- Convención interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación 
contra las personas con discapacidad.- 
 
Adoptada en el vigésimo noveno período ordinario de sesiones de la Asamblea 
General,  celebrada en la Ciudad de Guatemala, Guatemala el 7 de junio de 1999, en vigor 
desde el 14 de septiembre del 2001. Estados Parte 17. Ratificada por Ecuador el 1 de marzo 
del 2004. Publicada en el Registro oficial No. 283 del 2 de marzo del 2004. Fue creada 
pensando en las personas con capacidades especiales las mismas que tienen los mismos 
derechos y libertades fundamentales que otras personas; y que estos derechos, incluido el de 
no verse sometidos a discriminación fundamentada en su discapacidad, dimanan de la 
dignidad y la igualdad que son inherentes a todo ser humano. 
 
6.- Convención interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la 
mujer convención de Belem Do Pará.- 
 
Adoptada en el Cuarto Periodo Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la 
OEA, en la ciudad de Belem Do Para, Brasil, el 9 de junio de 1994, en vigor desde el 5 de 
marzo de 1995. 32 Estados Parte. Ratificada por Ecuador el 30 de junio de 1995. 
 
Creada para fomentar el respeto y evitar la violencia contra la mujer lo cual 
constituye una violación de los derechos humanos y las libertades fundamentales y limita 
total o parcialmente a la mujer el reconocimiento, goce y ejercicio de tales derechos y 
libertades; por lo que, estipula que es una ofensa a la dignidad humana y una manifestación 
de las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres. 
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7.- Convención interamericana sobre recepción de pruebas en  el extranjero.- 
 
Adoptada en la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho 
Internacional Privado, celebrada en la ciudad de Panamá, Panamá, el 30 de enero de 1975, en 
vigor desde el 16 de enero de 1976. 15 Estados Parte. Ratificada por Ecuador el 29 de agosto 
de 1975. Se creó para que el órgano jurisdiccional del Estado requerido tenga facultades para 
conocer  de las cuestiones que se susciten con motivo del cumplimiento de la diligencia 
solicitada, y este se declarase incompetente para proceder a la tramitación del exhorto o carta 
rogatoria, pero estimase que es competente otro órgano jurisdiccional del mismo Estado, le 
transmitirá de oficio los documentos y antecedentes del caso por los conductos adecuados y 
podrán utilizar los medios de apremio previstos por sus propias leyes. 
 
8.- Convención internacional sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 
racial.- 
 
Adoptada y abierta a la firma y ratificación por la Asamblea General en su 
resolución 2106. Suscrita el 7 de marzo de 1966, en vigor desde el 4 de enero de 1969. 173 
Estados Parte. Adhesión de Ecuador el 22 de septiembre de 1960. Los miembros se han 
comprometido a tomar medidas conjunta o separadamente, en cooperación con la 
Organización, para realizar uno de los propósitos de las Naciones Unidas, que es el de 
promover y estimular el respeto universal y efectivo de los derechos humanos y de las 
libertades fundamentales de todos, sin distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión 
teniendo presente que todos somos iguales ante la ley y tenemos los mismos derechos de 
protección contra toda discriminación. 
 
9.- Convención internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores 
migratorios y de sus familiares.- 
 
Convención adoptada por la Asamblea General en su resolución 45/158 de 18 de 
diciembre de 1990. Suscrita el 18 de diciembre de 1990, en vigor desde el 1 de julio del 
2003. Estados Parte: 37. Ratificada por Ecuador y publicada en el Registro Oficial No. 133 
de 25 de julio del 2003.  Reconoce la importancia del trabajo realizado en relación con los 
trabajadores migratorios y sus familiares en distintos órganos de las Naciones Unidas, como 
también los progresos realizados por algunos Estados mediante acuerdos regionales o 
bilaterales para la protección de los derechos de los trabajadores migratorios y de sus 
familiares. 
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10.- Convención de las naciones unidas contra la corrupción.- 
 
Suscrita el 31 de octubre del 2003, en vigor desde el 14 de diciembre del 2005. 
Ratificada por Ecuador el 15 de septiembre del 2005. Publicada en el Registro Oficial No. 
076 del 5 de agosto del 2005. Nace por la preocupación por la gravedad de la corrupción y 
otras formas de delincuencia, en particular la delincuencia organizada y la delincuencia 
económica, incluido el blanqueo de dinero, los cuales pueden constituir una proporción 
importante de los recursos de los Estados, y que amenazan la estabilidad política y el 
desarrollo sostenible de esos Estados en un enfoque amplio y multidisciplinario para 
prevenir y combatir eficazmente la corrupción y teniendo presente que la prevención y la 
erradicación de la corrupción son responsabilidad de todos los Estados. 
 
11.- Convención sobre el estatuto de los refugiados.- 
 
Convención adoptada el 28 de julio de 1951 por la Conferencia de Plenipotenciarios 
sobre el estatuto de los refugiados y de los apátridas (Naciones Unidas), convocada por la 
Asamblea General en su resolución 429 (V), de 14 de diciembre de 1950, en vigor desde el 
22 de abril de 1954. Ratificada por Ecuador el 17 de agosto de 1955. 140 Estados Parte. 
 
Considera que las Naciones Unidas han manifestado en diversas ocasiones su 
profundo interés por los refugiados y se han esforzado por asegurar el ejercicio más amplio 
posible de los derechos y libertades fundamentales, que es conveniente revisar y codificar los 
acuerdos internacionales anteriores referentes al estatuto de los refugiados y ampliar 
mediante un nuevo acuerdo la aplicación de tales instrumentos y la protección que 
constituyen para los refugiados también un derecho de asilo, y reconociendo el carácter 
social y humanitario del problema de los refugiados, hagan cuanto les sea posible por evitar 
que este problema se convierta en causa de tirantez entre Estados. 
 
12.- Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la 
mujer.- 
 
Adoptada y abierta a la firma y ratificación, o adhesión, por la Asamblea General en 
su resolución 34/180, de 18 de diciembre de 1979. Suscrito el 18 de diciembre de 1979, en 
vigor desde el 3 de septiembre de 19812. Ratificada por Ecuador el 9 de noviembre de 1981. 
185 Estados Parte. Magnifica la dignidad y el valor de las personas en la igualdad de 
derechos de hombres y mujeres, y la no discriminación proclama que todos los seres 
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humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y que toda persona puede invocar 
todos los derechos y libertades proclamados en esa Declaración, sin distinción alguna, 
porque siguen siendo objeto de importantes discriminaciones, basado en la equidad y la 
justicia contribuirá significativamente a la promoción de la igualdad entre el hombre y la 
mujer. 
 
13.- Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad.- 
 
Aprobada el 13 de diciembre de 2006, p Aprobada el 13 de diciembre de 2006, por 
consenso y con la aclamación de todos los Estados, mediante Resolución A/61/611. 26 
Estados Parte. Ratificada por Ecuador el 3 de abril del 2008. Reconoce la dignidad y el valor 
inherentes de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia, han 
reconocido y proclamado que toda persona tiene los derechos y libertades enunciados en 
esos instrumentos, sin distinción de ninguna índole, reafirma la universalidad, 
indivisibilidad, interdependencia e interrelación de todos los derechos humanos y libertades 
fundamentales, así como la necesidad de garantizar que las personas con discapacidad los 
ejerzan plenamente y sin discriminación. 
 
14.- Convención sobre los derechos del niño.- 
 
Adoptada y abierta a la firma y ratificación por la Asamblea General en su 
resolución 44/25, de 20 de noviembre de 1989. Suscrita el 20 de noviembre de 1989, en 
vigor desde el 2 de septiembre de 1990. Ratificada por Ecuador el 23 de marzo de marzo de 
1991. 193 Estados Parte. Tiene como antecedente a la Declaración Universal de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas, proclama que la infancia tiene derecho a cuidados y 
asistencia especiales y convencidos de que la familia, como grupo fundamental de la 
sociedad y medio natural para el crecimiento y el bienestar de todos sus miembros, y en 
particular de los niños, debe recibir la protección y asistencia necesarias para poder asumir 
plenamente sus responsabilidades dentro de la comunidad y considerando que el niño debe 
estar plenamente preparado para una vida independiente en sociedad y ser educado en el 
espíritu de los ideales proclamados en la Carta de las Naciones Unidas y, en particular, en un 
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15.- Convención sobre los derechos políticos de la mujer.- 
 
Abierta la firma y ratificación por la Asamblea General en su resolución 640 (VII), 
de 20 de diciembre de 1952. Suscrita el 2 de mayo de 1948, en vigor el 17 de marzo de 1949. 
115 Estados Parte. Ratificada por Ecuador el 23 de abril de 1954. Desea igualar la condición 
del hombre y de la mujer en el disfrute y ejercicio de los derechos políticos, conforme a las 
disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas y de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos y habiendo resuelto concertar una convención con tal objeto, las mujeres serán 
elegibles para todos los organismos públicos establecidos por la legislación nacional, en 
condiciones de igualdad con los hombres, sin discriminación alguna. 
 
16.- Declaración de Machu Picchu sobre la democracia, los derechos de los pueblos 
indígenas y la lucha contra la pobreza.- 
 
Declaración adoptada en la posesión del presidente del Perú. Lima - Machu Picchu. 
Celebrada el 28 al 29 de julio del 2001. Suscrita por Ecuador en la misma fecha. Los 
presidentes de los países miembros de la Comunidad Andina, en presencia de los presidentes 
de Argentina, Brasil, Chile, Costa Rica, Panamá, Paraguay, República Dominicana, 
Uruguay, el Príncipe de Asturias y el Secretario General de la Comunidad Andina. Creada 
para tomar en cuenta los derechos de los Pueblos Indígenas y la lucha contra la pobreza; 
considera que la naturaleza multicultural y pluriétnica de nuestras naciones ha constituido un 
factor esencial en la formación de las nacionalidades y la identidad histórica de nuestros 
países; y que, hoy como en el pasado, continúa siendo una característica esencial de la 
riqueza de nuestras sociedades. 
 
Considera que todos los esfuerzos de la integración latinoamericana coinciden a la 
voluntad común de establecer mecanismos de cooperación política, lucha contra la pobreza y 
liberalizar el comercio, por lo que este esfuerzo normativo tiene como objetivo avanzar en la 
defensa de la democracia y el respeto a los derechos humanos. 
 
17.- Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
 
Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en su 
resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966. En vigor desde el 23 de marzo de 
1976. 161 Estados Parte: Afganistán, Albania, Argelia, Angorra, Angola, Argentina, 
Armenia, Australia, Austria, Azerbaiyán, Bahamas, Bahrein, Bangladesh, Barbados, Belarús, 
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Bélgica,  Belice, Benin, Bolivia, Bosnia y Herzegovina, Botswana, Brasil, Bulgaria, Burkina 
Faso, Burundi, Camboya, Camerún, Canadá, Cabo Verde, República Centroafricana, Chad, 
Chile, China, Colombia, Comoras, Congo, Costa Rica, Croacia, Cuba, Chipre, República 
Checa, República Democrática de Corea, República Democrática del Congo, Dinamarca, 
Yibuti, Dominica, República Dominicana, Ecuador, Egipto, El Salvado, Guinea, Eritrea, 
Estonia, Etiopía, Finlandia, Francia, Gabón, Gambia, Georgia emergi, Ghana, Grecia, 
Granada, Guatemala, Guinea-Bissau, Guyana, Haití, Honduras, Hungría, Islandia, India, 
Indonesia, Irán, Iraq, Irlanda, Israel, Italia, Jamaica, Japón, Jordania, Kazajstán, Kenya, 
Kirguistán, Kuwait, Letonia, Laos, Líbano, Lesotho, Liberia, Libia, Liechtenstein, Lituania, 
Luxemburgo, Madagascar, Malawi, Maldivas, Malí, Malta, Mauritania, Mauricio, México, 
Mónaco, Mongolia, Montenegro, Marruecos, Mozambique, Namibia, Nauru, Nepal, Países 
Bajos, Nueva Zelanda, Nicaragua, Níger, Nigeria, Noruega, Pakistán, Palau, Panamá, Nueva 
Guinea, Paraguay, Perú, Filipinas, Polonia, Portugal, República de Corea, República de 
Moldova, Rumania, Federación de Rusia, Ruanda, Samoa, San Marino, Santo Tomé y 
Príncipe, Senegal, Serbia, Seychelles, Sierra Leona , Eslovaquia, Eslovenia, Somalia, África 
del Sur, España, Sri Lanka, St. Lucia, St. Vicent y las Granadinas, Sudán, Suriname, 
Swasiland, Suecia, Suiza, República Árabe Siria, Tayikistán, Tailandia, República de 
Yugoslavia de Macedonia , Timor-Leste, Togo, Trinidad y Tobago, Túnez, Turquía, 
Turkmenistán, Uganda, Ucrania, Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, 
República Unida de Tanzania, Estados Unidos de América, Uruguay, Uzbekistán, Vanuatu, 
Venezuela, Vietnam , Yemen, Zambia, Zimbabwe.  
 
Ratificada por Ecuador el 6 de marzo de 1969.  Reconoce que los derechos humanos 
se derivan de la dignidad inherente a la persona, con arreglo a la Declaración Universal de 
Derechos Humanos, por lo tanto no puede realizarse el ideal del ser humano libre en el 
disfrute de las libertades civiles y políticas y liberado del temor y de la miseria, a menos que 
se creen condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos civiles y políticos, 
tanto como de sus derechos económicos, sociales y culturales. 
 
18.- Pacto internacional de derechos económicos, sociales y culturales.- 
 
Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en su 
resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966. En vigor desde el 3 de enero de 1976. 
Ratificada por el Ecuador el 24 de septiembre del 209 y promulgada el 11 de junio del 2010. 
158 Estados Parte: Argentina, Armenia, Azerbaiyán, Bélgica, Bolivia, Bosnia y 
Herzegovina, Cabo Verde, Chile, Congo, Costa Rica, República Democrática del Congo, 
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Ecuador, El Salvador, Finlandia, Gabón, Ghana, Guatemala, Guinea-Bissau, Irlanda, Italia, 
Kazajstán, Luxemburgo, Madagascar, Maldivas, Malí , Mongolia, Montenegro, Países Bajos, 
Paraguay, Portugal, Senegal, Eslovaquia, Eslovenia, Salomón, Islas, España, Timor-Leste, 
Togo, Ucrania, Uruguay, Venezuela. Ratificada por Ecuador el 6 de marzo de 1969. 
Considera que la Carta de las Naciones Unidas impone a los Estados la obligación de 
promover el respeto universal y efectivo de los derechos y libertades y, comprendiendo que 
el individuo, por tener deberes respecto de otros individuos y de la comunidad a que 
pertenece, está obligado a procurar la vigencia y observancia de los derechos reconocidos en 
este Pacto. 
 
Para que los descritos Tratados Internacionales de Derechos Humanos tengan eco en 
nuestro quehacer jurídico nacional, sobre todo, es menester que las resoluciones judiciales se 
expresen en base a la motivación y fundamentación de los preceptos contenidos en ellos. 
 
Recordemos pues que, la motivación es un derecho expresamente recogido en el 
artículo 76, numeral 7, literal l) de nuestra vigente Carta Magna, que literalmente señala: 
 
Art. 76.- “En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier 
orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías 
básicas: numeral 7) El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes 
garantías: literal l) Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No 
habrá motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que 
se funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Los 
actos administrativos, resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente motivados se 
considerarán nulos. Las servidoras o servidores responsables serán sancionados”. 
(Constitución de la República del Ecuador, 2008) 
 
Lo cual significa que, dentro del renovado Estado ecuatoriano, hoy Constitucional de 
Derechos y Justicia Social, toda autoridad pública sin excepción debe sustentar su decisión 
tanto en la Constitución de la República, como en Tratados Internacionales de Derechos 
Humanos, la Ley, el Reglamento y toda cuanta disposición normativa le sea a fin. Sobre todo 
porque la motivación de las resoluciones judiciales tiene una doble finalidad: permite 
garantizar el derecho de defensa de los sujetos procesales, pues a través de la motivación se 
conocen los fundamentos de la denegatoria o no de las pretensiones de las partes; y, la 
ciudadanía puede ejercer control a la actividad jurisdiccional.  
 
 21   
 
La afectación al derecho a la motivación de las resoluciones judiciales, trae como 
sanción procesal la declaratoria la nulidad de la resolución judicial, por afectación a derechos 
fundamentales. Razón por la cual, toda resolución emitida por Autoridad Pública, debe estar 
debidamente motivada en el Mandato Constitucional y en los Tratados Internacionales de 
Derechos Humanos.  
 
Asimismo, la (Constitución de la República del Ecuador, 2008), en su Art. 76, 
manifiesta: “En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier 
orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías 
básicas: numeral 7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes 
garantías: literal m) Recurrir el fallo o resolución en todos los procedimientos en los que se 
decida sobre sus derechos”. 
 
Con lo cual se deja de manifiesto el derecho universal de impugnación que se 
interpone cuando los Operadores de Justicia no han motivado y fundamentado su fallo.  
 
El derecho de impugnación, según Andrés de la Oliva, constituye uno de los 
instrumentos del Derecho Procesal que permite mostrar la oposición de las partes procesales 
con la decisión emitida por el juez competente, a la vez que materializa la pretensión de que 
esta sea revocada, produciendo distintas consecuencias ulteriores, según las distintas clases y 
fundamentos de los recursos. 
 
La acción de impugnar es sinónimo de la acción de recurrir. El tratadista Lino 
Enrique Palacio, en su obra: “Manual de Derecho Procesal Civil” define el recurso de la 
siguiente forma:  
 
“…es el acto procesal en cuya virtud la parte que se considera agraviada por una resolución 
judicial pide su reforma o anulación, total o parcial, sea al mismo Juez o Tribunal que la 
dictó o a un Juez o Tribunal jerárquicamente superior”.    (Palacio, 1997, pág. 575)  
 
O como dice el tratadista (Espinosa Solis de Avando, 1985, pág. 1), en su obra “De 
los Recursos Procesales en el Código de Procedimiento Civil”, es el medio:  
 
“…que la ley concede a la parte que se cree perjudicada por una resolución judicial para 
obtener que ella sea modificada o dejada sin efecto”. 
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Sobre el asunto el tratadista (Couture, 1997, pág. 339 y 340), en su obra 
“Fundamento del Derecho Procesal Civil”, dice:  
 
“Los recursos son, genéricamente hablando, medios de impugnación de los actos procesales. 
Realizado el acto, la parte agraviada por él, tiene, dentro de los límites que la ley le confiere, 
poderes de impugnación destinados a promover la revisión del acto y su eventual 
modificación”. 
 
En corolario, el rol que desempeña el Juez hoy en día, en nuestra Estado 
Constitucional de Derechos y Justicia Social, va más allá de lo que la ley dictamina. Pues, 
pasó de ser “boca muda de la ley” a enrumbarse en un papel activista dentro de un marco 
constitucional y eminentemente garantista. Ante ello, la motivación judicial se presenta 
como una herramienta para el control y límite a este “activismo”. 
 
La motivación judicial es aquel conjunto de razones y/o argumentos mediante los 
cuales el Juez, a través de su sentencia, explica y da a conocer su decisión sobre un 
determinado caso; en el cual para viabilizar la justicia ha interpretado la Constitución y los 
Tratados Internacionales de Derechos Humanos.  
 
Las funciones de la motivación judicial adquieren una diversidad de enfoques, tal es 
así que si el Juez pretende dar una explicación constitucional de su decisión, ésta debe 
mantener esa misma línea, de tal forma que el hilo argumentativo sea de común entender. 
Asimismo, la motivación judicial, según la doctrina, atiende a una diversidad de efectos 
dentro y fuera del proceso, en ese sentido, la motivación se embarca dentro de la democracia 
constitucional. Es por ello que la motivación, desde un punto de vista jurídico, debe contener 
una justificación de constitucionalidad, legalidad y legitimidad, plasmada en el 
Ordenamiento Jurídico amparado y cimentado en los Tratados Internacionales de Derechos 
Humanos. 
 
En virtud de que en un Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social la 
función más importante de las juezas y jueces, tanto de la justicia ordinaria como de la 
justicia constitucional, es garantizar los derechos de las personas contenidas en los Tratados 
Internacionales de Derechos Humanos. Una de las garantías fundamentales del derecho al 
debido proceso establece que los operadores de justicia están obligados a observar la 
exigencia de que las resoluciones de los poderes públicos sean motivadas, es decir, que no 
pueden ser adoptadas de manera arbitraria, sin razonar de manera sólida y fundamentada. 
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Razón por la cual, las juezas y jueces no deben sentirse atados solamente al texto de 
las normas jurídicas vigentes, sino a establecer las razones en las que ellas se fundamentan. 
Por lo tanto, es necesario un replanteamiento de metas y aspiraciones personales y 
colectivas, y un cambio de mentalidad de usuarios, jueces, funcionarios y operadores de la 
justicia en el Ecuador. 
 
La evolución jurídica de los Tratados Internacionales de Derechos Humanos no se 
marca por la sucesión cronológica de los acuerdos establecidos por los Estados, sino más 
bien por si grado de acogida y cumplimiento, por esta razón es hora de que el Estado 
ecuatoriano, hoy Constitucional de Derechos y Justicia Social, obligue a sus Operadores de 
Justicia, a viabilizar los derechos y garantías de las personas en la Administración de Justicia 
interpretando a la luz del pro homine la norma constitucional y los Tratados Internacionales 
de Derechos Humanos.  
 
1.3.  CARACTERÍSTICAS 
 
Entre las características principales de los Tratados Internacionales, podemos 
mencionar cuatro principios generales, básicos y capitales, que no pueden ser ignorados ni 
anulados, pues, de hacerlo el objetivo primordial del compromiso internacional en él 
establecido se perdería. Estos principios son:  
 
1. Pacta sunt servanda, que afirma la obligatoriedad de los estados parte que celebran 
un tratado para darle cumplimiento. 
 
2. Res inter alios acta, el cual expresa que los tratados sólo crean obligación entre los 
estados parte, reafirmando así que la voluntad de éstos en comprometerse mediante 
un tratado que es una manifestación básica en el Derecho Internacional. 
 
3. Ex consensu advenit vinculum, que señala la importancia del consentimiento de los 
estados parte como la base de la obligación jurídica; y,  
 
4. Jus cogens, que considera nulo todo tratado que en el momento de su celebración 
esté en oposición con una norma imperativa de Derecho Internacional, entendida, 
esta última, como una norma aceptada y reconocida por la comunidad internacional 
de los estados en su conjunto que no admite acuerdo en contrario y que sólo puede 
ser modificada por una norma posterior de ese Derecho.  
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Cabe decir que algunas de estas etapas, en particular las últimas, pueden variar su 
duración y por tanto, el tiempo que se requiere para que el tratado entre en vigor. En algunas 
ocasiones un Estado puede comprometerse inmediatamente, pero en otras el compromiso se 
asienta mucho después, cuando se expresa la ratificación. Además, en dichas etapas se 
utilizan varios medios procesales: la conferencia internacional, la rúbrica de un texto, el 
canje, el depósito de ciertos instrumentos y diversas notificaciones.  
 
Generalmente, cuando se trata de un tratado multilateral, el instrumento se adopta en 
una conferencia internacional donde cada Estado interesado tiene la oportunidad de presentar 
proyectos de tratado para ser estudiados, debatidos y seleccionados. Una vez concertado el 
texto definitivo se inicia la etapa de expresión del consentimiento obligatorio. Esta etapa 
puede ser breve o extensa: cuando es breve, los estados se comprometen definitivamente al 
momento de la firma del texto, y si es extensa, los estados necesitan someter el texto a la 
aprobación de su ley nacional para su posterior ratificación.  
 
En este último caso, el Estado puede asentar la firma ad referendum o la rúbrica a 
través de sus representantes en el texto del tratado o en el acta final de la conferencia para 
que, posteriormente, el legislativo del mismo, específicamente la Asamblea Nacional tome la 
decisión formal de convertirse en parte del tratado, de conformidad con los procedimientos 
constitucionales pertinentes establecidos en el país.  
 
Una vez aprobado al interior, el Gobierno del Estado deposita el instrumento de la 
ratificación en poder del depositario, que es el Estado o la organización internacional 
formalmente designado por los estados para este fin.  
 
En otras ocasiones, la voluntad de obligarse por el instrumento se expresa a través de 
un acto llamado adhesión, accesión, aceptación o aprobación. Éste generalmente es utilizado 
cuando el Estado no participó en la elaboración del texto y su interés por vincularse se 
expresa a través de este procedimiento. La adhesión tiene exactamente las mismas 
repercusiones que la ratificación. Posterior a esa etapa se da la entrada en vigor del 
instrumento, cuya fecha será aquélla en la que el tratado haya sido ratificado por un número 
determinado de Estados, designado previamente por los estados parte del mismo. Después de 
su entrada en vigor, éste se transmite a la Secretaría de las Naciones Unidas para su registro, 
archivo o inscripción, según el caso, y posterior publicación.  
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En el Derecho de los Tratados existe también una característica importante conocida 
como nulidad de los tratados por vicios en el consentimiento. Ésta puede ser aludida por un 
Estado al manifestar: un error, como vicio de su consentimiento, base esencial de su 
voluntad de obligarse por el tratado; dolo, si el Estado fue inducido a celebrar un tratado por 
la conducta fraudulenta de otro Estado negociador; corrupción del representante de un 
Estado, efectuada directa o indirectamente por otro Estado negociador; coacción sobre el 
representante de un Estado, mediante actos o amenazas dirigidos contra él; coacción sobre 
un Estado, a través de la amenaza o el uso de la fuerza, y que los tratados estén en oposición 
con una norma imperativa de Derecho Internacional. Sin embargo, un Estado no podrá alegar 
nulidad si después de haber firmado el instrumento manifiesta que existe incompatibilidad 
con su Derecho interno. 
 
Lo anteriormente descrito manifiesta la importancia de que las bases jurídicas sean 
respetadas y promovidas por la comunidad internacional. Generalmente debiera entenderse 
que la existencia de acuerdos entre estados expresa la intención de mantener un ámbito 
pacífico en las relaciones internacionales. 
 
La proliferación de tratados en diferentes materias demuestra la intención de los 
estados de crear condiciones bajo las cuales puedan mantenerse: la justicia y el respeto a las 
obligaciones emanadas del Derecho Internacional; el desarrollo de los pueblos, y en última 
instancia, las condiciones mínimas para el respeto a la dignidad del individuo. 
 
1.4.  IMPORTANCIA 
 
La importancia de los Tratados Internacionales reside en su trascendencia normativa 
que abarca el ámbito internacional y nacional: 
 
La ONU tiene como una de sus funciones, según el Artículo 13, inciso a) de la 
“Carta de las Naciones Unidas”: “…fomentar la cooperación internacional en el campo político e 
impulsar el desarrollo progresivo del derecho internacional y su codificación”. Por lo tanto ha 
impulsado el desarrollo del Derecho Internacional, a través de más de 480 acuerdos 
multilaterales sobre una amplia variedad de temas de interés común para los Estados, que al 
ratificarlos, adquieren la obligación jurídica de cumplir con ellos. Además muchos de los 
tratados elaborados por las Naciones Unidas se han convertido en la base jurídica para regir 
las relaciones entre Estados.  
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La Organización ha abordado temas que en su momento han sido totalmente 
innovadores dentro de la esfera jurídica internacional. La ONU ha sido pionera en tópicos de 
derechos humanos, ambientales, de tráfico de drogas y terrorismo, utilización pacífica del 
espacio ultraterrestre y trabajadores migratorios, solo por mencionar algunos. 
 
Asimismo, se da especial énfasis al arreglo pacífico de controversias internacionales, 
con base en el Artículo 33, párrafo 1 de la Carta de las Naciones Unidas, que afirma que las 
partes en una controversia que pudiera poner en peligro el mantenimiento de la paz y la 
seguridad internacionales tratarán de buscarle solución, por medio de la negociación, la 
investigación, la mediación, la conciliación, el arbitraje, el arreglo judicial, el recurso a 
organismos o acuerdos regionales u otros medios pacíficos de su elección. 
 
El Artículo 102 de la “Carta de las Naciones Unidas” dispone que los Estados 
Miembros registren en las Naciones Unidas todo acuerdo internacional que concierten. Esto 
se hace ante la Oficina de Asuntos Jurídicos, la cual es responsable del registro, depósito y la 
publicación de los tratados y las convenciones. La Oficina también se encarga de publicar en 
inglés y francés la serie titulada “Un Treaties Series ó Recueil des Traités”, donde se 
encuentra el texto de más de 30.000 tratados y medidas conexas. También en inglés y francés 
se publica un volumen titulado “Multilateral Treaties Deposited with the Secretary-General” o 
“Traités Multilateraux déposés auprès du Secrétaire Général” donde se enuncian 486 tratados 
multilaterales depositados por los Estados Miembros. 
 
La ONU es pionera en la codificación y desarrollo jurídico para la protección del ser 
humano. 
 
De lo comentado, se colige que, la importancia de los Tratados Internacionales de 
Derechos Humanos, devienen de su naturaleza jurídica, pues la misma reside en la 
supranacionalidad
6
 fruto de la Comunidad Internacional. Además su ámbito de acción 
permite entrever que su esencia es la tutela del ser humano, principio y fin del Ordenamiento 
Jurídico. 
 
En el escenario nacional la importancia de los Tratados Internacionales de Derechos 
Humanos reside en su grado jerárquico de norma suprema, pues a decir de la Constitución de 
la República 2008, estos esfuerzos reguladores de la Comunidad Internacional tienen la 
                                            
6
 La supranacionalidad como ideología se opone al nacionalismo que busca la soberanía absoluta 
de la nación. En el mundo actual el desarrollo de instituciones transnacionales pretende lograr un 
equilibrio entre las dos posturas. 
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misma fuerza normativa que la Ley Primera; razón por la cual su aplicación e interpretación 
por los Operadores de Justicia, no entre en tela de duda. 
 
1.5. JERARQUÍA NORMATIVA 
 
Es importante recordar que uno de los problemas con los que se ha hallado el 
Derecho Internacional es el de que muchos autores han puesto en tela de juicio el carácter 
jurídico de esta disciplina. Es decir, muchos jurisconsultos han negado que el derecho 
internacional sea derecho. Es el caso de John Austin, quien le negó el mencionado carácter y 
lo definió como un “conjunto de mecanismos de fuerza que regulan las relaciones entre 
los estados”. También en el siglo XX autores como Hans Morgenthau le negaron ese 
carácter al derecho internacional. 
 
Esta negación tenía su base en la comparación que se realizaba entre los derechos 
nacionales y el derecho internacional. Comparación gracias a la cual se aprecian las 
siguientes diferencias: 
 
 Mientras en los derechos nacionales existe un legislador central que dicta las leyes 
que han de cumplir los ciudadanos, en el derecho internacional las normas jurídicas 
son fruto de la voluntad de los estados. Lo más parecido a un órgano de este tipo es 
la Asamblea General de las Naciones Unidas. 
 
 Las fuentes de producción de las normas internacionales son distintas a las 
nacionales. 
 
Sin embargo, se debe considerar que nos encontramos con las principios imperativos 
del Derecho Internacional (normas ius cogens) que no podrán ser modificadas ni derogadas 
a no ser que sea por otra norma con carácter imperativo. Por otra parte, los tratados 
internacionales se aplican solamente a los estados que los han ratificado. Las leyes 
nacionales, en cambio, se aplican a todos los ciudadanos por igual. 
 
De otra parte, la costumbre internacional consiste en una serie de usos que los 
estados han venido repitiendo de una manera constante con la convicción de que son 
obligatorios. 
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Por último tenemos los principios generales del Derecho que se utilizan cuando no 
exista una determinada norma (sea tratados o sea costumbres) para un determinado hecho, es 
decir cuando haya lagunas en el Derecho Internacional. 
 
A la hora de aplicar estas normas se regirá por el Art. 38 del estatuto de la Corte 
Internacional de Justicia según: 
 
 Las convenciones internacionales, sean generales o particulares, que establecen reglas 
expresamente reconocidas por los Estados litigantes; 
 
 La costumbre internacional como prueba de una práctica generalmente aceptada como 
derecho; 
 
 Los principios generales de derecho reconocidos por las naciones civilizadas; 
 
 Las decisiones judiciales y las doctrinas de los publicistas de mayor competencia de las 
distintas naciones, como medio auxiliar para la determinación de las reglas de derecho, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el Artículo 59. 
 
La presente disposición no restringe la facultad de la Corte para decidir un litigio ex 
aequo et bono (equidad), si las partes así lo convinieren. 
 
A su vez, todas las convenciones o tratados internacionales, y demás fuentes deberán 
ser conforme a las normas imperativas del derecho internacional, esto es las normas Ius 
Cogens. 
 
También están los llamados actos jurídicos unilaterales, según los cuales un país 
puede obligarse por sí mismo a nivel internacional, a través de una declaración de voluntad 
en tal sentido. Se deben cumplir ciertos requisitos, como son: la intención inequívoca de 
obligarse y la licitud del objeto y de la finalidad, además de que quien realice tal declaración 
deberá tener capacidad para obligar internacionalmente a su país. 
 
Otro factor que llevó a estos autores a opinar así fue la deficiencia de los 
mecanismos de aplicación del derecho internacional. Mientras en los estados existen jueces 
encargados de velar por el cumplimiento de las leyes a las que todos los ciudadanos están 
sometidos, en la sociedad internacional estos mecanismos de aplicación son mucho más 
primitivos y menos sofisticados. 
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Existen algunos tribunales internacionales, pero a diferencia de los nacionales 
requieren que los estados, previamente, hayan aceptado su jurisdicción para poder ser 
juzgados por dichos tribunales. La jurisprudencia internacional, creada por estos tribunales, 
tiene como principal función la de servir como elemento de interpretación del derecho 
internacional. 
 
Por tanto es de entenderse que siendo discutible la naturaleza jurídica del Derecho 
Internacional Público, más aún es cuestionable la jerarquía jurídica de los Tratados 
Internacionales, cuya fuerza vinculante, generalmente, carece de efectividad. 
 
Sin embargo, es de destacarse que casa adentro, aun cuando solo en el texto 
constitucional, los Tratados Internacionales de Derechos Humanos, gozan del mismo grado 
jerárquico que la Constitución de la República, razón por la cual su aplicación e 
interpretación debería ser inmediata y eficaz, acorde a los lineamientos del pro homine, pese 
a ello, los Operadores de Justicia se niegan -en la práctica- a fundamentar sus fallos sus 
preceptos de gran valía que, lo único que buscan es robustecer los derechos y garantías 
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CAPÍTULO SEGUNDO 
2.  MÉTODOS DE INTERPRETACIÓN DE LOS TRATADOS 
INTERNACIONES DE DERECHOS HUMANOS 
 
El Estado ecuatoriano ratificó el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
7
 
el 6 de marzo de 1969, instrumento que entro en vigor internacionalmente el 23 de marzo de 
1976, y ratificó la Convención Americana sobre Derechos Humanos el 28 de diciembre de 
1977, la misma que entró en vigor internacionalmente el 18 de julio de 1978. Los dos 
tratados son los más importantes dentro del sistema universal e interamericano ya que 
consagran deberes de respeto y garantía a los Derechos Humanos. 
 
Desde entonces el Ecuador ha estado sujeto a obligaciones internacionales; sin 
embargo, por reiteradas ocasiones ha irrespetado estos importantes esfuerzos internacionales, 
a pesar de que los mismos poseen a su haber supremacía constitucional, por una marcada 
política de no cumplimiento. A pesar de que el Art. 76, numeral 7, literal m) de la 
Constitución de la República, claramente manifieste:  
 
“En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se 
asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas: 
numeral 7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: literal 
m) Recurrir el fallo o resolución en todos los procedimientos en los que se decida sobre sus 
derechos”. 
 
Lamentablemente, el Estado ecuatoriano, lejos de ser un paradigma de cumplimiento 
se ha inscrito dentro de los Estados que han sido sancionados por su falta de cumplimiento a 
los compromisos adquiridos con la Comunidad Internacional, muestra de ello son los 
sonados casos de tortura por los cuales el Ecuador ha recibido fuertes sanciones. 
 
                                            
7
 El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (ICCPR, por su sigla en inglés) es un 
tratado multilateral general que reconoce Derechos civiles y políticos y establece mecanismos para 
su protección y garantía. Fue adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas mediante 
la Resolución 2200A (XXI), de 16 de diciembre de 1966. Entró en vigor el 23 de marzo de 1976. 
Fue adoptado al mismo tiempo que el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales y se hace referencia a ambos con el nombre de Pactos Internacionales de Derechos 
Humanos o Pactos de Nueva York. A su vez, éstos, junto con la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, comprenden lo que algunos han llamado Carta Internacional de Derechos 
Humanos. 
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Bajo la cultura política de incumplimiento a los Tratados Internacionales de 
Derechos Humanos, se esconde la inobservancia a los métodos de interpretación de los 
mismos. Razón por la cual, para tener un concepto claro sobre la aplicación de las normas 
internacionales vamos a analizar las posiciones doctrinales que niegan la obligatoriedad y 
aplicación de las normas según los tratadistas (De la Guarda & Delpech, 1970, pág. 327 y 
ss):  
“…una parte de la doctrina plantea que las normas interpretativas de los artículos 31 y 
siguientes de la Convención de Viena no son obligatorias”.  
 
Pues según estos Autores el Derecho Internacional Positivo nunca fijó reglas de 
interpretación jurídica obligatorias, ni jamás se ha pretendido que ellas lleguen a asumir ese 
carácter. En esta teoría se plantea que no es posible, por medio de un tratado, hacer 
obligatorio un determinado método de interpretación y es difícil asumir para quienes serían 
obligatorias este tipo de interpretación.  
 
Quienes deben interpretar normas jurídicas internacionales son principalmente los 
Estados contratantes o un tribunal internacional, el artículo 31 de Viena señala que los 
órganos jurisdiccionales podrían sustraerse a la sujeción de estas normas basándose en el 
principio de independencia de poderes, refiriéndose a los Tribunales Internacionales señala 
que no podría determinar una absoluta obligatoriedad en cuanto a aplicar un determinado 
método de interpretación prescrito por la Convención. 
 
Estos tratadistas reconocen que aun siendo la regla general la no obligatoriedad de 
estas normas, hay casos en que no es posible sustraerse de su aplicación como es el caso de 
un pleito entre dos o más Estados signatarios, se establece como obligatoria para todas las 
partes las reglas contenidas en convenios internacionales expresamente reconocidos por 
ellos, de esta manera se sometería al conocimiento de la Corte Internacional de Justicia. 
 
Si bien existen tratadistas que no encuentran obligatorio la interpretación de los 
convenios internacionales, existe otra corriente de juristas que defienden la teoría de la 
obligatoriedad en la aplicación de los Convenios como lo establece (Jiménez de Arechaga, 
1980, pág. 50), al referirse:  
 
“Las normas jurídicas relativas a la interpretación de los tratados constituyen una de las 
secciones de la Convención de Viena que fueron aprobadas en forma unánime, lo que hace 
concluir en forma inequívoca que son declaratorias del derecho en vigor”. 
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Cada una de las normas referentes a la interpretación de los tratados se han basado 
en la jurisprudencia emitida por la Corte Internacional de Justicia que contiene la esencia de 
los principios fundamentales del Derecho Internacional, estas no pueden ser consideradas 
solo como textos doctrinarios o guías de conducta, en virtud a estas consideraciones no 
puede dudarse que al momento de elaborar el texto en los tratados, los Estados aceptan de 
manera tácita la obligatoriedad de practicar los principios suscritos en los mismos. 
 
Los autores que niegan obligatoriedad de estas normas al citar que el artículo 31 de 
la Convención dice: “Un tratado deberá interpretarse…”, se referiría a un sujeto anónimo, 
desde otro punto de vista se lo analiza como la reafirmación de la intención que tienen los 
Estados en el sentido de que está destinada a una aplicación general. En definitiva lo que la 
Comunidad Internacional ha expresado es que en el ámbito de la aplicación de la norma 
internacional está sea lo más amplia posible.  
 
En el ámbito regional americano, se debe recurrir a la doctrina jurisprudencial 
emitida por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, si postulamos la obligación 
por parte de los administradores de justicia al momento de acoger la doctrina jurisprudencial 
de los órganos internacionales, conforme lo sostiene (Dulitzki, 1998, pág. 80):  
 
“La recepción constitucional de estos tratados debe servir de sustento para que los jueces se 
sientan doblemente obligados a aplicarlos”, en este sentido los tribunales nacionales  
adquieren una dimensión especial como garantes de los derechos protegidos en 
dichos tratados, concluyendo que “…prácticamente en todos los casos de denuncias 
internacionales por violación de Derechos Humanos, existirá algún tribunal nacional que ha 
fallado en la obligación de garantizar el efectivo goce de los derechos reconocidos”. 
(Dulitzki, 1998, pág. 82) 
 
Afirmación que se confirma ya que la mayoría de sentencias emitidas por los 
órganos jurisdiccionales internacionales, tiene como sustento jurídico la violación del 




                                            
8
 El Dr. José García Falconí, manifiesta que el debido proceso: "...es aquel que se inicia, se 
desarrolla y concluye respetando y haciendo efectivos los presupuestos, los principios y las normas 
constitucionales, legales e internacionales aprobadas previamente, con la finalidad de alcanzar una 
justa administración de justicia provocando como efecto inmediato la producción integral de la 
seguridad jurídica del ciudadano como un derecho”. GARCÍA FALCONÍ, José: “Manuel de 
práctica procesal constitucional y penal”; Pág. 9. 
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Por lo que se debe tener presente que el Tratado Internacional supone la asunción por 
parte de sus signatarios a las obligaciones derivadas del mismo. Así: 
 
 Desde el punto de vista internacional: Trae consigo un compromiso de cumplir lo 
pactado frente a los demás sujetos de Derecho Internacional. 
 
 Desde el punto de vista nacional: Implica la aceptación de los efectos internos 
derivados del compromiso tanto para los poderes públicos como, eventualmente, 




La interpretación de los Tratados Internacionales de Derechos Humanos ha ocupado 
la atención de los tribunales internacionales más que cualquier otro tema. No obstante, se 
duda bastante si el Derecho Internacional tiene algunas reglas que rijan la materia o si 
cualesquiera reglas de ese tipo obligatorio pueden deducirse de la gran cantidad de 
decisiones disponibles.  
 
Sin embargo, a decir de la mayoría de jurisconsultos en Derecho Internacional 
Público, el criterio definitivo del significado de un Tratado Internacional de Derechos 
Humanos es la intención común de las partes. Toda vez que, las circunstancias especiales de 
los Estado suscribientes excluye la posibilidad de la adopción por el Derecho Internacional 
Público de una única regla interpretativa válida en el derecho interno. Razón por la cual, la 
interpretación de un documento debe limitarse al contenido del documento mismo, 
considerándose todo lo demás como irrelevante.  
 
Por lo que cabe anotar que los Tratados Internacionales de Derechos Humanos tienen 
su interpretación orientada por las reglas consagradas en el Derecho Internacional Público, 
tales como las enunciadas en los artículos 31 a 33 de las dos Convenciones de Viena sobre el 
Derecho de los Tratados (de 1969 y 1986). 
 
Las polémicas doctrinarias en torno a la interpretación de los tratados se presentan 
como matices distintos de lo que se entiende por objeto de la interpretación, y las reglas 
consagradas al respecto en las dos Convenciones de Viena sobre el Derecho de los Tratados 
(de 1969 y 1986) pues buscan evaluar el valor y peso relativos de los elementos que deben 
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ser tomados en consideración en el proceso de interpretación más que describir el proceso de 
interpretación propiamente dicho. 
 
En el proceso preparatorio de la primera Convención de Viena, de 1969, la propia 
Comisión de Derecho Internacional de Naciones Unidas enfatizó la importancia de la 
elucidación del sentido del texto para darle efecto, y precisó:  
 
“Cuando haya lugar a que un tratado tenga dos interpretaciones, y una de ellas permita que 
el tratado tenga efectos apropiados y la otra no, la buena fe y el objeto y fin del tratado 
exigen que se adopte la primera interpretación”9. 
 
En efecto, los elementos que constituyen la regla general de interpretación de los 
Tratados Internacionales de Derechos Humanos, formulada en el artículo 31(1) de las dos 
Convenciones de Viena sobre el Derecho de los Tratados, son los que con más frecuencia se 
hacen presentes en la interpretación de los tratados en la actualidad. 
 
Se encuentran conjugados en una misma formulación, acentuando la unidad del 
proceso de interpretación. El artículo 32 de las dos Convenciones de Viena tiene el cuidado 
de agregar que, cuando la interpretación efectuada de acuerdo con el artículo 31 deja el 
sentido “ambiguo u oscuro”, o conduce a un resultado manifiestamente irrazonable, puede 
recurrirse a los medios de interpretación suplementarios (tales como el recurso a los travaux 
préparatoires de los tratados). Y el artículo 33 contiene las reglas de interpretación 
aplicables a los tratados autenticados en dos o más idiomas. 
 
Subyacente a la regla general de interpretación, contenida en el artículo 33(1) de las 
dos Convenciones de Viena, se encuentra el principio ut res magis valeat quam pereat, 
ampliamente respaldado por la jurisprudencia, y que corresponde al llamado effet utile (en 
ocasiones denominado principio de la efectividad), en virtud del cual se debe asegurar a las 
disposiciones convencionales sus efectos propios. 
 
Siendo un determinado tratado regido por el derecho internacional, la evolución de 
este último puede tener efecto en el tratado en cuestión, debiendo ser considerado a la luz del 
derecho internacional público en el momento de su interpretación.  
 
                                            
9
 A saber, la buena fe, el texto, el contexto, y el objeto y fin del tratado. 
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El objeto y fin del tratado puede ser precisado y desarrollado por las propias partes 
(como en los tratados clásicos) bajo el efecto de determinados preceptos del Derecho 
Internacional Público, o, en el dominio de los derechos humanos. 
 
2.2.  EVOLUCIÓN JURÍDICA 
 
El Derecho Internacional Público, en general, durante la evolución de la historia de 
la humanidad y del fortalecimiento temporal de la Comunidad Internacional, ha ido 
estableciendo cuáles son los caminos y lineamientos para interpretar los Tratados 
Internacionales de Derechos Humanos. 
 
De hecho los elementos para la interpretación de los tratados evolucionó 
principalmente como lineamientos para el proceso de interpretación por los Estados Partes; 
sin embargo, los tratados de derechos humanos, por su parte, han requerido una 
interpretación de sus disposiciones tomando en cuenta la naturaleza esencialmente objetiva 
de las obligaciones asumidas por los Estados Partes. 
 
Dichas obligaciones buscan la protección de los derechos humanos y no el 
establecimiento de derechos subjetivos y recíprocos para los Estados Partes. De ahí, el 
especial énfasis en el elemento del objeto y fin de los tratados de derechos humanos, de lo 
cual la jurisprudencia de los dos Tribunales regionales de Derechos Humanos: el 
Interamericano y el Europeo, ofrecen un testimonio elocuente.  
 
La interpretación y aplicación de los tratados de derechos humanos ha sido guiada 
por las consideraciones de un interés general superior u ordre public que trasciende los 
intereses individuales de las Partes Contratantes. Tal como ha sido indicado por la 
jurisprudencia constante de los dos tribunales internacionales de derechos humanos, esos 
tratados son diferentes a los tratados clásicos, incluyendo concesiones y compromisos 
recíprocamente restrictivos; los tratados de derechos humanos prescriben obligaciones de 
una naturaleza esencialmente objetiva, implementadas de manera colectiva por medios de 
supervisión propios.  
 
La rica jurisprudencia sobre métodos de interpretación de los tratados de derechos 
humanos ha mejorado la protección del ser humano a nivel internacional y ha enriquecido el 
Derecho Internacional bajo el impacto del Derecho Internacional de Derechos Humanos.  
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La convergente jurisprudencia en este sentido ha generado el entendimiento común, 
en los sistemas regionales (Europeo e Interamericano) de protección a los derechos humanos, 
que los tratados de derechos humanos están dotados de una naturaleza especial (como se 
distingue de los tratados multilaterales tradicionales); que los tratados de derechos humanos 
tienen un carácter normativo, de orden público; que sus términos deben ser interpretados de 
manera autónoma; que en su aplicación uno debe asegurar una protección efectiva de los 
derechos garantizados; que las obligaciones ahí consagradas tienen una naturaleza objetiva y 
deben ser cumplidas por los Estados Partes, que tienen el deber adicional común de ejercitar 
la garantía colectiva de los derechos protegidos; y que las restricciones permisivas al 
ejercicio de los derechos garantizados deben ser interpretados de manera restrictiva.  
 
El trabajo de los Tribunales Interamericanos y Europeos de Derechos Humanos sin 
duda ha contribuido a la creación de un orden público internacional basado en el respeto por 
los derechos humanos en cualquier circunstancia.       
 
La interpretación dinámica o evolutiva de las respectivas Convenciones de derechos 
humanos ha sido seguido tanto por la Corte Europea como la Corte Interamericana, para 
cumplir con las cambiantes necesidades de protección del ser humano; en su décimo sexta y 
pionera Opinión Consultiva, sobre el Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular 
en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal (1999), que ha inspirado la 
jurisprudencia internacional in statu nascendi sobre el tema, la Corte Interamericana ha 
aclarado que, en su interpretación de las normas de la Convención Americana, se debe 
extender la protección en situaciones nuevas (tales como la referente a la observancia del 
derecho a información sobre asistencia consular) sobre la base de derechos preexistentes.  
 
La misma visión ha sido planteada por la Corte Interamericana en su posterior y 
progresista décimo octava Opinión Consultiva, sobre la Condición Jurídica y Derechos de 
los Migrantes Indocumentados (2003).  
 
Hay una jurisprudencia convergente de las dos Cortes de Derechos Humanos – y sin 
duda de otros órganos internacionales supervisores de derechos humanos – sobre este tema. 
Dicha convergencia de puntos de vistas de los dos Tribunales regionales de Derechos 
Humanos sobre el tema fundamental de la interpretación adecuada de los tratados de 
derechos humanos naturalmente resulta de la identidad preponderante del objeto y fin de 
esos tratados.  
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El derecho internacional público, durante la evolución en la interpretación de los 
Tratados Internacionales de Derechos Humanos es testigo del principio según el cual la 
interpretación es amplia cuando se trata de aumentar los derechos y garantías consagradas; y, 
restrictiva cuando limitan o restringen el ejercicio de derechos humanos reconocidos.  
 
Toda vez que, la especificidad del derecho internacional de derechos humanos 
encuentra su expresión no solo en la interpretación de los tratados de derechos humanos en 
general pero también en la interpretación de disposiciones específicas de dichos tratados. Se 
pueden encontrar ilustraciones pertinentes por ejemplo en disposiciones que contienen 
referencias al derecho internacional general.  
 
Tal es el caso, por ejemplo, del requisito del agotamiento previo de remedios 
internos como una condición de admisibilidad de las denuncias o comunicaciones según los 
tratados de derechos humanos; la regla de los remedios nacionales es prueba de la 
interacción entre el derecho internacional y el derecho nacional en el presente dominio de 
protección, que es fundamentalmente orientado a la víctima, preocupado con los derechos de 
los seres humanos individuales en lugar de los de los Estados.  
 
Los principios o reglas generalmente reconocidos del derechos internacional además 
de seguir una evolución propia en los contextos distintivos en que se deben aplicar, 
necesariamente sufren, al ser insertados en los tratados de derechos humanos, de un cierto 
grado de ajuste o adaptación, dictado por la naturaleza especial del objeto y fin de esos 
tratados y por la ampliamente reconocida especificidad del derecho internacional de 
derechos humanos. 
 
La interpretación de los tratados internacionales se expresa en la conocida máxima 
de que un tratado debe leerse o interpretarse de buena fe. Pero lo que se quiere decir 
exactamente con este precepto no está claro. En su sentido más amplio, igual que la 
proposición paralela de que los tratados hay que cumplirlos de buena fe, no significa 
absolutamente nada en derecho estricto.  
 
Es decir, que no agrega nada a la regla pacta subt servanda. Claro está que los 
tratados han de ser interpretados y cumplidos de buena fe, puesto que por su 
propia naturaleza, son transacciones de buena fe. Sin embargo, en un sentido más estricto, el 
principio de la interpretación de buena fe anuncia reglas subordinadas, tales como la de que 
los errores obvios de redacción o de reproducción no han de ser considerados; que se supone 
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que las partes hayan querido significar algo en vez de nada; que el tratado debe leerse, en 
cierto sentido, como un todo, de modo que una cláusula pueda invocarse para ayudar 
explicar la ambigüedad de otra; que no debe considerarse que las partes hayan pretendido 
algo absurdo; y así por el estilo. 
 
Las palabras que contienen tendrán, cada una de ellas, varios significados que 
pueden cambiar según pasa el tiempo. Algunas palabras tendrán a la vez un significado 
común y un sentido técnico, de modo que puede surgir la pregunta que si las partes tuvieron 
en cuenta el significado popular o el técnico.  
 
Lo que una frase, considerada por sí sola, puede querer significar, es posible que 
quede alterado por la siguiente. Tal vez se descubra que dos cláusulas, al ser tomadas 
literalmente, se opongan entre sí. Por lo tanto, cualquier texto, aun cuando se conceda que 
represente la expresión autentica de la intención de las partes, tiene que leerse 
imparcialmente y en conjunto; y sus cláusulas deben leerse en todo su contexto y a la luz de 
sus objetos y propósitos. 
 
 La posición de los Estados en el sistema de derecho internacional es tal que, 
manifiestamente, el criterio común de las partes de un tratado en cuanto a su significado, 
debe prevalecer sobre cualquier interpretación objetiva.  
 
El contexto de un tratado, a la luz del cual sus cláusulas particulares deben ser leídas, 
incluye no sólo el preámbulo y los anexos en los cuales puede aparecer alguna manifestación 
de sus objetos y propósitos, sino también cualquier instrumento redactado al mismo tiempo, 
que se relacione con él. No es raro que las partes de un tratado hagan declaraciones de 
esta clase con el propósito expreso de aclarar más el texto que han convenido. Cuando esto 
ocurre, se le da una interpretación auténtica que no puede ignorarse.  
 
El texto debe leerse a la luz del concepto jurídico de las partes. Pero lo que 
constituye aquí el problema es determinar cuál es el derecho vigente al redactarse el tratado.  
 
Por lo que es razonable considerar tanto los trabajos preparatorios como las 
circunstancias de la conclusión del tratado y la práctica posterior de las partes, al edificar el 
tratado internacional, pues todo forma parte del contexto o del fondo general del tratado. 
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En corolario podemos manifestar que la interpretación de los tratados internacionales 
ha evolucionado desde el principio de buena fe, al sentido literal del documento hasta 
finalmente a la valoración en conjunto del tratado internacional, considerando los 
antecedentes, texto y anexos.  Todo lo cual nos lleva a manifestar que, los Tratados 
Internacionales de Derechos Humanos deben interpretarse a la luz del principio pro homine. 
 
2.3.  CARACTERÍSTICAS 
 
La Convención de Viena de 1969 contiene tres artículos relativos a la interpretación 
de los tratados: 
 
1) El relativo la regla general de interpretación (art. 31). 
2) El que se refiere a los medios complementarios de interpretación (art. 32). 
3) El relativo a la interpretación de tratados autenticados en dos o más idiomas. 
 
Regla general de interpretación.- 
 
El Art. 31 señala: 
 
“1. Un tratado deberá interpretarse de buena fe conforme al sentido corriente que haya de 
atribuirse a los términos del tratado en el contexto de éstos y teniendo en cuenta su objeto y 
fin.  
 
2. Para los efectos de la interpretación de un tratado, el contexto comprenderá, además del 
texto, su preámbulo y anexos”. 
 
La regla general de interpretación indica que el texto del tratado constituye el punto 
de partida de la actividad interpretativa. Sin embargo, no debe entenderse que consagra una 
interpretación meramente literal. 
 
Conforme al sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del tratado la 
Convención de Viena no se ha referido a un sentido corriente “abstracto” sino que a un 
sentido corriente “concreto”.  Sentido corriente de la época de conclusión del tratado.  
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El sentido especial, se establece con puntualidad dentro del artículo 31, numeral 4, 
de la Convención de Viena: “Se dará a un término un sentido especial si consta que tal fue la 
intención de las partes”.  
 
El sentido técnico o especial es puesto en evidencia, a menudo, por el contexto. La 
regla se formuló para subrayar que la carga de la prueba pertenece a la parte que ha invocado 
el sentido especial del término.  
 
“Para admitir una interpretación distinta a aquella que indica el sentido natural de los 
términos, se requeriría una razón decisiva, lo que no ha sido probado”. ( Opinión consultiva 
de 28 de mayo de 1948.) 
  
Los medios complementarios de interpretación.- 
 
Los medios complementarios de interpretación son: 
 
1. Los trabajos preparatorios.- Constituyen los documentos que dan cuenta del 
proceso de elaboración del tratado: la correspondencia intercambiada, notas, 
memorándums, actas de las sesiones. 
 
2. Las circunstancias de celebración del tratado.- Se trata del marco histórico que 
forma el conjunto de acontecimientos que condujeron a las partes a la celebración 
del tratado.  
 
El relativo a la interpretación de tratados autenticados en dos o más idiomas  
 
La Convención de Viena dentro de su artículo 33 consagra la idea de que los tratados 
autenticados en dos o más idiomas son igualmente auténticos, salvo que las partes acuerden 
que en caso de divergencia prevalecerá un texto determinado.  
 
De lo revisado se coligue que las características de la interpretación de los Tratados 
de Derechos Humanos, son: 
 
1. En principio se debe respetar la regla general de interpretación que se ha elevado a la 
condición de norma de derecho internacional consuetudinario o general.  
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2. Por lo que, forma parte de las normas usuales de interpretación del derecho 
internacional público el principio universalmente reconocido que manifiesta que un 
tratado deberá interpretarse de buena fe conforme al sentido corriente que haya de 
atribuirse a los términos del tratado en el contexto de éstos y teniendo en cuenta su 
objeto y fin. 
 
3. Para los efectos de la interpretación de un tratado, el contexto comprende, además 
del texto, incluidos su preámbulo y anexos: todo acuerdo que se refiera al tratado y 
que haya sido concertado entre todas las partes con motivo de la celebración del 
tratado; y, todo instrumento formulado por una o más partes con motivo de la 
celebración del tratado y aceptado por las demás como instrumento referente al 
tratado. 
 
4. Se establece el sentido corriente del tratado buscando el significado de las palabras 
que lo conformas en diccionarios (inglés, francés, español). 
 
5. También se establece su interpretación atendiendo su objeto y fin de acuerdo con el 
contexto es decir según el contenido de los artículos, en su conjunto. 
 
6. Juntamente con el contexto, se debe tener en cuenta: todo acuerdo ulterior entre las 
partes acerca de la interpretación del tratado o de la aplicación de sus disposiciones; 
toda práctica ulteriormente seguida en la aplicación del tratado por la cual conste el 
acuerdo de las partes acerca de la interpretación del tratado; toda norma pertinente 
de derecho internacional aplicable en las relaciones entre las partes. 
7. Se debe dar un término un sentido especial si consta que tal fue la intención de las 
partes. 
 
8. La interpretación de los tratados internacionales de derechos humanos no se 
encuentra a capricho o a libre albedrío de las partes, existen parámetros de 
regulación. 
 
9. La interpretación de los tratados internacionales de derechos humanos tiene como 
norte el goce y disfrute amplio de derechos y garantías universalmente reconocidas a 
favor de la persona. 
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10. Constituyen norma obligatoria para todos los miembros de la Comunidad 
Internacional el respeto irrestricto de las normas de los tratados internacionales de 
derechos humanos. 
 
11. Los tratados internacionales de derechos humanos forman parte del derecho interno 
de los países miembros de la Comunidad Internacional, razón por la cual su 
interpretación se debe realizar a la luz del principio pro homine. 
 
12. Los tratados internacionales de derechos humanos son parte del Derecho 
Humanitario, por lo que su interpretación debe contribuir al bienestar de la persona 
en sociedad. 
 
13. Los tratados internacionales de derechos humanos gozan, según el vigente 
neoconstitucionalismo, universalmente reconocido del mismo rango normativo que 
el Mandato Constitucional. 
 
14. La interpretación de los tratados internacionales de derechos humanos es la misma 
para las partes vinculadas. 
 
15. Los tratados internacionales de derechos humanos, al contribuir al bienestar 
colectivo se inscriben en normas de aplicación obligatoria e inmediata. 
  
2.4.   IMPORTANCIA 
 
En el actual Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social, resulta prioritario, 
establecer con real prestancia los métodos interpretativos de los Tratados Internacionales de 
Derechos Humanos, toda vez que, determinan el alcance, objetivo y fin de los mismos. 
 
Máxime hoy, cuando el neoconstitucionalismo, obliga a la Comunidad Internacional 
a prever a favor de la persona bastos derechos y garantías que permitan su desenvolviendo 
como individuo y miembro activo de la sociedad. La interpretación de los Tratados 
Internacionales de Derechos Humanos no puede desarrollarse al atojo politiquero y 
generalmente convenciero de las autoridades de turno. 
 
Tanto más, si tenemos presente que, casa adentro, al igual que en otras legislaciones 
hermanas, los Tratados Internacionales de Derechos Humanos, gozan de la misma jerarquía 
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normativa que el Mandato Constitucional, su interpretación debe realizarse de manera 
técnica. 
 
Una adecuada salida para la interpretación adecuada de los Tratados Internacionales 
de Derechos Humanos, viene dada en la Convención de Viena, que establece de manera 
puntual los caminos a seguir, de acuerdo a las características especiales y/o excepcionales de 
cada Estado parte. 
 
Pues el principio y fin de la interpretación de los Tratados Internacionales de 
Derechos Humanos, apunta al desarrollo pleno y amplio de los derechos y garantías de los 
seres humanos y a la restricción en la interpretación de todas aquellas normas que de una u 
otra representan un limitante a tales derechos. 
 
De ahí que el norte en la interpretación de los Tratados Internacionales de Derechos 
Humanos se dé mediante el principio universal del pro homine.  
 
2.5.  CLASES DE MÉTODOS 
 
Según distintos factores podemos distinguir varias formas de interpretación: 
  
Por el órgano o personas que la realizan:  
 
1. Interpretación auténtica: llevada a cabo por las partes, en el Tratado mismo o en un 
acto posterior.  
 
2. Interpretación doctrinal: llevada a cabo por los juristas por medio de dictámenes, 
resoluciones, publicaciones. etc.  
 
3. Interpretación judicial: llevada a cabo por los órganos judiciales internacionales y 
por los Tribunales internos para aplicar el Derecho Internacional.  
 
Por el método empleado: 
 
1. Interpretación literal o gramatical: si lo que se intenta es determinar el sentido 
haciendo un simple análisis de las palabras.  
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2. Interpretación teleológica: si se atiende a los fines perseguidos por las normas del 
Tratado.  
 
3. Interpretación histórica: si se tiene en cuenta el momento histórico en que se 
constituyó el Tratado y el significado de los términos en ese momento.  
 
4. Interpretación sistemática: si se tiene en cuenta no sólo la norma a interpretar sino 
todas las demás que estén ligadas a ella.  
Por los resultados:  
 
1. Interpretación extensiva: si conduce a la ampliación de las obligaciones derivadas 
del Tratado.  
 
2. Interpretación restrictiva: si las obligaciones son lo menos dificultosas posibles 
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CAPÍTULO TERCERO 
3. EL PRINCIPIO CONSTITUCIONAL PRO HOMINE COMO 
MÉTODO DE INTERPRETACIÓN NORMATIVA 
La Constitución de la República 2008, no sólo es una norma sino que es la norma 
suprema, y ello significa que condiciona la validez de todos los demás componentes del 
Orden Jurídico y que representa frente a ellos un criterio de interpretación prioritario, 
eficacia o aplicación directa. No requiere de ningún otro acto jurídico o ley para desplegar su 
fuerza vinculante. 
 
Nuestra carta magna se presenta como el centro, base y fundamento de todo el sistema 
jurídico, pero es una Constitución pensada en términos de principios y directrices que se 
interpretan no bajo el vetusto esquema de los métodos tradicionales del derecho 
(subsunción), sino mediante la ponderación. 
 
Nuestra carta fundamental es omnipotente en cualquier análisis, asunto o caso, la ley 
pasa a segundo plano, es más la ley y cualquier otro ordenamiento debe verse siempre bajo el 
prisma de la Constitución y, algo muy importante, el derecho no representa un esquema 
homogéneo de sociedad sino heterogéneo y plural, en muchas ocasiones expresión de valores 
tendencialmente opuestos. 
 
Es el fundamento e ideario de la fuente de la autoridad jurídica que sustenta la 
existencia del Ecuador y de su gobierno. La supremacía de esta Constitución la convierte en 
el texto principal dentro de la política ecuatoriana, y está por sobre cualquier otra norma 
jurídica. La Constitución proporciona el marco para la organización del Estado ecuatoriano, 
y para la relación entre el gobierno con la ciudadanía. 
 
De la Constitución emergen las demás leyes y reglamentos que imperan en el Estado 
ecuatoriano. La constitucionalidad y cuya validez se encuentra garantizada por el accionar de 
la Corte Constitucional, hoy garante y custodia de su real transitar. 
 
La vigente Constitución, presenta un sinfín de novedades, para empezar posee una 
parte dogmática, altamente garantistas, pues como ningún otro texto constitucional incorpora 
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fecundamente nuevos derechos y garantías ciudadanas, incluso, se establecen derechos a 
favor de la naturaleza. Marcando la diferencia dentro del ámbito internacional 
 
En lo que respecta a la parte orgánica se establecen cinco funciones del Estado, que se 
apartan de la clásica concepción tripartita, se establecen nuevos e innovadores sistemas de 
interpretación de la ley dejando atrás la subsunción y dando paso a la ponderación, guiado 
por el principio pro homine.  
 
Se crean nuevas instituciones estatales como la Corte Constitucional, vigorizadas de 
poder, que en la práctica apuntalan el cambio estructural del Estado Social de Derecho al 
Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social. 
 
Esta innovación en la Carta Política, ha abierto las puertas a renovadas formas de 
interpretar la ley, pero sobre todo los Tratados Internacionales de Derechos Humanos; hoy, 
los esfuerzos de la Comunidad Internacional, dentro del vigente Estado Constitucional de 
Derechos y Justicia Social, tienen mayor, tanto en la aplicación de sus imperecederos 
principio propios del Derecho Universal, como a su acogida irrestricta en los fallos, 
resoluciones y sentencias emanadas de la Administración de Justicia. 
 
El principio pro homine incorporado al Mandato Constitucional obliga a los 
operadores de justicia a incorporar en sus fallos, sentencias y resoluciones la interpretación 
directa y eficiente de los Tratados Internacionales de Derechos Humanos, por la luz 
garantista y tuteladora que estos emanan. 
 
De tal suerte que los esfuerzos emprendidos por la Comunidad Internacional, hoy más 
que nunca, gozan de trascendencia, no solo legislativa, ante todo judicial, pues su 
aplicabilidad se entiende es inmediata en los fallos, sentencias y resoluciones de la Función 
Judicial. 
 
3.1.  DEFINICIÓN 
 
El principio universal pro homine entra dentro de la categoría de los Derechos 
Humanos y garantías constitucionales, ya que estos son prerrogativas o potestades que se han 
otorgado a todo sujeto que tenga la condición de persona física, a fin de que se desarrolle 
plenamente en sociedad en su desarrollo vital. 
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El principio pro homine implica que la interpretación jurídica siempre debe buscar el 
mayor beneficio para el hombre, es decir, que debe acudirse a la norma más amplia o a la 
interpretación extensiva cuando se trata de derechos protegidos y, por el contrario, a la 
norma o a la interpretación más restringida, cuando se trata de establecer límites a su 
ejercicio.  
 
Se trata también de un principio universal, pues, se contempla en el Art. 29 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos
10
 en la que especifica:  
 
“Ninguna disposición de la presente Convención puede ser interpretada en el sentido de: 
 
 Permitir a alguno de los Estados Partes, grupo o persona, suprimir el goce y 
ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la Convención o limitarlos en 
mayor medida que la prevista en ella; 
 
 Limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar 
reconocido de acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados Partes o de 
acuerdo con otra convención en que sea parte uno de dichos Estados; 
 
 Excluir otros derechos y garantías que son inherentes al ser humano o que se 
derivan de la forma democrática representativa de gobierno; y, 
 
 
                                            
10
 La Convención Americana sobre Derechos Humanos (también llamada Pacto de San José de 
Costa Rica o CADH) fue suscrita, tras la Conferencia Especializada Interamericana de Derechos 
Humanos, el 22 de noviembre de 1969 en la ciudad de San José en Costa Rica y entró en vigencia 
el 18 de julio de 1978. Es una de las bases del sistema interamericano de promoción y protección de 
los derechos humanos. Los Estados partes en esta Convención se “…comprometen a respetar los 
derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda las 
personas que estén sujetas a su jurisdicción, sin discriminación alguna”. Si el ejercicio de tales 
derechos y libertades no estuviese ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, 
los Estados partes están obligados a adoptar medidas legislativas o de otro carácter que fueren 
necesarias para hacerlos efectivos. Además, establece la obligación, para los Estados partes, del 
desarrollo progresivo de los derechos económicos, sociales y culturales contenidos en la Carta de la 
Organización de los Estados Americanos, en la medida de los recursos disponibles, por vía 
legislativa u otros medios apropiados. Como medios de protección de los derechos y libertades, 
establece dos órganos para conocer de los asuntos relacionados con el cumplimiento de la 
Convención: la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos. A la fecha, veinticinco naciones se han adherido a la Convención: Argentina, 
Barbados, Bolivia, Brasil, Colombia, Costa Rica, Chile, Dominica, Ecuador, El Salvador, Grenada, 
Guatemala, Haití, Honduras, Jamaica, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República 
Dominicana, Suriname, Trinidad y Tobago, Uruguay y Venezuela. Trinidad y Tobago denunció la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, por comunicación dirigida al Secretario 
General de la OEA, el 26 de mayo de 1998. 
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 Excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaración Americana de 
Derechos y Deberes del Hombre y otros actos internacionales de la misma 
naturaleza”. 
 
Así también el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
11
 establece lo 
siguiente:  
 
“Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser interpretada en el sentido de conceder 
derecho alguno a un Estado, grupo o individuo para emprender actividades o realizar actos 
encaminados a la destrucción de cualquiera de los derechos y libertades reconocidos en el 
Pacto o a su limitación en mayor medida que la prevista en él. 
 
…No podrá admitirse restricción o menoscabo de ninguno de los derechos humanos 
fundamentales reconocidos o vigentes en un Estado Parte en virtud de leyes, convenciones, 
reglamentos o costumbres, sin pretexto de que el presente Pacto no los reconoce o los 
reconoce en menor grado”. 
 
Por lo tanto, la aplicación del principio pro homine, en el análisis de los derechos 
humanos contenidos en los Tratados Internacionales, es un elemento esencial e indispensable 
que se debe utilizar de manera obligatoria e imperativa en la interpretación de las normas 
jurídicas que se relacionen con la protección de los derechos de las personas a efecto de que 
se consiga su adecuada y garantizada protección. 
 
Por lo que cabe resaltar que siendo el principio pro homine parte del Derecho 
Universal, es parte de nuestra normativa nacional, debido a lo establecido en el Art. 424, 
inciso segundo de la (Constitución de la República del Ecuador, 2008):  
 
“La Constitución y los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por el 
Estado que reconozcan derechos más favorables a los contenidos en la Constitución, 
prevalecerán sobre cualquier otra norma jurídica o acto del poder público”. 
                                            
11
 El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (ICCPR, por su sigla en inglés) es un 
tratado multilateral general que reconoce Derechos civiles y políticos y establece mecanismos para 
su protección y garantía. Fue adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas mediante 
la Resolución 2200A (XXI), de 16 de diciembre de 1966. Entró en vigor el 23 de marzo de 1976. 
Fue adoptado al mismo tiempo que el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales y se hace referencia a ambos con el nombre de Pactos Internacionales de Derechos 
Humanos o Pactos de Nueva York. A su vez, éstos, junto con la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, comprenden lo que algunos han llamado Carta Internacional de Derechos 
Humanos. 
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Por lo que se entiende que el principio pro homine, al contener un cúmulo de 
derechos y garantías que favorecen ampliamente a la persona, prevalece sobre cualquier 
norma jurídica, inclusive sobre acto del poder público, se puede decir que está sobre el 
mandato constitucional y que se trata de un principio supra nacional, que tutela y protege a la 
persona en todas las instancias. 
 
Nuestra (Constitución de la República del Ecuador, 2008), al respecto manifiesta:  
 
Art. 11.- “El ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes principios:  
 
…Numeral 3.- Los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los 
instrumentos internacionales de derechos humanos serán de directa e inmediata 
aplicación por y ante cualquier servidora o servidor público, administrativo o judicial, 
de oficio o a petición de parte. Para el ejercicio de los derechos y las garantías 
constitucionales no se exigirán condiciones o requisitos que no estén establecidos en la 
Constitución o la ley. Los derechos serán plenamente justiciables. No podrá alegarse 
falta de norma jurídica para justificar su violación o desconocimiento, para desechar la 
acción por esos hechos ni para negar su reconocimiento. 
 
…Numeral 4.- Ninguna norma jurídica podrá restringir el contenido de los derechos ni 
de las garantías constitucionales”. 
 
De tal suerte que, la definición de este principio propio del Derecho Universal, como 
lo sostiene la doctrina, es un criterio hermenéutico que informa todo el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos, en virtud del cual se debe acudir a la norma más 
amplia o a la interpretación más extensiva, cuando se trata de reconocer derechos protegidos, 
e inversamente, a la norma o interpretación más restringida cuando se trata de establecer 
restricciones permanentes al ejercicio de los derechos o su suspensión extraordinaria.  
 
En otras palabras, dicho principio por un lado define la base de interpretación de los 
derechos humanos y, por otro, otorga un amplísimo sentido de protección a favor del 
hombre, pues ante la opción de aplicación de varias posibilidades para solucionar un 
conflicto o problema, obliga a que la autoridad, no solamente jurisdiccional, opte por la 
opción que proteja estos derechos universales de la forma y manera más amplia. Lo que 
significa que se tiene que tomar como fundamento el mandato constitucional, el mandato 
internacional de Derechos Humanos y ley que contiene el derecho más extenso y, al 
contrario, dejar de aplicar el fundamento legal que restrinja estos. 
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Por lo tanto, la aplicación del principio, en el análisis de los derechos humanos, es un 
elemento esencial e indispensable que se debe utilizar de manera obligatoria e imperativa en 
la interpretación de las normas jurídicas que se relacionen con la protección de los derechos 
de las personas a efecto de que se consiga su adecuada y garantizada protección. 
 
Esto representa, que los valores, principios, derechos y garantías que surgen del 
principio pro homine, se deben materializar en la aplicación de este, cuando sea procedente 
la interpretación más favorable.  
 
Esto, también representa que los funcionarios judiciales y/o administrativos al 
aplicar este principio, se rigen por dos deberes, el primero, el interpretativo y el segundo la 
aplicación de la norma favorable.  
 
Ahora bien, cuando un derecho fundamental está reconocido en las dos fuentes 
supremas, a saber en la Constitución de la República del 2008 y los Tratados Internacionales 
de Derechos Humanos, la elección de la autoridad para determinar cuál norma o fundamento 
será el aplicable, siempre deberá atender a la sana crítica que más favorezcan a la persona y 
según dicho criterio interpretativo, en caso de que exista diferencia alguna entre el alcance y 
la protección reconocida en las normas de estas distintas fuentes debe prevalecer aquella que 
representa una mayor protección para el hombre o bien que represente una menor restricción.  
 
En estas condiciones y en una pura lógica jurídica, el catálogo de los derechos 
humanos no se encuentra limitado por la parte dogmática y sus alcances de nuestra 
Constitución sino también incluye a todos aquellos que a pesar de no ser reconocidos de 
manera interna, estén reconocidos de manera convencional. 
 
Es necesario destacar que la aplicación de este principio no es única y exclusiva en 
materia penal, esto es, en favor del inculpado y de la víctima directa e indirecta, puesto que 
de la interpretación de sus fundamentos no se hace distinción alguna en materia, por lo que la 
aplicación de este principio se debe de hacer en todas las materias inclusive la mercantil y 
administrativa, puesto que los derechos humanos no están restringidos a la materia criminal. 
 
Toda vez que la primera arista, la de la norma más amplia, supone la existencia de un 
escenario en donde, teniendo diversas normas aplicables a un caso, hay que escoger aquella 
que sea más favorable a la persona, independientemente del lugar que ocupe en la jerarquía 
normativa.  
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Sobre la interpretación más extensiva, esta se aplica cuando existe una norma que 
cuenta con varias interpretaciones, luego el intérprete tiene que escoger aquella más 
protectora para la persona.  
 
En cuanto a la interpretación restrictiva de las limitaciones de derechos, ella es 
importante en situaciones de normalidad, pero adquiere relevancia en circunstancias 
extraordinarias, como los estados de excepción, ya que le impone a los Estados la obligación 
de estricta observancia de las posibilidades interpretativas que interfieran en la menor 
medida, el goce y ejercicio de los derechos y libertades. 
 
Así como la Constitución de la República 2008, dispone que en caso de duda se debe 
estar a favor del reo en aplicación de la norma (in dubio pro reo), la aplicación del principio 
del pro homine, se viabiliza en la interpretación de la norma legal. 
 
Cabe recordar que al abordar el principio pro homine y su cúmulo de valores, 
principios, reglas, derechos y garantías, se preceptúa como el más prioritario de ellos, el de 
respetar y hacer respetar los derechos humanos.  
 
“En plena correspondencia con el principio pro homine, la norma constitucional asigna un 
capítulo específico a los derechos de las personas y grupos de atención prioritaria”. 
(Gargarella, 1999, pág. 21) 
 
En corolario, de todo lo manifestado, recogemos la reflexión del profesor (Manili, 
2003, pág. 223), quien al comentar los alcances del principio pro homine alude a un aspecto 
relevante que conlleva a la aplicación de este principio en cuanto con él se termina toda la 
discusión en torno a la primacía del derecho interno o del derecho internacional, en materia 
de derechos humanos, por cuanto el intérprete debe siempre elegir la norma que ampare de 
modo más amplio los derechos humanos. En consecuencia, el principio pro homine debe 
entenderse como la aplicación preferente de la norma más favorable a la persona humana. 
 
(Nikken, 1987, pág. 100 y 101), expresidente de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos al referirse a la interpretación de los tratados con arreglo al objeto y al 
fin indica que existe la tendencia a una protección progresiva de las convenciones 
protectoras de los derechos humanos privilegiándose la protección de los derechos de las 
personas; así expresa que:  
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“...el artículo 31.1 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados conduce a 
adoptar la interpretación que mejor se adecué a los requerimientos de la protección de los 
derechos de la persona. Si recordamos, además, que el interés jurídico tutelado por esos 
instrumentos no es, la menos directamente, el de los Estados partes, sino el del ser humano, 
nos encontramos con una tendencia a aplicar los tratados en el sentido en que mejor 
garantice la protección integral de las eventuales víctimas de violaciones de los derechos 
humanos. Esta circunstancia otorga a la interpretación y aplicación de las disposiciones 
convencionales una dinámica de expansión permanente”. 
 
3.2.  EVOLUCIÓN JURÍDICA 
 
Iniciemos recordando que la Constitución de la República del Ecuador 2008, es 
norma fundamental de la cual se derivan todas las demás reglas que rigen y organizan la vida 
en sociedad.  
 
La Constitución como fuente suprema del ordenamiento jurídico ocupa el más alto 
rango dentro de la pirámide normativa y a ella debe estar subordinada toda la legislación. El 
principio de prevalencia o supremacía de la Constitución se encuentra consagrado en el texto 
del Mandato Constitucional.  
 
Las consecuencias que derivan del principio de supremacía apuntan no sólo al 
reconocimiento de una norma jurídica como piedra angular filosófica-política que rige todas 
las actividades estatales y a la cual están subordinados todos los ciudadanos y el poder 
público, sino que legitima además las normas jurídicas que se expidan congruentes con ella.  
 
Dicho de otro modo: la preceptiva constitucional es norma fundamental en una 
dimensión tanto axiológica como instrumental (proporciona los mecanismos para lograr 
armonía y coherencia en la aplicación de la Constitución), y en ese orden de ideas, el 
principio de supremacía da cabida a la consagración de garantías fundamentales como fines 
prioritarios del Estado, y el establecimiento de controles de todo el ordenamiento y de una 
jurisdicción especial de velar por su integridad. 
 
Asimismo establece los mecanismos a través de los cuales el Ecuador como 
miembro activo de la Comunidad Internacional va aplicar los Tratados Internacionales de 
Derechos Humanos. 
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La integridad y supremacía de la norma fundamental puede ser considerada como un 
verdadero derecho fundamental de las personas, naturales o jurídicas, que al amparo de 
diversas modalidades se concede a ellas por la propia Constitución para vigilar su 
acatamiento y obtener, cuando ello no ocurra, que los poderes públicos ejerzan sus 
competencias dentro de los límites fijados por la Carta Magna, se inspiren en sus valores y 
principios y respeten, en todas las circunstancias, los derechos y garantías de las personas. 
 
La Supremacía de la Constitución, esto es, la posición de privilegio que este texto 
ocupa en el ordenamiento jurídico del Estado, obedece no sólo al hecho de contener los 
principios fundamentales que lo constituyen y de los cuales derivan su validez las demás 
normas positivas; sino también, a la circunstancia de proyectar la ideología y filosofía 
política, social y económica que finalmente dirige y orienta las relaciones internas de los 
gobernantes y gobernados como integrantes activos de la comunidad estatal. 
 
La Constitución puede postularse como norma de normas. El ordenamiento jurídico 
se reconoce como un todo primeramente en la Ley Fundamental, y a partir de ella se 
desarrolla dinámicamente por obra de los poderes constituidos, pero en este caso dentro del 
marco trazado y con sujeción a los principios y valores superiores. No podría la Constitución 
orientar el proceso normativo y el conjunto de decisiones que se derivan de su propia 
existencia, si sus preceptos no fuesen acatados por todas las autoridades y las personas.  
 
La Corte Constitucional, cabeza de la jurisdicción constitucional, tiene asignado 
primordialmente, la misión de mantener la integridad y la supremacía de la Constitución, de 
lo cual depende que ésta pueda observar su connotación normativa y su poder de imperio 
contra todo acto u omisión del poder constituido.  
 
La afirmación de rango normativo superior de la Constitución se traduce en los fallos 
que dicta esta Magistratura, a través de los cuales esta Judicatura cumple su función de 
máximo y auténtico intérprete de la Carta Política. Estas dos calidades surgen de su posición 
institucional como garante de la supremacía de la Constitución, cuyo sentido y alcance le 
corresponde inequívocamente establecer frente a todos y cada uno de los órganos del Estado, 
lo mismo que frente a las personas, que igualmente le deben obediencia. 
 
La voluntad normativa contenida en la Constitución no puede precisarse al margen de 
la interpretación. La función de la Corte Constitucional se mueve en el campo de la 
interpretación. La parte resolutiva de las resoluciones de esta magistratura sólo es la 
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consecuencia inexorable y puntual de las razones y criterios que en ellas se exponen sobre el 
contenido o alcance de un determinado precepto constitucional. 
 
La Supremacía es un principio teórico del Derecho Constitucional que postula, 
originalmente, ubicar a la Constitución jerárquicamente por encima de todo el ordenamiento 
jurídico, considerándola como Ley Suprema del Estado y fundamento del sistema jurídico.  
 
La Constitución es la norma suprema que rige la vida de una sociedad políticamente 
organizada, es decir, de un Estado. En ella se definen los principios sobre los cuales se 
constituye y las características que tendrá su organización. En el caso del Ecuador, en el 
primer artículo de la (Constitución de la República del Ecuador, 2008), se dice que:  
 
“…es un Estado constitucional de derechos y justicia, social, democrático, soberano, 
independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico. Se organiza en forma de república 
y se gobierna de manera descentralizada”.  
 
Se establecen así las bases sobre las cuales debe construirse toda la vida de la 
república que, legalmente, debe regirse por la propia Constitución, más las leyes, 
reglamentos y demás normas, que no podrán contradecir el texto constitucional. 
 
La misma Carta Magna consagra la supremacía de la Constitución, lo dice claramente 
en el artículo 424:  
 
“La Constitución es la norma suprema y prevalece sobre cualquier otra del ordenamiento 
jurídico. Las normas y los actos del poder público deberán mantener conformidad con las 
disposiciones constitucionales; en caso contrario carecerán de eficacia jurídica”. 
(Constitución de la República del Ecuador, 2008) 
 
En la historia se pueden encontrar varios tipos de constituciones, por su origen. Las 
constituciones otorgadas, que generalmente corresponden a las monarquías en las que el rey, 
como soberano, otorga las normas que rigen el Estado y su relación con los súbditos. Las 
constituciones impuestas, en las que el Parlamento impone las normas que el monarca y los 
súbditos deben acatar. La constitución pactada no es emitida de manera unilateral, ni es 
impuesta, surge de la voluntad de dos o más agentes que pactan su contenido. Se basan en la 
teoría del pacto social. La Constitución aprobada por la voluntad del pueblo soberano tiene 
su origen en la sociedad, la que se manifiesta, generalmente, en una asamblea cuyos 
integrantes surgen de las fuerzas sociales y políticas. Este último es el caso del Ecuador. 
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Por emanar de la voluntad popular y fijar las bases del Estado, una Constitución no 
responde a realidades momentáneas o coyunturales, sino que se fundamenta en valores, 
principios y disposiciones, que puedan sustentar la vida y organización del Estado por largo 
tiempo, dándole a la sociedad la estabilidad que necesita para su crecimiento y desarrollo.  
 
Por eso, reformar la Constitución no es fácil y su propio texto contiene las condiciones 
y métodos para hacerlo. En la nuestra, el artículo 441 es claro. Solo se pueden hacer 
enmiendas que no alteren la estructura, carácter y elementos constitutivos del Estado, que no 
establezcan restricciones a los derechos y garantías y que no modifique el procedimiento de 
reforma de la Constitución. Y solo pueden hacerse en referéndum solicitado por el presidente 
o por los ciudadanos en un número no inferior al 8% del registro electoral, o por iniciativa de 
las dos terceras partes de los integrantes de la Asamblea Nacional, en dos debates, con un 
intervalo de un año entre uno y otro, y con la aprobación de al menos las dos terceras partes 
de sus miembros. 
 
De manera que para tomar decisiones o actuar, contradiciendo las disposiciones 
constitucionales, es necesario primero reformarlas y para eso hay un proceso inalterable que 
seguir. En todo caso, siempre los legisladores deben tener claro que no se puede y no se debe 
legislar o modificar la Constitución por razones coyunturales. 
 
La presencia del pro homine, se encuentra en las constituciones contemporáneas, 
específicamente en las cláusulas de derechos fundamentales y mecanismos para su efectiva 
garantía, así como de cláusulas que enuncian valores, cuyas estructura y forma de obligar y 
aplicarse.  
 
En España, ya la Constitución de 1812, la Constitución de Cádiz, decía en su Art. 6: 
 
“…el amor a la patria es una de las principales obligaciones de todos los españoles, y 
asimismo el ser justos y benéficos”, más adelante el Art. 14 establecía: “…el objeto del 
gobierno es la felicidad de la nación, puesto que el fin de toda sociedad política no es otra que 
el bienestar de los individuos que la componen”. 
 
No existe duda de que uno de los temas esenciales de nuestra época es el relativo a los 
Derechos Humanos, cuya protección quedó por muchos años únicamente en el ámbito 
interno de los Estados, especialmente por medio de las declaraciones de derechos que consta 
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en la gran mayoría de Constituciones Políticas, primero de carácter individual y, 
posteriormente en el ámbito social.  
 
A partir de la segunda posguerra
12
, debido a la amarga experiencia de los gobiernos 
totalitarios, esencialmente en Alemania e Italia, surgió un fuerte movimiento para llevar al 
ámbito del derecho internacional la tutela de los propios derechos humanos, movimiento que 
tuvo su expresión, primero en nuestro continente con la Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del Hombre, suscrita en Bogotá, en mayo de 1948, que fue seguida por 
la Declaración Universal de los Derechos del Hombre expedida en París el 10 de diciembre 
del mismo año. (Fix-Zamudio, Carpizo, Jorge, Jiménez, & Vallefín, 2007, págs. 37 - 47) 
 
Debido a la tendencia hacia el reconocimiento e incorporación de las normas de 
tratados internacionales en el derecho interno, se ha presentado en los últimos años el 
planteamiento de numerosas cuestiones sobre el posible conflicto entre los preceptos 
internacionales y las normas de derecho interno, especialmente cuando estas últimas poseen 
carácter constitucional. 
 
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos fue establecida por los Estados 
miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA) en 1960 (es decir, varios 
años antes de la aprobación de la Convención Interamericana de Derechos Humanos), con el 
objeto de promover el respeto de los derechos de la persona humana reconocidos por la 
Declaración Americana de mayo de 1948 y la Carta de la propia Organización. Dicha 
comisión ha realizado una dinámica actividad, que ya rebasa los treinta años, la cual ha sido 
muy fructífera, tanto por lo que respecta a la tramitación de las reclamaciones individuales 
como en la investigación de las violaciones colectivas que desafortunadamente han sido 
frecuentes en este periodo, en especial por parte de los gobiernos militares que, 
predominaron en América Latina.  
 
Aun cuando no existe texto expreso en la mayoría de las Constituciones 
Latinoamericanas sobre el reconocimiento de las instancias internacionales de tutela de los 
derechos humanos, un número creciente de países de nuestra región no sólo ha suscrito la 
                                            
12
 La Posguerra de la Segunda Guerra Mundial (1945-1947) es el periodo de la historia que 
comprende entre el fin de la Segunda Guerra Mundial, que acabó con la victoria de los aliados y la 
caída del III Reich, la Italia Fascista y el Imperio del Japón, y el comienzo de la Guerra Fría, que 
enfrentó a la Unión Soviética (Pacto de Varsovia) y a Estados Unidos (OTAN), y que finalizó en 
1989. «La guerra fue mala porque se perdieron amigos y familiares, pero la postguerra fue peor a 
causa del hambre y la pobreza, y de la falta de libertad.». Durante este período se formaron los 
bloques en conflicto durante la Guerra Fría y se produjeron los primeros enfrentamientos aislados, 
en lugares específicos. 
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Convención Americana, sino que ha reconocido de manera expresa la competencia de la 
Corte Interamericana, varios de ellos en cuanto superaron los gobiernos militares y 
recuperaron su normalidad constitucional.  
 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos constituye la culminación del sistema 
americano de protección de los propios derechos, el cual se inspiró en los lineamientos 
fundamentales del modelo europeo, en cuanto a los órganos encargados de la tutela judicial 
de los propios derechos fundamentales, ya que encomienda dicha tutela a la Comisión y a la 
propia Corte Interamericana, la primera como un órgano de instrucción de las reclamaciones 




En los ordenamientos constitucionales latinoamericanos se observa una evolución 
dirigida a otorgar jerarquía superior a los derechos humanos inspirados en la vigencia de 
principio rectores como el pro homine, así, con ciertas limitaciones, las normas de derecho 
internacional comienzan a incluirse en el repertorio de derechos de las legislaciones 
nacionales. 
 
Dicha evolución se puede analizar desde tres factores:  
 
 En primer factor, corresponde al derecho internacional general.- Pues se debe 
recordar que el origen y evolución de los principios universales que recubren a los 
derechos humanos, como el principio pro homine, si bien existieron en pequeños 
destellos a nivel interno, dentro de esporádicas declaraciones que carecían de eco y 
por ende de aplicabilidad, su real aparición se instituye gracias a la fructífera labor 
de la Comunidad Internacional que, debido a la garrafal incidencia de las dos guerras 
mundiales, fijó límites a las mal concebidas políticas nacionalistas expansionistas; 
dando de esta manera un respiro a la humanidad, que horrorizada vivió episodios 
inhumanos. 
 
 En segundo factor, corresponde a un incipiente derecho comunitario.- Cabe 
resaltar, asimismo, la labor emprendida por el naciente Derecho Comunitario, que a 
pesar de ser de reciente data, se ha inspirado en la misión protectora de los Derechos 
                                            
13
 La Corte Interamericana se compone de siete jueces, nacionales de los Estados miembros de la 
OEA, elegidos a título personal entre juristas de la más alta autoridad moral, de reconocida 
competencia en materia de derechos humanos y que reúnan las condiciones requeridas para el 
ejército de las altas funciones judiciales conforme a la ley del Estado del que sean nacionales o de 
aquél que los postule como candidatos. No puede haber más de un miembro de la misma 
nacionalidad.  
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Humanos, y ha dado pasos firmes en la institucionalización de los principios 
universales de interpretación de los mismos, siendo el pro homine su principio 
rector. 
 
 Finalmente el factor que resalta el derecho interno.- Sobre todo en los últimos 
años, los Estados del mundo, en su mayoría, se han esforzado por incluir dentro de 
sus constituciones nacionales a los principios universales que dan viabilidad a los 
derechos humanos. De esa manera se comprometen con la humanidad a concretar la 
praxis diaria de los mismos, todo en búsqueda de un mundo mejor.  
 
En la actualidad, algunas Constituciones consagran el reconocimiento expreso de las 
normas y principios de derecho internacional, como se dispone en nuestra Constitución de la 
República (Art. 424) y Panamá, y en otras se establece que en caso de conflicto entre un 
tratado internacional y una ley ordinaria interna, prevalecerá el tratado, pero dicho precepto 
no consta dentro de las disposiciones constitucionales.  
 
El derecho comunitario, integrado por normas que deben considerarse intermedias 
entre el derecho internacional general y el derecho interno, ha sido desarrollado de manera 
considerable en los países de Europa continental. Sin embargo, cabe destacar que, en dicho 
derecho comunitario se ha establecido como regla el respeto irrestricto a los principios del 
derecho universal que tutela los derechos humanos. 
 
Por lo manifestado, se debe tener presente que:  
 
“El sector más dinámico es el relativo al derecho internacional de los derechos humanos; 
pues, posee un carácter preponderantemente convencional. De allí que, varias constituciones 
latinoamericanas han otorgado a los derechos humanos una primacía expresa en el derecho 
interno”. (Cancado Trindade, pág. 20) 
 
El propio derecho internacional da testimonio del principio, subyacente, a la regla 
general de interpretación consagrada en el artículo 31 de las dos Convenciones de Viena 
sobre el derecho de los tratados (supra), de que la interpretación debe propiciar efectos 
apropiados a un tratado, principio este que, en materia de derechos humanos, ha asumido 
particular importancia en la determinación del amplio alcance de las obligaciones 
convencionales de protección. 
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Los tratados de derechos humanos son claramente distintos de los tratados de tipo 
clásico, que establecen o reglamentan derechos subjetivos o concesiones o ventajas 
recíprocas para las Partes Contratantes. La naturaleza especial de los tratados de derechos 
humanos tiene incidencia, como no podría dejar de ser, en su proceso de interpretación. 
Tales tratados, efectivamente, no son interpretados a la luz de concesiones recíprocas, como 
en los tratados clásicos, pero sí en la búsqueda de la realización del propósito último de la 
protección de los derechos fundamentales del ser humano -pro homine-. 
 
Los tratados de derechos humanos se dirigen al tratamiento dispensado por los 
Estados, en el ámbito de su ordenamiento jurídico interno, a todos los seres humanos sujetos 
a su jurisdicción, se revisten de un sentido internacional autónomo, estableciendo patrones 
comunes de comportamiento para todos los Estados Partes. Las reglas de interpretación de 
tratados (supra) se aplican también a los tratados de derechos humanos, que incorporan 
conceptos de sentido autónomo, pero como el objeto y fin de estos tratados son distintos, las 
reglas clásicas de interpretación se ajustan a esa realidad. 
 
Es preciso reforzar la formación de los jueces en derechos humanos, que logre que 
su superior valor, y en particular el principio pro homine en defensa de la vida, la libertad y 
la propiedad, se convierta en el criterio de interpretación y aplicación del derecho y que la 
acción judicial se encamine a conseguir un ámbito progresivo también de los derechos 
prestacionales, respetando, en este campo, el papel definidor que compete al poder 
legislativo y ejecutivo. 
 
El principio pro homine se trata de crear normas, interpretar normas, aplicar las 
normas de la manera que más favorezca los derechos y las libertades, el desarrollo de las 
potencialidades del ser humano, eso es pro homine, en favor del hombre, del hombre en su 
sentido genérico, en favor de la persona, operar en favor de la persona. En caso de duda, 
divergencia o discrepancia, optar por la alternativa que sea más benéfica para los derechos y 
libertades.  
 
Cuando se emite la Declaración de los derechos humanos, tras la Revolución 
Francesa en 1789, se dice que el fin de la sociedad política es la preservación de los derechos 
naturales e inalienables del ser humano, a saber: la libertad, propiedad, seguridad y 
resistencia contra la opresión, eso es pro homine. El fin de la sociedad política es proteger al 
ser humano, es un concepto antropocéntrico del derecho, del Estado y de la sociedad, lo 
mismo dijo en su momento la Constitución de Apatzingán en 1814, los mismo que la 
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Declaración Francesa, que la Declaración de Independencia de los Estados Unidos, luego lo 
estableció la Constitución Federal de 1857.  
 
Una constitución que otorga determinadas garantías, derechos, libertades, que pone 
en el pórtico de sus normas ese conjunto de garantías, que no se reconoce solamente como 
organizadora del Estado, sino como protectora del ser humano, es pro homine. 
 
En la actualidad debe aceptarse, que existe un área de confluencia de las normas 
internacionales y las normas internas en materias muy diversas, y que los derechos de las 
personas sometidas a la jurisdicción de un Estado pueden ser modificados o ampliados por la 
existencia de normas internacionales que ese Estado haya aceptado.  
 
Por lo tanto, hay campos en los cuales resulta preciso considerar la vigencia y el 
contenido de normas internacionales para determinar el derecho aplicable a una determinada 
situación jurídica. En otras palabras, prevalece en la realidad un dualismo moderado que 
reconoce especialidad a las normas internas y a las internacionales en sus respectivos 
ámbitos de aplicación, pero que identifica zonas de confluencia en que concurre la aplicación 
de normas de ambos órdenes.  
 
Tratándose de derechos humanos, el tema es todavía más complejo y la decisión de 
cómo se aplican los estándares internacionales en derechos humanos en el derecho interno y 
cuál norma tendría una jerarquía superior, ya no es asunto de jerarquías sino de una decisión 
más sencilla; la correcta aplicación del principio pro homine o principio pro persona 
humana, el cual se debe entender como aquella norma que más favorezca a la persona 
humana, provenga de donde provenga, de la Constitución, de un Tratado Internacional o de 
una Ley será la de mayor jerarquía para el caso concreto.  
 
La tendencia en el constitucionalismo latinoamericano es el reconocimiento de las 
normas de derechos humanos de origen internacional, como normas de elevada relevancia, 
distintas y superiores a otras fuentes del derecho internacional general. Tanto más si se tratan 
de Tratados Internacionales de Derechos Humanos, cuya aplicación judicial, al amparo del 
principio pro homine es fundamental. 
 
3.3.  CARACTERÍSTICAS 
 
En virtud de que la Supremacía Constitucional:  
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“consiste en el reconocimiento de un cuerpo de leyes con jerarquía superior a las leyes 
ordinarias y el establecimiento de un órgano y procedimiento especial para su creación y 
posterior reforma”. (Gelli, 2005, pág. 367) 
 
Y que esta supremacía, posee como naturaleza jurídica el propio Mandamiento 
Constitucional, pues se fundamenta en el artículo 424 de nuestra Constitución de la 
República. El cual reconoce que todas las demás leyes que rijan nuestro ordenamiento 
jurídico deben subordinarse a la Constitución. La Supremacía Constitucional es una 
característica de las Constituciones escritas. En las Constituciones escritas, el proceso de 
reforma es diferente al de las demás leyes, puesto que es un proceso especial que no puede 
ser realizado por cualquier órgano constituido ya que estos también están sujetos a la 
Constitución. 
 
Nuestra Constitución es escrita, pero no todas son iguales, también existen 
Constituciones flexibles en las cuales el proceso de reforma es igual que el de cualquier ley 
ordinaria del país.  
 
Inglaterra tiene una constitución flexible por lo que el poder legislativo puede 
reformar la Constitución cuando lo considere necesario. Cabe destacar que casa adentro, 
nuestra Constitución de la República contiene como una de sus características más 
distintivas el ser suprema. Esta supremacía radica en dos vertientes esenciales: la formal, y la 
material (De La Cueva, 2008, pág. 96). La Constitución es formal al ser una ley que, a 
diferencia de otras, fundamenta y ordena la validez de todo un sistema jurídico (Prieto 
Sanchís, 2008, pág. 76), estableciendo un procedimiento dificultoso para su reforma, así 
como los criterios para la creación de otras normas.  
 
Y en otro sentido es material, ya que en la Constitución se concentran los valores y 
principios fundamentales que rigen a una organización político-social, los cuales solventan 
las necesidades vitales de justicia de sus integrantes. (Zagrebelsky, 2008, págs. 114 - 116) 
 
Estos valores y principios dan sustento y razón de ser al sistema constitucional, pues 
expresan no solo los anhelos sociales más arraigados o trascendentales para una comunidad 
política determinada, sino también aquellos que son universales e inherentes a la persona. Es 
notorio cómo en los primeros Estados donde se instauraron constituciones como normas 
rectoras, los poderes públicos se encauzaron a ejercitar los contenidos básicos de la 
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Constitución, por ser mandatos expresos de la voluntad popular y, por ende, mandatos 
ineludibles en su cumplimiento. (L. Blanco, 2009, págs. 249-256) 
 
En este sentido, las constituciones vinieron a sustituir la soberanía plenipotenciaria del 
monarca que actuaba ilimitadamente, sometiéndose solo a su voluntad. Con la vigencia de la 
Constitución como ley suprema, los actos de todo poder político dentro del Estado tuvieron 
que sujetarse a los contenidos y límites previstos por ella, teniendo como fin último, 
garantizar la libertad de los individuos. (Salazar, 2009, págs. 21 - 22) 
 
El proceso de constitucionalización fue dándose paulatinamente, esto es, que en 
algunos sistemas jurídicos, de manera simultánea a la vigencia de la Constitución, 
coexistieron ordenamientos que no emanaban directamente de esta, es decir, no habían 
surgido conforme al procedimiento y órgano legislativo establecido para su creación. Estas 
normas jurídicas paralelas a la Constitución procedían por lo general, de una tradición o 
sistema jurídico distinto. (Mayagoitia, 2010, pág. 157) 
 
La supremacía de la Constitución en su sentido formal no representa en sí los alcances 
de este principio, pues su cualidad como norma fundamental solo refleja su aspecto positivo 
y estructural, pero no aquellos en los que son necesarios imprimir cuestiones de carácter 
sustancial. 
 
Si bien la consolidación de la Constitución como factor supremo se dio en la medida 
en que todo el sistema jurídico emergió y se adecuó a ella, también es cierto que gran parte 
de este proceso culminó con la legitimación de la Carta como asimiladora de valores y 
principios fundamentales de la sociedad. (Nogueira Alcalá, 2012, págs. 280 - 282) 
 
En los siglos XIX y XX, los sistemas jurídicos se fueron constitucionalizando en un 
mayor grado, edificando todo su accionar y esencia en y hacia la norma suprema. No solo en 
el orden de prelación como norma primaria, sino como fuente recopiladora de valores y 
principios de todo el sistema. Esta visión de supremacía de la Constitución es la que ha se ha 
venido planteando en los últimos años, tema de discusión que fue forjándose durante el siglo 
XX, donde los derechos humanos fueron exaltados como elementos universales de eficacia y 
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Hoy más que nunca se concibe a la Constitución como contenedora de valores y 
principios, es decir, en un aspecto material más que formal. Esto se debe a varios factores, 
uno de ellos es el desarrollo que han tenido los derechos fundamentales en cuanto a su 
reconocimiento y protección, y otro, es la eminente crisis del positivismo jurídico como 
corriente jurídica predominante. (Aragón, 2011, pág. 111) 
 
La visión de la supremacía de la Constitución como ente material ha permitido la 
protección progresiva de principios y derechos fundamentales -aun cuando no estuviesen 
reconocidos explícitamente por la Ley fundamental- que han beneficiado a la sociedad en su 
gran mayoría. Pero dicha supremacía no puede detentarse únicamente en su materialidad, 
sino también en su aspecto formal, pues existen conflictos normativos que solo pueden 
resolverse estableciendo un orden de competencias estricto. 
 
Como se advierte, la naturaleza de la supremacía de la Constitución no puede 
determinarse solo en un sentido formal o material sino, por el contrario, su naturaleza se 
explica a partir de los dos. 
 
La Constitución es suprema por los valores y principios fundamentales que alberga, 
por esta razón es que debe contener una fuerza normativa lo suficientemente eficaz que 
permita el funcionamiento estructural del sistema jurídico y, de esta manera, no existan 
elementos que se antepongan a ella. 
 
Dada la característica de la Constitución de la República 2008, de supremacía jurídica, 
se debe entender que tal posición excepcional en el Ordenamiento Jurídico Nacional lleva a 
que los principios constitucionales, se empapen de su posicionamiento excepcional y 
alcancen total realización, de manera concreta dentro de los fallos, resoluciones y sentencia 
emanados de los órganos judiciales. 
 
Tal es el caso del principio pro homine que, en virtud de su superioridad normativa, 
por efectos de la superioridad constitucional, goza de una categoría jurídica excepcional que 
obliga de manera irrestricta a los operadores de justicia a su inmediata y eficaz aplicación. 
Tanto más cuando sus preceptos se encuentran dentro de los Tratados Internacionales de 
Derechos Humanos. 
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Razón por la cual, la fundamental característica del principio pro homine es su rango 
jurídico – normativo; puntualizado tanto en la vasta normativa constitucional como en las 
disposiciones de los Tratados Internacionales de Derechos Humanos. 
 
Entre las características del principio pro homine, cabe destacar las siguientes: 
 
       Es fundamental y estructural.- Pues al constituirse en idea básica o fundamental 
gobierna al universo del Ordenamiento Jurídico Nacional obligándolo a viabilizar toda su 
estructura hacia un mismo norte protector, tutelador y garantista.  
 
       Es orientador.- Debido a que fija las directrices, lineamientos para la determinación 
del contenido de los derechos fundamentales con respecto a la exigencia de su protección. 
  
       Es interpretador.- En este sentido, el principio pro homine se constituyen en un 
aspecto de indiscutible valor en la interpretación y aplicación de los preceptos legales tanto 
del derecho interno como del derecho internacional.  
 
        Es optimizador.- Dentro de la labor interpretadora el principio pro homine adquieren 
mayor amplitud en su aplicación, pues en la eventualidad de existir diversas interpretaciones 
de un precepto legal, por su accionar, se debe elegir el precepto que brinde mejor protección 
a los derechos humanos, descantándose del que restringe o limita su ejercicio.  
 
Es armonizador.- Porque construye pautas que permiten concertar las normas de 
derecho interna con las normas del derecho internacional en la aplicación del caso concreto, 
buscando la más favorable, la más beneficiosa, la que mayores garantías determinen a favor 
de la persona. 
 
        Es integrador.- Toda vez que absuelve los vacíos o lagunas de la ley, permitiendo 
que se aplique la norma nacional o internacional que más beneficie a la persona. También, 
entre en acción, cuando existen normas con conceptos indeterminados o normas abiertas o 
flexibles, haciendo que prevalezca la interpretación la más favorable, la más beneficiosa, la 
que mayores garantías determinen a favor de la persona. 
 
El profesor Eduardo Balbin Torres, manifiesta que, la característica más relevante 
del principio pro homine es la del “perfeccionamiento” del ordenamiento jurídico, es decir, 
que este principio se convierte en la herramienta de superación de las dudas interpretativas y 
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los vacíos o los conflictos entre normas, que resultan más que frecuentes para los operadores 
jurídicos, otorga al principio pro homine, un papel central dentro del Ordenamiento Jurídico, 
al punto que permite al Derecho cumplir de modo efectivo su función reguladora cuando las 
normas positivas, por deficiencias propias, no pueden garantizar el desarrollo de su función. 
 
La función que ostenta, el principio pro homine, no se presenta de manera aislada, 
por lo general, se aprecia su aplicación en forma concatenada, dentro del ordenamiento 
jurídico, cuya relevancia se deja sentir cuando se encuentran formando parte de la regulación 
normativa o en su defecto en la función integradora. 
 
La constante evolución y los cambios que se producen en la convivencia de las 
personas humanas en sociedad, conlleva a la aparición de hechos nuevos que demandan un 
tratamiento legal, complementándose la labor del precepto legal con el principio pro homine 
que constantemente armoniza las normas nacionales con las disposiciones internacionales en 
procura de solucionar los conflictos sociales. 
 
El principio pro homine, traza el sendero por el cual los derechos y garantías 
ciudadanas declaradas de manera interna encuentran viabilidad y concreción en la práctica 
cotidiana del derecho. Asimismo, facilita la aplicación de normas supranacionales que de 
manera tuteladora declaran mayores derechos a favor de la persona. 
 
Por lo tanto la característica fundamental del principio pro homine es de ser el garante 
de la aplicación inmediata, irrestricta y eficiente de los Tratados Internacionales de Derechos 
Humanos, pues asegura que los esfuerzos realizados por la Comunidad Internacional van a 
tener eco en los Estados miembros, so pena de específicas sanciones. 
 
3.4.  IMPORTANCIA 
 
La importancia del principio pro homine radica en la supremacía constitucional pues 
es un principio inherente a toda forma de vida constitucional, por tanto, es indispensable 
advertir su dimensión real en cuanto a sus características dentro del Estado Constitucional de 
Derechos y Justicia Social. 
 
Hoy en día parece imposible mantener una visión formalista de la Constitución y de 
la supremacía, ya que existen aspectos sustanciales, como la primacía de los derechos 
humanos, que se anteponen como factores prioritarios por seguir. Tanto más, si tenemos 
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presente que el neoconstitucionalismo, obliga a todo operador de justicia a emitir sus 
resoluciones, fallos y sentencias de manera motivada y fundamentada, basándose ante todo, 
en el principio pro homine, en virtud del cual se debe aplicar la norma: internacional o 
nacional que más beneficie a la persona. 
 
De tal suerte que la supremacía constitucional, se establece de acuerdo a las 
características puntuales de cada caso. Verbigracia, al tratarse de interpretar la ley de manera 
más favorable al ser humano, el administrador de justicia, puede y de hecho está en la 
obligación de aplicar cuanto Tratado Internacional de Derechos Humanos, ampare de mejor 
manera sus derechos; en este caso en concreto, se antepone a la Constitución de la República 
el Tratado Internacional, por acción del pro homine y el principio de ponderación. 
 
Si bien es cierto que la supremacía formal, como tal, es un concepto incompleto y 
casi en extinción, sobre todo con el incremento de los llamados bloques de 
constitucionalidad, es un hecho que el ámbito sustancial de la supremacía se ha visto 
fortalecido en realidad, es lo que permite que la supremacía de la Constitución siga siendo un 
rasgo distintivo. Pues en las Cartas Constitucionales, se establece con claridad que los 
Tratados Internacionales de Derechos Humanos, gozan de igual o mayor jerarquía jurídica. 
 
En nuestro caso en particular, la Constitución de la República del Ecuador 2008, 
claramente establece que, los Tratados Internacionales de Derechos Humanos ocupan igual 
jerarquía jurídica que la Constitución. 
 
Igualdad que se sustenta y justifica en la necesidad de garantizar ampliamente a la 
persona el uso y goce de sus legítimos derechos humanos, constitucionales y legales. 
 
De tal suerte que la Constitución no será suprema por su carácter de norma de matriz 
del derecho, sino que lo será en la medida que aloja elementos axiológicos que incidan en la 
vigencia y protección de los derechos humanos, armonizados con los criterios 
internacionales en dicha materia. 
 
La naturaleza dual, de la jerarquía jurídica del Ordenamiento Jurídico ecuatoriano, 
no conlleva una negación del principio de no contradicción sino, por el contrario, implica 
una dimensión real y necesaria para que los contenidos sustanciales de la Constitución se 
vean garantizados a través del grado de primacía que solo la supremacía en su forma óptima 
puede propiciar. 
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Pues dentro del Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social, impera la 
obligación de ubicar como principio y fin del Ordenamiento Jurídico a la persona; razón por 
la cual, toda la normativa internacional y nacional debe aunar esfuerzos en este sentido. 
 
Por lo manifestado podemos colocar como características de la supremacía 
constitucional, a las siguientes: 
 
 Toda norma nacional e inclusive internacional debe solidarizarse y respetar las reglas, 
principio, valores, derechos y garantías establecidas dentro del Mandato 
Constitucional; 
 
 La Constitución de la República prevé coherentes y sólidos controles de 
constitucionalidad, mismos que garantizan la aplicación eficaz del Mandato 
Constitucional, sin dar cavidad a interpretaciones antojadizas que no empatan con su 
esencia altamente garantista; 
 
 La promulgación de la vigente Constitución de la República 2008, llevó a la creación e 
institucionalización de la Corte Constitucional, único órgano encargado de interpretar 
de manera vinculante y obligatoria al Mandato Constitucional, recargada de facultades 
que inclusive llevan a la creación de la justicia y jurisprudencia constitucional; 
 
 El establecimiento de nuevos e innovadores métodos de interpretación y aplicación de 
la Constitución, los Tratados Internacionales de Derechos Humanos y la Ley, que 
colocan en el centro de protección constitucional y legal al ser humano, concebido 
como principio y fin axiológico; 
 
 Imperio del principio pro homine, como idóneo método de interpretación normativa, 
mismo que conduce a interpretar de manera amplia la Constitución, los Tratados 
Internacionales de Derechos Humanos y Ley cuando garantizan el goce de derechos; 
pero que, llevan a una aplicación limitada de normas legales que reducen o limitan los 
derechos que cobijan a las personas; 
 
 Incorporación del principio de ponderación en la viabilización de los derechos 
humanos, lo cual conduce al operador de justicia a pronunciarse de manera 
diferenciada en cada caso, es decir, de acuerdo a las puntuales características de cada 
situación en particular, se da paso a la concreción de un derecho en específico, sin que 
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ello constituya la segmentación, jerarquización o vulneración de los Derechos 
Humanos; 
 
 La supremacía constitucional, deja atrás la clásica jerarquización de los derechos por 
generaciones: primera, segunda, tercera y cuarta generación; pues dentro del nuevo 
Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social, todos los derechos son de 
primera, porque aseguran al ser humano su buen vivir. Razón por la cual el nuevo 
paradigma estatal imperante no tolera segmentación alguna. 
 
 La referida supremacía constitucional también obliga a los administradores de justicia 
a motivar y fundamentar sus fallos, transformando la vieja concepción de justicia; por 
una renovada, en la cual, se garantice a los usuarios, la aplicación de métodos 
científicos, técnicos, lógicos y razonados. 
 
El principio pro homine es la piedra angular del derecho internacional de los derechos 
humanos. Este principio del Derecho Universal, se ha reiterado en numerosos convenios, 
declaraciones y resoluciones internacionales de derechos humanos
14
. En la Conferencia 
Mundial de Derechos Humanos, celebrada en Viena en 1993, por ejemplo, se dispuso que 
todos los Estados posean el deber, independientemente de sus sistemas políticos, económicos 
y culturales, de promover y proteger todos los derechos humanos y las libertades 
fundamentales. 
 
El principio pro homine es de radical importancia, porque obliga a las Autoridades 
públicas: administrativas y judiciales a interpretar las disposiciones nacionales e 
internacionales de manera que más favorezca a la persona. 
 
El principio pro homine lucha para que los derechos humanos rijan en todas partes y 
con la misma intensidad. Por este principio, se entiende que toda persona sin excepción ni 
discriminación tiene derecho al disfrute de los derechos humanos, tanto si sus gobiernos 
reconocen o respetan esos derechos. 
 
                                            
14
 Son universales los derechos humanos, en cuanto se extienden a todo el género humano, en todo 
tiempo y lugar, en razón de la esencial unidad de naturaleza del hombre, cualquiera sea su 
condición histórica o geográfica, su raza, sexo, edad o situación concreta en la sociedad. Los 
derechos humanos son universales porque todos los miembros de la familia humana los poseen. Se 
derivan de la dignidad inherente e igual de todas las personas. 
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En un ordenamiento jurídico como el hoy vigente en Ecuador se plantea la 
coexistencia de múltiples normas referidas a derechos humanos. La pluralidad de fuentes, 
internas e internacionales, del derecho de los derechos humanos obliga a una 
compatibilización respecto del alcance de los derechos protegidos y de las obligaciones 
asumidas por el Estado. Se impone, por lo tanto, recurrir a una serie de principios generales 
del derecho internacional y de principios propios del derecho internacional de los derechos 
humanos que permitan brindar pautas claras de interpretación. Resulta necesario encontrar 
criterios que posibiliten optar entre la aplicación de una u otra norma o entre una u otra 
interpretación posible de éstas. 
 
Estas pautas son particularmente importantes cuando en un mismo ámbito coexisten 
normas internacionales de distinto alcance. En este sentido, no se encuentran discrepancias 
en que la aplicación e interpretación de las normas de derechos humanos debe hacerse a la 
luz del principio pro homine. 
 
El principio pro homine impone que, una norma específica supere y prevalezca sobre 
las disposiciones genéricas; siempre que dicha interpretación sea la más beneficiosa. Por otra 
parte, este mismo principio supone que las normas consuetudinarias que explicitan los 
contenidos de los derechos protegidos en los tratados deben tener cabida en el orden jurídico 
interno de un país siempre que enriquezcan sus disposiciones, dotando de mayor tutela, 
protección y garantía a la persona.  
 
En el mismo sentido, nada obsta a que en el ámbito interno puedan consagrarse 
derechos protegidos con un alcance mayor que el establecido por las normas internacionales. 
Aún las sentencias judiciales que reconozcan un alcance de protección más amplio, por 
acción del pro homine deberían prevalecer, especialmente las de la Corte Constitucional 
cuando se refieren al contenido de las normas de derechos humanos. 
 
El principio pro homine impone también atender al razonable principio según el cual 
los derechos de cada uno terminan donde comienzan los derechos de los demás, de alguna 
manera comprendido en las normas sobre deberes. 
 
Los derechos y libertades de terceros o los derechos y reputación de otros como pauta 
de limitación traducen la existencia de un conflicto que debe resolverse en favor de los 
derechos de los unos limitando los derechos de los otros. Para ello, debe atenderse el 
principio de no discriminación y al reconocimiento de la dignidad humana. Sin embargo, 
 70   
 
respetando el principio pro homine, se debe verificar que la restricción que prevalezca sea la 
más restringida o la que afecte a un derecho de menor jerarquía. 
 
En este sentido, cuando la Corte Interamericana ha explicitado el alcance del principio 
pro homine en relación con las restricciones de los derechos humanos, ha expresado que:  
 
“…entre varias opciones para alcanzar ese objetivo debe escogerse aquella que restrinja en 
menor escala el derecho protegido... Es decir, la restricción debe ser proporcionada al interés 
que la justifica y ajustarse estrechamente al logro de ese legítimo objetivo”. (Corte IDH, pág. 
46) 
 
El Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social implica que todo el Estado y 
sus diferentes organismos e instituciones constituyen en función de la dignidad de la 
persona, el pleno desarrollo de sus derechos fundamentales y el bien común al respecto. 
 
Así mismo, todo el Derecho Internacional de los Derechos Humanos y el derecho 
humanitario internacional se basan en la dignidad intrínseca de la persona humana y la 
protección de los derechos que de ella derivan. 
 
En un Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social siempre debe aceptarse la 
posición preferente de los derechos sobre el poder. La persona debe estar protegida por la 
actuación estatal siendo el objetivo y finalidad principal, por lo tanto el poder público 
siempre deberá estar al servicio de la dignidad y de los derechos de la persona humana. 
 
En consecuencia, cada vez que una norma de derechos se encuentra en conflicto con 
una norma de poder, el juez, como operador jurídico debe resolver el caso escogiendo 
favorablemente la norma protectora de los derechos humanos. Las normas sobre derechos 
son superiores a las normas sobre poder ubicadas en un mismo plano, ya que los primeros 
son los que determinan la actuación de los órganos de poder público. 
 
De acuerdo con este principio, el intérprete que se enfrenta a un caso concreto en el 
que dos distintos derechos pueden entrar en colisión, debe aplicar de forma preferente 
algunos de ellos, siempre que beneficie a la persona y sus derechos. 
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3.5.  APLICACIÓN PRÁCTICA 
 
 La importancia de la supremacía constitucional dentro del vigente Estado 
Constitucional de Derechos y Justicia Social es magna, por cuanto asegura el imperio del 
Mandato Constitucional y evidentemente permite su cabal funcionamiento. 
 
 Implica que la Constitución se consolide en la práctica como la norma suprema, 
máxima, a ella y a su cumplimiento están obligados no solo los ciudadanos, sino también el 
poder público y el resto de las leyes. De tal suerte que la Constitución de la República 2008, 
se consagra como el vértice de la pirámide normativa que integra nuestro ordenamiento 
jurídico, razón por la cual, el resto de leyes y disposiciones normativas no pueden 
contravenir lo dispuesto en la ella. 
 
 De otro lado, cabe destacar que, la supremacía constitucional es una fuerte y sólida 
garantía de que los derechos ciudadanos establecidos en la Constitución alcanzarán total 
realización, al amparo del pro homine. 
 
 En tal sentido la supremacía constitucional, significa que tanto la Constitución de la 
República así como el Derecho Constitucional son el fundamento y la base de todo el orden 
jurídico político del Estado ecuatoriano. Obliga a que las normas y los actos estatales y 
privados se ajusten al Mandato Constitucional.   
 
 Ello envuelve una formulación del deber-ser; pues todo el orden jurídico político del 
Estado debe ser congruente o compatible con la Constitución. Puede decirse que la 
supremacía significa que la Constitución es la fuente primaria y fundamental del orden 
jurídico estatal.  
 
 Así, la supremacía constitucional supone una gradación jerárquica del orden jurídico 
derivado, que se escalona en planos distintos. Los más altos subordinan a los inferiores, y 
todo el conjunto se debe subordinar a la Constitución. Cuando esa relación de coherencia se 
rompe, hay un vicio o defecto llamado inconstitucionalidad.  
 
 El principio de supremacía constitucional, “…es un principio consustancial del sistema 
jurídico- político del Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social, que descansa en 
la expresión primaria de la soberanía en la expedición de la Constitución y que por ello, 
coloca a esta por encima de todas las leyes y de todas las autoridades. La supremacía 
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constitucional impone a toda autoridad el deber de ajustar a los preceptos fundamentales en 
los actos desplegados en ejercicio de sus atribuciones. Se traduce en que la Constitución de 
la República, las leyes generales estén de acuerdo con ella, haciendo de la misma la ley 
suprema, esto es conforman un orden jurídico superior, de carácter nacional en el cual la 
Constitución se ubica en la cúspide y por debajo de ella, los tratados internacionales y las 
leyes generales”. (Badeni, 2010, pág. 93) 
 
 Por lo tanto, exige rechazar categóricamente interpretaciones opuestas al texto y al 
claro sentido de la Carta Fundamental por lo que cuando una norma jurídica admite varias 
interpretaciones debe adoptarse la que resulte más congruente con el Ordenamiento 
Supremo. Pues, su finalidad es salvaguardar la jerarquía de la Constitución sobre normas 
inferiores al dejar de aplicar las disposiciones que son contrarias a ella, razón por la cual toda 
norma debe ajustarse a los lineamientos establecidos en la ley fundamental. 
 
 Es innegable que “…la Constitución viene a ser, en la actualidad, la encargada de reducir a 
unidad la heterogeneidad existente en el Estado que se manifiesta en lo social, lo político, lo 
judicial y lo económico, entre otros ámbitos. Para lograr este objetivo, en lo jurídico, es 
fundamental que la Constitución goce de real supremacía en el ordenamiento jurídico y 
tenga afianzada su fuerza normativa”. (Rodríguez Zapata, 1996, pág. 109) 
  
 Todo lo cual significa que el orden jurídico y político del Estado está estructurado 
sobre la base del imperio de la Constitución que obliga por igual a todos, gobernantes y 
gobernados.  
 
Desde su rescisión de la Gran Colombia la República del Ecuador, ha tenido veinte 
Constituciones a lo largo de su historia, y se podría decir que, la Constitución de la 
República de 2008 es una de las más extensas del mundo y la más larga de las cartas magnas 
que sea adoptado en el territorio ecuatoriano, posee 444 artículos, agrupados en los 
diferentes capítulos que componen en total 9 títulos de la Constitución, Mandato 
Constitucional, que de principio a fin enarbola la Supremacía Constitucional coma un 
principio teórico del Derecho Constitucional que postula, originalmente, ubicar a la 
Constitución de la República 2008 jerárquicamente por encima de todas las demás normas 
jurídicas, internas y externas; esto incluye a los Tratados Internacionales ratificados por el 
Ecuador.  
 
La Constitución es un texto de carácter jurídico-político fruto del poder constituyente 
que fundamenta todo el ordenamiento, situándose en él como norma que recoge, define y 
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crea los poderes constituidos limitándolos al servicio de la persona humana. Además, tiene el 
carácter de Norma Suprema, de manera que prevalece sobre cualquier otra que fuese 
posterior contraria a ella.  
 
La prelación de la norma superior implica que no puede transgredirla o violarla una 
norma de inferior jerarquía; sencillamente, porque se trata de una Norma Suprema que tiene 
prioridad en la jerarquía de la normatividad jurídica del Estado ecuatoriano. Los Arts. 424 y 
425 de la Constitución de la República, que consagran expresamente el principio de 
supremacía, establecen la superioridad jerárquica de la Constitución sobre todo el 
ordenamiento jurídico interno. 
 
Lo cual conlleva esencialmente a la jerarquización de la Constitución en la cúspide del 
ordenamiento jurídico, sobre la norma ordinaria, cuando ésta es violatoria de aquella. El 
ordenamiento jurídico está integrado solamente por normas jurídicas válidas; las normas 
inválidas están fuera del Derecho. Para establecer si una norma pertenece o no al 
Ordenamiento Jurídico hay que pasar de grado en grado, de poder en poder, hasta llegar a la 
norma fundamental. De este modo todas las normas están vinculadas directa o 
indirectamente con la norma fundamental, que es la que da validez y unidad al complejo y 
enmarañado ordenamiento jurídico. Por eso, la norma fundamental se coloca, al estilo 
kelseniano, en el vértice del sistema, porque con ella se relacionan todas las otras normas. En 
este sentido es acertado el razonamiento de Bobbio, cuando expresa:  
 
“La norma fundamental es el criterio supremo que permite establecer la pertinencia de una 
norma a un ordenamiento jurídico, en otras palabras, es el fundamento de validez de todas las 
normas del Sistema Judicial. Por lo tanto, no sólo la exigencia de la unidad del ordenamiento 
sino también la exigencia de fundar la validez del ordenamiento nos llevan a exigir la norma 
fundamental, la cual es, asimismo, el fundamento de validez y el principio unificador de las 
normas de un ordenamiento. Y como un ordenamiento presupone la existencia de un criterio 
para establecer la pertinencia de las partes al todo y un principio que las unifique, no podrá 
existir ordenamiento sin norma fundamental”. 
 
La Constitución de la República vigente desde su publicación en el Registro Oficial 
número 499 de 20 de octubre de 2008, en nuestro país, se seleccionó de entre las siguientes 
opciones el actual paradigma constitucional: 
 
 Estado constitucional de derechos y justicia social, democrático, soberano, 
independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico; 
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 Estado, que se organiza de forma de república; 
 Estado, que se gobierna de manera descentralizado; y, 
 Estado ecuatoriano es el fomentador e integrador supranacional. 
 
La significación de ser un Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social, que 
se convierte en cumplimiento de la misma, es la superación a la construcción como Estado 
Social de Derecho, realizada en la Constitución Política de 1998, como éste lo fue del simple 
Estado soberano que fuimos antes.  
 
Este último caracterizado por contener una serie de prohibiciones y limitaciones al 
poder público estatal para garantizar los derechos individuales, mientras que el Estado Social 
de Derecho, contiene la demanda de la satisfacción de los derechos sociales, mediante 
prestaciones obligatorias de hacer por parte del poder público; sin embargo, tan solo 
mediante la inclusión de las normas programáticas, caracterizadas por su discrecionalidad y 
no vinculadas por el principio de legalidad.  
 
Derechos sociales en la proclama pero sin garantías para exigir las prestaciones que 
los satisfagan, equivalentes, al menos, a las existentes para los derechos individuales como la 
libertad y la propiedad. 
 
El Ecuador, por mandato constitucional, ha adoptado como paradigma constitucional 
al Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social, sin embargo, en la práctica, esa no es 
la realidad, pues lamentablemente, se trata solo de una declaración normativa.  
 
           Toda vez que el Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social, crea un sistema 
de garantías que la Constitución pre-ordena para el amparo de los derechos fundamentales.  
 
Se trata del Estado garantista que diseña el vigente mandato constitucional, que crea 
el Estado jurisdiccional de derecho en el cual ha crecido enormemente la función judicial en 
cuanto hacer creativa de derecho, hasta llegar a fortalecer al derecho judicial, como fuente 
vinculante  y máximo baluarte del derecho, cuyo ejemplo cumbre es la institución del 
precedente vinculante.  
 
Se trata además de la jurisdicción como función del Estado esencialmente está 
desligada de las demás funciones del Estado y se caracteriza porque cada resolución se dicta 
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con autoridad legítima y por tanto obligatoria e independiente en los casos de los derechos 
controvertidos o violados. 
 
El positivismo de las normas escritas en el derecho, como creación de los hombres, 
está sometido estrictamente a la creación y producción de normas que vayan constantemente 
estructurando las metodologías, tanto formal como material que le dan características muy 
especiales.  
 
Si nos circunscribimos a éste, aceptamos que las normas jurídicas no provienen de la 
moral o de algún misterio de la naturaleza, sino que son creaciones de los hombres, son 
hechos humanos, las normas por ello son expresiones, en sustancia, en su materialidad, en su 
contenido, de valores éticos y de valores políticos cuya máxima concreción son los derechos 
fundamentales, a partir del reconocimiento de la dignidad de la persona, solo por el hecho de 
serlo.  
 
Por tanto existe un derecho sobre el derecho, en forma de vínculo y límite jurídico a 
la producción jurídica. De aquí se desprende que una innovación en la propia estructura de la 
legalidad, es quizá la conquista más importante del derecho contemporáneo: la regulación 
jurídica del derecho positivo, no solo en cuanto a las formas de producción sino también a 
los contenidos e interpretación de dicha producción. 
 
Con todos estos antecedentes, nació el modelo garantista que proclama la invalidez 
del derecho ilegítimo ante los derechos constitucionales de las personas y que dota al 
ordenamiento jurídico, para su coherencia, de una premisa estimativa que opera como 
orientación y fuente de legitimación de la actividad del poder público, principio imperativo 
del ordenamiento jurídico, en su conjunto y criterio de control de acuerdo a la Constitución 
de la República y los Tratados Internacionales de Derechos Humanos. 
 
Se trata de un andamiaje constitucionalista de enfoque garantista del derecho que 
comienza por constatar que en el ordenamiento jurídico hay normas, pero también existen 
principios como el pro homine que reorientan la praxis de los derechos humanos, 
constitucionales y legales; y en fin de la norma legal que más favorezca a la persona. 
 
El principio pro homine en el nuevo paradigma constitucional determina: 
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 El reconocimiento y la aplicación de normas internacionales que más le favorezcan a 
la persona; 
 
 La aplicación irrestricta de normas internas que benefician a la persona; 
 
 La no aplicación de normas internas e internacionales que limitan o restringen los 
derechos de las personas. 
 
Pues el Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social, se instrumenta 
normativamente sobre la base de un modelo que contiene tres elementos que sobresalen: 
 
 La supremacía constitucional y de derechos fundamentales que son todos los 
enunciados por la Constitución sean de libertad personal o de naturaleza social; 
 
 El imperio del principio de legalidad que somete a todo poder público al derechos; y, 
 
 La adecuación funcional de todo el poder público para garantizar el goce de los 
derechos de libertad y la efectividad de los sociales. 
 
Los derechos fundamentales vinculan normativamente a toda la administración 
pública y sus administrados; pues, en el Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social 
se debe romper con el esquema del formalismo positivista y direccionar hacia arriba la 
pirámide normativa. 
 
La Constitución tiene una extensa lista de derechos, desde el Art. 12 hasta el Art. 82, 
que abarcan varias generaciones, que garantizan normativamente o en forma primaria en el 
lenguaje de Ferrajoli, tal como lo prescribe el Art. 84 de la (Constitución de la República del 
Ecuador, 2008): 
 
“La Asamblea Nacional y todo órgano con potestad normativa tendrá la obligación de 
adecuar, formal y materialmente, las leyes y demás normas jurídicas a los derechos previstos 
en la Constitución y los tratados internacionales, y los que sean necesarios para garantizar 
la dignidad del ser humano o de las comunidades, pueblos y nacionalidades. En ningún caso, 
la reforma de la Constitución, las leyes, otras normas jurídicas ni los actos del poder público 
atentarán contra los derechos que reconoce la Constitución”. 
 
 77   
 
Este es el enunciado normativo más expresivo que diseña el Estado ecuatoriano, 
como garantista, pues reconoce que existe un derecho sobre el derecho, tanto formal como 
material, que lo constituyen los derechos fundamentales y que son expresión jurídica de los 
valores centrales de la persona. 
 
Todos estos derechos tienen una identidad esencial que se encuentra en su 
reconocimiento constitucional, sus titulares son todas las personas, comunidades, pueblos, 
nacionalidades y colectivos, y como tales gozarán de estos derechos que por otra parte son 
garantizados en la Constitución y Tratados Internacionales de Derechos Humanos. 
 
Razón por la cual y en corolario, se puede afirmar que la actual connotación del 
principio pro homine dentro del nuevo paradigma constitucional nacional, se verifica en la 
interpretación de la norma, porque obliga al administrador de justicia a interpretar las 
disposiciones nacionales e internacionales (Tratados Internacionales de Derechos Humanos) 
de la manera que más favorezcan a la persona; y, limita la interpretación extensiva de las 
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CAPÍTULO CUARTO 
4.   INVESTIGACIÓN DE CAMPO 
Ningún estudio universitario estaría adecuadamente desarrollado sino cuenta con una 
adecuada investigación de campo, razón por la cual, en la presente tesis se ha considerado de 
vital importancia implementar de manera complementaria el siguiente capítulo, cuya 
finalidad es la revelar la apreciación que los ciudadanos, principales usuarios de la 
Administración de Justicia, tienen sobre el tema: “INTERPRETACIÓN DE LAS 
NORMAS RELATIVAS A DERECHOS HUMANOS CONTENIDAS EN TRATADOS 
INTERNACIONALES  A LA LUZ DEL PRINCIPIO CONSTITUCIONAL PRO 
HOMINE POR PARTE DE LOS ADMINISTRADORES  DE JUSTICIA DEL 
ECUADOR” 
 
Cabe indicar que para desarrollar la referida investigación de campo nos hemos 
servido de los métodos, técnicas e instrumentos de la investigación científica que pos su 
esencia y naturaleza son compatibles con las Ciencias del Derecho. 
 
Asimismo es de subrayarse que esta investigación se implementó geográficamente 
en la ciudad metropolitana de Quito, entre los meses de: septiembre, octubre, noviembre y 
diciembre de 2013. 
 
El universo que sirvió de fuente investigativa se ubicó primordialmente en la 
Ciudadela Universitaria, en los alrededores de la Universidad Católica y de la Casa de la 
Cultura Ecuatoriana. 
 
Cabe destacar que la muestra seleccionada de personas encuestadas oscila entre los 
25 y 55 años de edad, se trata de un grupo mixto de hombres y mujeres que, tienen relación 
directa con la Administración de Justicia. 
 
4.1.  DISEÑO DE LOS INSTRUMENTOS DE INVESTIGACIÓN 
 
 Para realizar la presente investigación de campo me serví de las siguientes técnicas 




Técnica de gabinete.-  
 
Para la recolección de la información se utilizó precisamente esta Técnica de la 
Investigación Científica. Consiste en ir anotando en fichas, toda la información obtenida. Las 




Son tarjetas, que poseen medidas estándar, que sirven para identificar, las fuentes de 




Son tarjetas, que poseen medidas estándar, en ella se registra la información obtenida 




Son tarjetas, que poseen medidas estándar, en ella se registra la información obtenida 
de la investigación de revistas, periódicos y demás publicaciones.  
 
Técnica de campo.- 
 
Fue utilizada para verificar los hechos o fenómenos que se producen, dentro del 




Es una técnica dedicada a ver y oír los hechos o fenómenos que se desean estudiar. 
En mi trabajo empleé esta técnica, al observar de manera científica la sociedad para 








Consiste en formular una serie limitada de preguntas. Es una forma de sondeo de 
opinión inmediata. Hice uso de esta técnica en mi trabajo, al momento de consultar a un 
sector de la sociedad, su opinión al respecto de mi tema - problema. 
 
4.2.  APLICACIÓN DE LOS INSTRUMENTOS Y RECOLECCIÓN DE LA 
INFORMACIÓN 
 
Los instrumentos que se utilizaron en ésta investigación de campo fueron: 
 
 Fichas  
 Guía de Observación 
 Cuestionario 
 
4.3.  PROCESAMIENTO DE LA INFORMACIÓN 
 
La investigación de campo llevado a cabo en este estudio se realizó con la técnica de 





Ruego a Usted leer el contenido de cada interrogante, para que se sirva responder. 
Sea lo más honesto posible. 
La información obtenida servirá de sustento a una investigación universitaria. 







1. ¿Usted conoce que el Ecuador ha suscrito y ratificado varios 
Tratados y Convenios de Derechos Humanos? 
  
2. ¿A su parecer el Ecuador es uno de los países que más   
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compromisos ha adquirido con la Comunidad Internacional? 
3. ¿Según su opinión el Ecuador, históricamente, en 
Latinoamérica, es pionero en la suscripción y ratificación de 
Tratados y Convenios de Derechos Humanos? 
  
4. ¿Bajo su óptica los compromisos internacionales adquiridos por 
el Ecuador, se viabilizan en el quehacer jurídico nacional? 
  
5. ¿Piensa Usted que nuestro vigente Ordenamiento Jurídico 
Nacional se solidariza y adecúa a los compromisos 
internacionales adquiridos por el Estado ecuatoriano vía 
Tratados y Convenios de Derechos Humanos? 
  
6. ¿Considera Usted que la Asamblea Nacional ha tomado las 
debidas providencias para que los Tratados y Convenios de 
Derechos Humanos empaten con el nuevo Estado 
Constitucional de Derechos y Justicia Social? 
  
7. ¿A su arecer la Administración de Justicia aplica los Tratados y 
Convenios de Derechos Humanos? 
  
8. ¿Considera Usted que la Administración de Justicia al dictar 
fallos, sentencias y resoluciones motiva y fundamenta su 
criterio a la luz de los Tratados y Convenios de Derechos 
Humanos? 
  
9. ¿Opina Usted que los operadores de justicia interpretan los 
Tratados y Convenios de Derechos Humanos a la luz del 
principio pro homine? 
  
10. ¿Según su apreciación, los principios universales de 
ponderación y pro homine están presentes en los fallos, 
sentencias y resoluciones emanadas por la Administración de 
Justicia? 
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4.4.  ELABORACIÓN DE GRÁFICOS Y CUADROS ESTADÍSTICOS 
 
El tema propuesto  “INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS RELATIVAS A 
DERECHOS HUMANOS CONTENIDAS EN TRATADOS INTERNACIONALES  A 
LA LUZ DEL PRINCIPIO CONSTITUCIONAL PRO HOMINE POR PARTE DE 
LOS ADMINISTRADORES  DE JUSTICIA DEL ECUADOR”, dentro del universo 
investigado, arrojó importantes resultados que permiten de manera directa apreciar el criterio 
de los ciudadanos, principales usuarios de la Administración de Justicia. 
 
Cabe asimismo señalar que, si bien es cierto el Ecuador, desde la revolución liberal 
comandada por el General Eloy Alfaro se destacó a nivel Latinoamericano por suscribir y 
ratificar ávidamente los Tratados y Convenios Internacionales de Derechos Humanos, 
configurándose como el principal receptor de las metas humanitarias trazadas por la 
Comunidad Internacional; hoy, tales esfuerzos no han logrado concretarse, por falta de 
voluntad política, a pesar de ser un Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social. 
 
Lo cual deja un enorme sin sabor a la ciudadanía ecuatoriana que vio en los últimos 
esfuerzos reformistas una bandera de cambio de rumbo, del lirismo constitucional hacia la 
plena practicidad. Sin embargo las buenas intenciones de los asambleístas constituyentes de 



































¿Usted conoce que el Ecuador ha suscrito y 














¿A su parecer el Ecuador es uno de los países 
que más compromisos ha adquirido con la 
Comunidad Internacional? 

















¿Según su opinión el Ecuador, históricamente, 
en Latinoamérica, es pionero en la suscripción y 















¿Bajo su óptica los compromisos internacionales 
adquiridos por el Ecuador, se viabilizan en el 
quehacer jurídico nacional? 



















¿Piensa Usted que nuestro vigente 
Ordenamiento Jurídico Nacional se solidariza y 
adecúa a los compromisos internacionales 
adquiridos por el Estado ecuatoriano vía 










¿Considera Usted que la Asamblea Nacional ha 
tomado las debidas providencias para que los 
Tratados y Convenios de Derechos Humanos 
empaten con el nuevo Estado Constitucional de 
Derechos y Justicia Social? 



















¿A su parecer la Administración de Justicia 














¿Considera Usted que la Administración de 
Justicia al dictar fallos, sentencias y 
resoluciones motiva y fundamenta su criterio a 
la luz de los Tratados y Convenios de Derechos 
Humanos? 




















¿Opina Usted que los operadores de justicia 
interpretan los Tratados y Convenios de 














¿Según su apreciación, los principios 
universales de ponderación y pro homine están 
presentes en los fallos, sentencias y 
resoluciones emanadas por la Administración de 
Justicia? 
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4.5.  ANÁLISIS DE RESULTADOS 
 
De los resultados obtenidos se puede manifestar: 
 
 Que los ecuatorianos aprecian y valoran la voluntad estatal de adquirir fecundamente 
los esfuerzos impulsados por la Comunidad Internacional traducidos en Tratados y 
Convenios de Derechos Humanos. 
 
 Que es plausible la ubicación internacional del Ecuador como pionero en la 
suscripción y ratificación de los Tratados y Convenios de Derechos Humanos. 
 
 Que lamentablemente la labor legislativa de la pasada Asamblea Constituyente y de 
la actual Asamblea Nacional, no permitió que de manera adecuada, como se 
aspiraba, los Tratados y Convenios de Derechos Humanos alcancen total viabilidad. 
 
 Que la Asamblea Nacional ha realizados muy pocos esfuerzos para sintonizar a 
nuestro Ordenamiento Jurídico Nacional con los Tratados y Convenios de Derechos 
Humanos. 
 
 Que los operadores de justicia no acogen los Tratados y Convenios de Derechos 
Humanos a pesar de que los mismos gozan del mismo rango normativo que la 
Constitución de la República. 
 
 Que los administradores de justicia, a pesar de ser su obligación interpretar los 
Tratados y Convenios de Derechos Humanos, para ponderar sus fallos a la luz del 
pro homine, no lo hacen. 
 
 Que muy pocos operadores judiciales conocen y aplican adecuadamente el principio 
pro homine. 
 
 Que contados administradores de justicia ponderan, motivan y fundamentan sus 
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4.6.  COMPROBACIÓN DE HIPÓTESIS 
 
La presente investigación es fruto de la siguiente hipótesis:  
 
En nuestro Ecuador, a pesar de encontrarse vigente el Mandato Constitucional 
que obliga de manera imperativa a los Operadores de Justicia a motivar y 
fundamentar sus resoluciones, sentencias y fallos a luz del pro homine tanto los 
Tratados Internacionales de Derechos Humanos y las normas constitucionales los 
Operadores de Justicia se niegan a cumplir con tal obligación, inobservancia que ha 
llevado a la vulneración anárquica de vastos derechos y garantías constitucionales. 
 
Lamentablemente al culminar la presente investigación se puede manifestar que en 
efecto, los administradores, operadores y funcionarios de la Administración de justicia no 
ponderaran sus fallos, sentencias y resoluciones, al punto de que las mismas se encuentran 
huérfanas de motivación y fundamentación, siendo notaria la ausencia del principio universal 
y constitucional del pro homine. 
 
Muy a pesar de que la nueva estructura estatal Constitucional de Derechos y Justicia 
Social de manera directa e imperativa obliga a los operadores de justicia a interpretar tanto la 
Constitución de la República como los Tratados Internacionales de Derechos Humanos y la 
propia ley, para dictar fallos, sentencias y resoluciones a la luz del pro homine, de manera 
anárquica y contraviniendo los cimientos del nuevo Estado garantista, los funcionarios 
judiciales siguen haciendo de la justicia el emblema del desacato. 
 
Todo lo cual deja mucho que desear, internamente ha llevado a una evidente 
inseguridad jurídica y a la incredibilidad de los medios legítimos para reclamar justicia, y a 
nivel internacional ha llevado a ubicar al Ecuador como un Estado desobediente que hace de 
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CAPÍTULO V 
5.  PROPUESTA 
5.1.   TÍTULO:     
     
 “Viabilidad de los Tratados Internacionales de  
Derechos Humanos en los fallos, sentencias y resoluciones 
emitidos por la Administración de Justicia”. 
 
5.2.   OBJETIVOS:  
 
Permitir que los Tratados Internacionales de Derechos Humanos suscritos y 
ratificados por el Ecuador alcance plena realización en los fallos, sentencias y resoluciones 
emanados por la Administración de Justicia. 
 
Exigir a los operadores de justicia a interpretar los Tratados Internacionales de 
Derechos Humanos al dictar sus fallos, sentencias y resoluciones. 
 
Obligar a los administradores de justicia a motivas y fundamentar sus fallos a la luz 
de lo dispuesto en los Tratados Internacionales de Derechos Humanos. 
 
Concretar en la práctica los Tratados Internacionales de Derechos Humanos, bajo los 
principios de la ponderación y el pro homine. 
 
5.3.   RAMA DEL DERECHO:  
 
Derecho Constitucional 
Derecho Internacional Público 
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5.4.  ANTEPROYECTO DE LEY REFORMATORIA A LA CONSTITUCIÓN 
DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR 2008 
 




Que:  Los Tratados Internacionales de Derechos Humanos son compromisos 
internacionales adquiridos ineludibles. 
 
Que: La nueva estructura estatal obliga a acoger los Tratados Internacionales de 
Derechos Humanos. 
 
Que: Constitucionalmente, se garantiza a todas y todos los ecuatorianos el buen 
vivir, una vida digna, de paz, hermandad y solidaridad. 
 
Que: Es deber del Estado ecuatoriano, cumplir con los compromisos adquiridos 
con la Comunidad Internacional, dando atención prioritaria al buen vivir. 
 
E X P I D E: 
 
La siguiente reforma a la Constitución de la República: 
 
Art. … .- “Los operadores y administradores de justicia de manera irrestricta deben 
motivar y fundamentar sus fallos, sentencias y resoluciones a la luz del principio universal del pro 
homine; ponderando los derechos y garantías de las partes procesales contenidas dentro de los 













 La Comunidad Internacional, desde la primera guerra mundial hasta nuestros días se 
ha mostrado extremadamente preocupada por la concreción real y práctica de los 
Derechos Humanos en los Estados Miembros. 
 
 Bajo esa línea de acción la Comunidad Internacional ha creado Organismos 
Internacionales que aseguren el cumplimiento irrestricto de los Derechos Humanos. 
Sin embargo, en el camino para alcanzar tan ansiada meta, la Comunidad 
Internacional ha debido sortear más de un obstáculo. 
 
 La diversidad estructural de los Estados miembros de la Comunidad Internacional, 
se ha constituido en el principal límite de concreción. 
 
 Desde varias décadas atrás el Estado ecuatoriano ha sido pionero en la suscripción y 
ratificación de los Tratados Internacionales de Derechos Humanos. 
 
 Lamentablemente la inacción legislativa ha llevado a que los mismos no alcancen la 
practicidad deseada. 
 
 Sin embargo hoy, con la innovación estructural del Estado ecuatoriano, que posó de 
ser un Estado Social de Derecho a un Estado Constitucional de Derechos y Justicia 
Social se esperaba que los Tratados Internacionales de Derechos Humanos alcancen 
real practicidad. 
 
 Tanto más si se toma en cuenta que el texto del Mandato Constitucional y el Código 
Orgánico de la Función Judicial acogen el principio universal pro homine. Incluso 
manifiestan la obligación de los operadores de justicia a motivar y fundamentar sus 
fallos, tristemente, los Tratados Internacionales de Derechos Humanos, son 










 Promulgar el proyecto de ley reformatoria a la Constitución de la República del 
Ecuador 2008, que mediante esta investigación se impulsa. 
 
 Crear políticas judiciales que encaminen a los operadores de justicia a motivar y 
fundamentar sus fallos, sentencias y resoluciones a la luz del pro homine. 
 
 Establecer controles de calidad en la Administración de Justicia, para verificar la 
concreción real de los Tratados Internacionales de Derechos Humanos. 
 
 Dictar seminarios que aborden la importancia de Tratados Internacionales de 
Derechos Humanos dentro del vigente Estado Constitucional de Derechos y Justicia 
Social. 
 
 Incorporar a la malla curricular la asignatura universitaria de Tratados 
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San José, Costa Rica 7 al 22 de noviembre de 1969 
 




Los Estados Americanos signatarios de la presente Convención, 
 
Reafirmando su propósito de consolidar en este Continente, dentro del cuadro de las 
instituciones democráticas, un régimen de libertad personal y de justicia social, fundado en 
el respeto de los derechos esenciales del hombre; 
 
Reconociendo que los derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacional de 
determinado Estado, sino que tienen como fundamento los atributos de la persona humana, 
razón por la cual justifican una protección internacional, de naturaleza convencional 
coadyuvante o complementaria de la que ofrece el derecho interno de los Estados 
americanos; 
 
Considerando que estos principios han sido consagrados en la Carta de la Organización de 
los Estados Americanos, en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre y en la Declaración Universal de los Derechos Humanos que han sido reafirmados 
y desarrollados en otros instrumentos internacionales, tanto de ámbito universal como 
regional; 
 
Reiterando que, con arreglo a la Declaración Universal de los Derechos Humanos, sólo 
puede realizarse el ideal del ser humano libre, exento del temor y de la miseria, si se crean 
condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos económicos, sociales y 
culturales, tanto como de sus derechos civiles y políticos, y Considerando que la Tercera 
Conferencia Interamericana Extraordinaria (Buenos Aires, 1967) aprobó la incorporación a 
la propia Carta de la Organización de normas más amplias sobre derechos económicos, 
sociales y educacionales y resolvió que una convención interamericana sobre derechos 
humanos determinara la estructura, competencia y procedimiento de los órganos encargados 
de esa materia, 
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Han convenido en lo siguiente: 
 
PARTE I - DEBERES DE LOS ESTADOS Y DERECHOS PROTEGIDOS 
 
CAPITULO I - ENUMERACIÓN DE DEBERES 
 
Artículo 1.  Obligación de Respetar los Derechos 
 
1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y 
libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que 
esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, 
idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, 
posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 
 
2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano. 
 
Artículo 2. Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno 
 
Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere ya 
garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se 
comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las 
disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren 
necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades. 
 
 
CAPÍTULO II - DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS 
 
Artículo 3.  Derecho al Reconocimiento de la Personalidad Jurídica 
 
Toda persona tiene derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica. 
 
Artículo 4.  Derecho a la Vida 
 
1. Toda persona tiene derecho a que se respete su vida.  Este derecho estará protegido por la 
ley y, en general, a partir del momento de la concepción.  Nadie puede ser privado de la vida 
arbitrariamente. 
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2. En los países que no han abolido la pena de muerte, ésta sólo podrá imponerse por los 
delitos más graves, en cumplimiento de sentencia ejecutoriada de tribunal competente y de 
conformidad con una ley que establezca tal pena, dictada con anterioridad a la comisión del 
delito.  Tampoco se extenderá su aplicación a delitos a los cuales no se la aplique 
actualmente. 
 
3. No se restablecerá la pena de muerte en los Estados que la han abolido. 
 
4. En ningún caso se puede aplicar la pena de muerte por delitos políticos ni comunes 
conexos con los políticos. 
 
5. No se impondrá la pena de muerte a personas que, en el momento de la comisión del 
delito, tuvieren menos de dieciocho años de edad o más de setenta, ni se le aplicará a las 
mujeres en estado de gravidez. 
 
6. Toda persona condenada a muerte tiene derecho a solicitar la amnistía, el indulto o la 
conmutación de la pena, los cuales podrán ser concedidos en todos los casos.  No se puede 
aplicar la pena de muerte mientras la solicitud esté pendiente de decisión ante autoridad 
competente. 
 
Artículo 5.  Derecho a la Integridad Personal 
 
1. Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral. 
 
2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes.  Toda persona privada de libertad será tratada con el respeto debido a la 
dignidad inherente al ser humano. 
 
3. La pena no puede trascender de la persona del delincuente. 
 
4. Los procesados deben estar separados de los condenados, salvo en circunstancias  
excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento adecuado a su condición de personas no 
condenadas. 
 
5. Cuando los menores puedan ser procesados, deben ser separados de los adultos y llevados 
ante tribunales especializados, con la mayor celeridad posible, para su tratamiento. 
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6. Las penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial la reforma y la 
readaptación social de los condenados. 
 
Artículo 6.  Prohibición de la Esclavitud y Servidumbre 
 
1. Nadie puede ser sometido a esclavitud o servidumbre, y tanto éstas, como la trata de 
esclavos y la trata de mujeres están prohibidas en todas sus formas. 
 
2. Nadie debe ser constreñido a ejecutar un trabajo forzoso u obligatorio.  En los países 
donde ciertos delitos tengan señalada pena privativa de la libertad acompañada de trabajos 
forzosos, esta disposición no podrá ser interpretada en el sentido de que prohíbe el 
cumplimiento de dicha pena impuesta por juez o tribunal competente.  El trabajo forzoso no 
debe afectar a la dignidad ni a la capacidad física e intelectual del recluido. 
3. No constituyen trabajo forzoso u obligatorio, para los efectos de este artículo: 
 
a. los trabajos o servicios que se exijan normalmente de una persona recluida en 
cumplimiento de una sentencia o resolución formal dictada por la autoridad judicial 
competente.  Tales trabajos o servicios deberán realizarse bajo la vigilancia y control de las 
autoridades públicas, y los individuos que los efectúen no serán puestos a disposición de 
particulares, compañías o personas jurídicas de carácter privado; 
 
b. el servicio militar y, en los países donde se admite exención por razones de conciencia, el 
servicio nacional que la ley establezca en lugar de aquél; 
 
c. el servicio impuesto en casos de peligro o calamidad que amenace la existencia o el 
bienestar de la comunidad, y 
 
d. el trabajo o servicio que forme parte de las obligaciones cívicas normales. 
 
Artículo 7.  Derecho a la Libertad Personal 
 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal. 
 
3. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones 
fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados Partes o por las leyes 
dictadas conforme a ellas. 
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3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios. 
 
4. Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su detención y 
notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados contra ella. 
 
5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro 
funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser 
juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe 
el proceso. Su libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia 
en el juicio. 
 
6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal 
competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detención 
y ordene su libertad si el arresto o la detención fueran ilegales.  En los Estados Partes cuyas 
leyes prevén que toda persona que se viera amenazada de ser privada de su libertad tiene 
derecho a recurrir a un juez o tribunal competente a fin de que éste decida sobre la legalidad 
de tal amenaza, dicho recurso no puede ser restringido ni abolido.  Los recursos podrán 
interponerse por sí o por otra persona. 
 
7. Nadie será detenido por deudas.  Este principio no limita los mandatos de autoridad 
judicial competente dictados por incumplimientos de deberes alimentarios. 
 
Artículo 8.  Garantías Judiciales 
 
1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo 
razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con 
anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra 
ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o 
de cualquier otro carácter. 
 
2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras 
no se establezca legalmente su culpabilidad.  Durante el proceso, toda persona tiene 
derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: 
 
a) derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o intérprete, si no 
comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal; 
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b) comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada; 
 
c) concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su 
defensa; 
 
d) derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de 
su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor; 
 
e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, 
remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo 
ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley; 
 
f) derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la 
comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los 
hechos; 
 
g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable, y 
 
h) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior. 
 
3. La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de ninguna 
naturaleza. 
 
4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo juicio por 
los mismos hechos. 
 
5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para preservar los 
intereses de la justicia. 
 
Artículo 9.  Principio de Legalidad y de Retroactividad 
 
Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de cometerse no 
fueran delictivos según el derecho aplicable.  Tampoco se puede imponer pena más grave 
que la aplicable en el momento de la comisión del delito.  Si con posterioridad a la comisión 
del delito la ley dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de 
ello. 
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Artículo 10.  Derecho a Indemnización 
 
Toda persona tiene derecho a ser indemnizada conforme a la ley en caso de haber sido 
condenada en sentencia firme por error judicial. 
 
Artículo 11.  Protección de la Honra y de la Dignidad 
 
1. Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad. 
 
2. Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su 
familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o 
reputación. 
 
3. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos 
ataques. 
 
Artículo 12.  Libertad de Conciencia y de Religión 
 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad de conciencia y de religión.  Este derecho 
implica la libertad de conservar su religión o sus creencias, o de cambiar de religión 
o de creencias, así como la libertad de profesar y divulgar su religión o sus 
creencias, individual o colectivamente, tanto en público como en privado. 
 
2. Nadie puede ser objeto de medidas restrictivas que puedan menoscabar la libertad 
de conservar su religión o sus creencias o de cambiar de religión o de creencias. 
 
3. La libertad de manifestar la propia religión y las propias creencias está sujeta 
únicamente a las limitaciones prescritas por la ley y que sean necesarias para 
proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos o los derechos o 
libertades de los demás. 
 
4. Los padres, y en su caso los tutores, tienen derecho a que sus hijos o pupilos reciban 
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Artículo 13.  Libertad de Pensamiento y de Expresión 
 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión.  Este derecho 
comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin 
consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o 
por cualquier otro procedimiento de su elección. 
 
2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa 
censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por la 
ley y ser necesarias para asegurar: 
 
a)  el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o 
 
b) la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas. 
 
3. No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios indirectos, tales como el 
abuso de controles oficiales o particulares de papel para periódicos, de frecuencias 
radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión de información o por 
cualesquiera otros medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación de ideas 
y opiniones. 
 
4. Los espectáculos públicos pueden ser sometidos por la ley a censura previa con el 
exclusivo objeto de regular el acceso a ellos para la protección moral de la infancia y la 
adolescencia, sin perjuicio de lo establecido en el inciso 2. 
 
5. Estará prohibida por la ley toda propaganda en favor de la guerra y toda apología del odio 
nacional, racial o religioso que constituyan incitaciones a la violencia o cualquier otra 
acción ilegal similar contra cualquier persona o grupo de personas, por ningún motivo, 
inclusive los de raza, color, religión, idioma u origen nacional. 
 
Artículo 14.  Derecho de Rectificación o Respuesta 
 
1. Toda persona afectada por informaciones inexactas o agraviantes emitidas en su perjuicio 
a través de medios de difusión legalmente reglamentada y que se dirijan al público en 
general, tiene derecho a efectuar por el mismo órgano de difusión su rectificación o 
respuesta en las condiciones que establezca la ley. 
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2. En ningún caso la rectificación o la respuesta eximirán de las otras responsabilidades 
legales en que se hubiese incurrido. 
 
3. Para la efectiva protección de la honra y la reputación, toda publicación o empresa 
periodística, cinematográfica, de radio o televisión tendrá una persona responsable que no 
esté protegida por inmunidades ni disponga de fuero especial. 
 
Artículo 15.  Derecho de Reunión 
 
Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas.  El ejercicio de tal derecho sólo 
puede estar sujeto a las restricciones previstas por la ley, que sean necesarias en una 
sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad o del orden 
públicos, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos o libertades de los 
demás. 
 
Artículo 16.  Libertad de Asociación 
 
1. Todas las personas tienen derecho a asociarse libremente con fines ideológicos, 
religiosos, políticos, económicos, laborales, sociales, culturales, deportivos o de cualquiera 
otra índole. 
 
2. El ejercicio de tal derecho sólo puede estar sujeto a las restricciones previstas por la ley 
que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la 
seguridad o del orden públicos, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos y 
libertades de los demás. 
 
3. Lo dispuesto en este artículo no impide la imposición de restricciones legales, y aun la 
privación del ejercicio del derecho de asociación, a los miembros de las fuerzas armadas y 
de la policía. 
 
Artículo 17.  Protección a la Familia 
 
1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe ser protegida 
por la sociedad y el Estado. 
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2. Se reconoce el derecho del hombre y la mujer a contraer matrimonio y a fundar una 
familia si tienen la edad y las condiciones requeridas para ello por las leyes internas, en la 
medida en que éstas no afecten al principio de no discriminación establecido en esta 
Convención. 
 
3. El matrimonio no puede celebrarse sin el libre y pleno consentimiento de los 
contrayentes. 
 
4. Los Estados Partes deben tomar medidas apropiadas para asegurar la igualdad de 
derechos y la adecuada equivalencia de responsabilidades de los cónyuges en cuanto al 
matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del mismo.  En caso de 
disolución, se adoptarán disposiciones que aseguren la protección necesaria de los hijos, 
sobre la base única del interés y conveniencia de ellos. 
 
5. La ley debe reconocer iguales derechos tanto a los hijos nacidos fuera de matrimonio 
como a los nacidos dentro del mismo. 
 
Artículo 18.  Derecho al Nombre 
 
Toda persona tiene derecho a un nombre propio y a los apellidos de sus padres o al de uno 
de ellos.  La ley reglamentará la forma de asegurar este derecho para todos, mediante 
nombres supuestos, si fuere necesario. 
 
Artículo 19.  Derechos del Niño 
 
Todo niño tiene derecho a las medidas de protección que su condición de menor requieren 
por parte de su familia, de la sociedad y del Estado. 
 
Artículo 20.  Derecho a la Nacionalidad 
 
1. Toda persona tiene derecho a una nacionalidad. 
 
2. Toda persona tiene derecho a la nacionalidad del Estado en cuyo territorio nació si no 
tiene derecho a otra. 
 
3. A nadie se privará arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho a cambiarla. 
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Artículo 21.  Derecho a la Propiedad Privada 
 
1. Toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes.  La ley puede subordinar tal uso y 
goce al interés social. 
 
2. Ninguna persona puede ser privada de sus bienes, excepto mediante el pago de 
indemnización justa, por razones de utilidad pública o de interés social y en los casos y 
según las formas establecidas por la ley. 
 
3. Tanto la usura como cualquier otra forma de explotación del hombre por el hombre, 
deben ser prohibidas por la ley. 
 
Artículo 22.  Derecho de Circulación y de Residencia 
 
1. Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado tiene derecho a circular 
por el mismo y, a residir en él con sujeción a las disposiciones legales. 
 
2. Toda persona tiene derecho a salir libremente de cualquier país, inclusive del propio. 
 
3. El ejercicio de los derechos anteriores no puede ser restringido sino en virtud de una ley, 
en la medida indispensable en una sociedad democrática, para prevenir infracciones penales 
o para proteger la seguridad nacional, la seguridad o el orden públicos, la moral o la salud 
públicas o los derechos y libertades de los demás. 
 
4. El ejercicio de los derechos reconocidos en el inciso 1 puede asimismo ser restringido por 
la ley, en zonas determinadas, por razones de interés público. 
 
5. Nadie puede ser expulsado del territorio del Estado del cual es nacional, ni ser privado del 
derecho a ingresar en el mismo. 
 
6. El extranjero que se halle legalmente en el territorio de un Estado parte en la presente 
Convención, sólo podrá ser expulsado de él en cumplimiento de una decisión adoptada 
conforme a la ley. 
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7. Toda persona tiene el derecho de buscar y recibir asilo en territorio extranjero en caso de 
persecución por delitos políticos o comunes conexos con los políticos y de acuerdo con 
la legislación de cada Estado y los convenios internacionales. 
 
8. En ningún caso el extranjero puede ser expulsado o devuelto a otro país, sea o no de 
origen, donde su derecho a la vida o a la libertad personal está en riesgo de violación a causa 
de raza, nacionalidad, religión, condición social o de sus opiniones políticas. 
 
9. Es prohibida la expulsión colectiva de extranjeros. 
 
Artículo 23.  Derechos Políticos 
 
1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades: 
 
a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de 
representantes libremente elegidos; 
 
b) de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio 
universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los 
electores, y 
 
c) de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país. 
 
2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el 
inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, 
instrucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal. 
 
Artículo 24.  Igualdad ante la Ley 
 
Todas las personas son iguales ante la ley.  En consecuencia, tienen derecho, sin 
discriminación, a igual protección de la ley. 
 
Artículo 25.  Protección Judicial 
 
1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso 
efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus 
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derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, 
aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones 
oficiales. 
 
2. Los Estados Partes se comprometen: 
 
a) a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado decidirá 
sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso; 
 
b) a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y 
 
c) a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se 




DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES 
 
Artículo 26.  Desarrollo Progresivo 
 
Los Estados Partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel interno como 
mediante la cooperación internacional, especialmente económica y técnica, para lograr 
progresivamente la plena efectividad de los derechos que se derivan de las normas 
económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la 
Organización de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires, en la 




SUSPENSIÓN DE GARANTÍAS, INTERPRETACIÓN Y APLICACIÓN  
 
Artículo 27.  Suspensión de Garantías 
 
1. En caso de guerra, de peligro público o de otra emergencia que amenace la independencia 
o seguridad del Estado parte, éste podrá adoptar disposiciones que, en la medida y por el 
tiempo estrictamente limitados a las exigencias de la situación, suspendan las obligaciones 
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contraídas en virtud de esta Convención, siempre que tales disposiciones no sean 
incompatibles con las demás obligaciones que les impone el derecho internacional y no 
entrañen discriminación alguna fundada en motivos de raza, color, sexo, idioma, religión u 
origen social. 
 
2. La disposición precedente no autoriza la suspensión de los derechos determinados en los 
siguientes artículos: 3 (Derecho al Reconocimiento de la Personalidad Jurídica); 4 (Derecho 
a la Vida); 5 (Derecho a la Integridad Personal); 6 (Prohibición de la Esclavitud y 
Servidumbre); 9 (Principio de Legalidad y de Retroactividad); 12 (Libertad de Conciencia y 
de Religión); 17 (Protección a la Familia); 18 (Derecho al Nombre); 19 (Derechos del 
Niño); 20 (Derecho a la Nacionalidad), y 23 (Derechos Políticos), ni de las garantías 
judiciales indispensables para la protección de tales derechos. 
 
3. Todo Estado parte que haga uso del derecho de suspensión deberá informar 
inmediatamente a los demás Estados Partes en la presente Convención, por conducto del 
Secretario General de la Organización de los Estados Americanos, de las disposiciones cuya 
aplicación haya suspendido, de los motivos que hayan suscitado la suspensión y de la fecha 
en que haya dado por terminada tal suspensión. 
 
Artículo 28.  Cláusula Federal 
 
1. Cuando se trate de un Estado parte constituido como Estado Federal, el gobierno nacional 
de dicho Estado parte cumplirá todas las disposiciones de la presente Convención 
relacionadas con las materias sobre las que ejerce jurisdicción legislativa y judicial. 
 
2. Con respecto a las disposiciones relativas a las materias que corresponden a la 
jurisdicción de las entidades componentes de la federación, el gobierno nacional debe tomar 
de inmediato las medidas pertinentes, conforme a su constitución y sus leyes, a fin de que 
las autoridades competentes de dichas entidades puedan adoptar las disposiciones del caso 
para el cumplimiento de esta Convención. 
 
3. Cuando dos o más Estados Partes acuerden integrar entre sí una federación u otra clase de 
asociación, cuidarán de que el pacto comunitario correspondiente contenga las disposiciones 
necesarias para que continúen haciéndose efectivas en el nuevo Estado así organizado, las 
normas de la presente Convención. 
 
 114   
 
Artículo 29.  Normas de Interpretación 
 
Ninguna disposición de la presente Convención puede ser interpretada en el sentido de: 
 
a) permitir a alguno de los Estados Partes, grupo o persona, suprimir el goce y ejercicio de 
los derechos y libertades reconocidos en la Convención o limitarlos en mayor medida que la 
prevista en ella; 
 
b) limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido de 
acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados Partes o de acuerdo con otra convención 
en que sea parte uno de dichos Estados; 
 
c) excluir otros derechos y garantías que son inherentes al ser humano o que se derivan de la 
forma democrática representativa de gobierno, y 
 
d) excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaración Americana de Derechos y 
Deberes del Hombre y otros actos internacionales de la misma naturaleza. 
 
Artículo 30.  Alcance de las Restricciones 
 
Las restricciones permitidas, de acuerdo con esta Convención, al goce y ejercicio de los 
derechos y libertades reconocidas en la misma, no pueden ser aplicadas sino conforme a 
leyes que se dictaren por razones de interés general y con el propósito para el cual han sido 
establecidas. 
 
Artículo 31.  Reconocimiento de Otros Derechos 
 
Podrán ser incluidos en el régimen de protección de esta Convención otros derechos y 
libertades que sean reconocidos de acuerdo con los procedimientos establecidos en los 




DEBERES DE LAS PERSONAS  
 
Artículo 32.  Correlación entre Deberes y Derechos 
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1. Toda persona tiene deberes para con la familia, la comunidad y la humanidad. 
2. Los derechos de cada persona están limitados por los derechos de los demás, por la 
seguridad de todos y por las justas exigencias del bien común, en una sociedad democrática.  
 








Son competentes para conocer de los asuntos relacionados con el cumplimiento de los  
compromisos contraídos por los Estados Partes en esta Convención: 
 
a) la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, llamada en adelante la Comisión, y 
 




LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
 




La Comisión Interamericana de Derechos Humanos se compondrá de siete miembros, que 





La Comisión representa a todos los miembros que integran la Organización de los Estados 
Americanos. 
 




1. Los Miembros de la Comisión serán elegidos a título personal por la Asamblea General 
de la Organización de una lista de candidatos propuestos por los gobiernos de los Estados 
miembros. 
 
2. Cada uno de dichos gobiernos puede proponer hasta tres candidatos, nacionales del 
Estado que los proponga o de cualquier otro Estado miembro de la Organización de los 
Estados Americanos.  Cuando se proponga una terna, por lo menos uno de los candidatos 




1. Los miembros de la Comisión serán elegidos por cuatro años y sólo podrán ser reelegidos 
una vez, pero el mandato de tres de los miembros designados en la primera elección expirará 
al cabo de dos años.  Inmediatamente después de dicha elección se determinarán por sorteo 
en la Asamblea General los nombres de estos tres miembros. 
 




Las vacantes que ocurrieren en la Comisión, que no se deban a expiración normal del 
mandato, se llenarán por el Consejo Permanente de la Organización de acuerdo con lo que 




La Comisión preparará su Estatuto, lo someterá a la aprobación de la Asamblea General, y 




Los servicios de Secretaría de la Comisión deben ser desempeñados por la unidad funcional 
especializada que forma parte de la Secretaría General de la Organización y debe disponer 
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de los recursos necesarios para cumplir las tareas que le sean encomendadas por la 
Comisión. 
 




La Comisión tiene la función principal de promover la observancia y la defensa de los 
derechos humanos, y en el ejercicio de su mandato tiene las siguientes funciones y 
atribuciones: 
 
a) estimular la conciencia de los derechos humanos en los pueblos de América; 
 
b) formular recomendaciones, cuando lo estime conveniente, a los gobiernos de los Estados 
miembros para que adopten medidas progresivas en favor de los derechos humanos dentro 
del marco de sus leyes internas y sus preceptos constitucionales, al igual que disposiciones 
apropiadas para fomentar el debido respeto a esos derechos; 
 
c) preparar los estudios e informes que considere convenientes para el desempeño de sus 
funciones; 
 
d) solicitar de los gobiernos de los Estados miembros que le proporcionen informes sobre 
las medidas que adopten en materia de derechos humanos; 
 
e) atender las consultas que, por medio de la Secretaría General de la Organización de los 
Estados Americanos, le formulen los Estados miembros en cuestiones relacionadas con los 
derechos humanos y, dentro de sus posibilidades, les prestará el asesoramiento que éstos le 
soliciten; 
 
f) actuar respecto de las peticiones y otras comunicaciones en ejercicio de su autoridad de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 44 al 51 de esta Convención, y 
 








Los Estados Partes deben remitir a la Comisión copia de los informes y estudios que en sus 
respectivos campos someten anualmente a las Comisiones Ejecutivas del Consejo 
Interamericano Económico y Social y del Consejo Interamericano para la Educación, la 
Ciencia y la Cultura, a fin de que aquella vele porque se promuevan los derechos derivados 
de las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la 





Los Estados Partes se obligan a proporcionar a la Comisión las informaciones que ésta les 
solicite sobre la manera en que su derecho interno asegura la aplicación efectiva de 
cualesquiera disposiciones de esta Convención. 
 




Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente reconocida 
en uno o más Estados miembros de la Organización, puede presentar a la Comisión 





1. Todo Estado parte puede, en el momento del depósito de su instrumento de ratificación o 
adhesión de esta Convención, o en cualquier momento posterior, declarar que reconoce la 
competencia de la Comisión para recibir y examinar las comunicaciones en que un Estado 
parte alegue que otro Estado parte ha incurrido en violaciones de los derechos humanos 
establecidos en esta Convención. 
 
2. Las comunicaciones hechas en virtud del presente artículo sólo se pueden admitir y 
examinar si son presentadas por un Estado parte que haya hecho una declaración por la cual 
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reconozca la referida competencia de la Comisión.  La Comisión no admitirá ninguna 
comunicación contra un Estado parte que no haya hecho tal declaración. 
 
3. Las declaraciones sobre reconocimiento de competencia pueden hacerse para que ésta rija 
por tiempo indefinido, por un período determinado o para casos específicos. 
 
4. Las declaraciones se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los 





1. Para que una petición o comunicación presentada conforme a los artículos 44 ó 45 sea 
admitida por la Comisión, se requerirá: 
 
a) que se hayan interpuesto y agotado los recursos de jurisdicción interna, conforme a los 
principios del Derecho Internacional generalmente reconocidos; 
 
b) que sea presentada dentro del plazo de seis meses, a partir de la fecha en que el presunto 
lesionado en sus derechos haya sido notificado de la decisión definitiva; 
 
c) que la materia de la petición o comunicación no esté pendiente de otro procedimiento de 
arreglo internacional, y 
 
d) que en el caso del artículo 44 la petición contenga el nombre, la nacionalidad, la 
profesión, el domicilio y la firma de la persona o personas o del representante legal de la 
entidad que somete la petición. 
 
2. Las disposiciones de los incisos 1.a. y 1.b. del presente artículo no se aplicarán cuando: 
 
a) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para 
la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; 
 
b) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos de la 
jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos, y 
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La Comisión declarará inadmisible toda petición o comunicación presentada de acuerdo con 
los artículos 44 ó 45 cuando: 
 
a) falte alguno de los requisitos indicados en el artículo 46; 
 
b) no exponga hechos que caractericen una violación de los derechos garantizados por esta 
Convención; 
 
c) resulte de la exposición del propio peticionario o del Estado manifiestamente infundada la 
petición o comunicación o sea evidente su total improcedencia, y 
 
d) sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya examinada 
por la Comisión u otro organismo internacional. 
 




1. La Comisión, al recibir una petición o comunicación en la que se alegue la violación de 
cualquiera de los derechos que consagra esta Convención, procederá en los siguientes 
términos: 
 
a) si reconoce la admisibilidad de la petición o comunicación solicitará informaciones al 
Gobierno del Estado al cual pertenezca la autoridad señalada como responsable de la 
violación alegada, transcribiendo las partes pertinentes de la petición o 
comunicación.  Dichas informaciones deben ser enviadas dentro de un plazo razonable, 
fijado por la Comisión al considerar las circunstancias de cada caso; 
 
b) recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, 
verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación.  De no existir o 
subsistir, mandará archivar el expediente; 
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c) podrá también declarar la inadmisibilidad o la improcedencia de la petición o 
comunicación, sobre la base de una información o prueba sobrevinientes; 
 
d) si el expediente no se ha archivado y con el fin de comprobar los hechos, la Comisión 
realizará, con conocimiento de las partes, un examen del asunto planteado en la petición o 
comunicación.  Si fuere necesario y conveniente, la Comisión realizará una investigación 
para cuyo eficaz cumplimiento solicitará, y los Estados interesados le proporcionarán, todas 
las facilidades necesarias; 
 
e) podrá pedir a los Estados interesados cualquier información pertinente y recibirá, si así se 
le solicita, las exposiciones verbales o escritas que presenten los interesados; 
 
f) se pondrá a disposición de las partes interesadas, a fin de llegar a una solución amistosa 
del asunto fundada en el respeto a los derechos humanos reconocidos en esta Convención. 
 
2. Sin embargo, en casos graves y urgentes, puede realizarse una investigación previo 
consentimiento del Estado en cuyo territorio se alegue haberse cometido la violación, tan 
sólo con la presentación de una petición o comunicación que reúna todos los requisitos 




Si se ha llegado a una solución amistosa con arreglo a las disposiciones del inciso 1.f. del 
artículo 48 la Comisión redactará un informe que será transmitido al peticionario y a los 
Estados Partes en esta Convención y comunicado después, para su publicación, al Secretario 
General de la Organización de los Estados Americanos.  Este informe contendrá una breve 
exposición de los hechos y de la solución lograda.  Si cualquiera de las partes en el caso lo 




1. De no llegarse a una solución, y dentro del plazo que fije el Estatuto de la Comisión, ésta 
redactará un informe en el que expondrá los hechos y sus conclusiones.  Si el informe no 
representa, en todo o en parte, la opinión unánime de los miembros de la Comisión, 
cualquiera de ellos podrá agregar a dicho informe su opinión por separado.  También se 
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agregarán al informe las exposiciones verbales o escritas que hayan hecho los interesados en 
virtud del inciso 1.e. del artículo 48. 
 
2. El informe será transmitido a los Estados interesados, quienes no estarán facultados para 
publicarlo. 
3. Al transmitir el informe, la Comisión puede formular las proposiciones y 




1. Si en el plazo de tres meses, a partir de la remisión a los Estados interesados del informe 
de la Comisión, el asunto no ha sido solucionado o sometido a la decisión de la Corte por la 
Comisión o por el Estado interesado, aceptando su competencia, la Comisión podrá emitir, 
por mayoría absoluta de votos de sus miembros, su opinión y conclusiones sobre la cuestión 
sometida a su consideración. 
 
2. La Comisión hará las recomendaciones pertinentes y fijará un plazo dentro del cual el 
Estado debe tomar las medidas que le competan para remediar la situación examinada. 
 
3. Transcurrido el período fijado, la Comisión decidirá, por la mayoría absoluta de votos de 




LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
 




1. La Corte se compondrá de siete jueces, nacionales de los Estados miembros de la 
Organización, elegidos a título personal entre juristas de la más alta autoridad moral, de 
reconocida competencia en materia de derechos humanos, que reúnan las condiciones 
requeridas para el ejercicio de las más elevadas funciones judiciales conforme a la ley del 
país del cual sean nacionales o del Estado que los proponga como candidatos. 
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1. Los jueces de la Corte serán elegidos, en votación secreta y por mayoría absoluta de votos 
de los Estados Partes en la Convención, en la Asamblea General de la Organización, de una 
lista de candidatos propuestos por esos mismos Estados. 
 
2. Cada uno de los Estados Partes puede proponer hasta tres candidatos, nacionales del 
Estado que los propone o de cualquier otro Estado miembro de la Organización de los 
Estados Americanos.  Cuando se proponga una terna, por lo menos uno de los candidatos 




1. Los jueces de la Corte serán elegidos para un período de seis años y sólo podrán ser 
reelegidos una vez.  El mandato de tres de los jueces designados en la primera elección, 
expirará al cabo de tres años.  Inmediatamente después de dicha elección, se determinarán 
por sorteo en la Asamblea General los nombres de estos tres jueces. 
 
2. El juez elegido para reemplazar a otro cuyo mandato no ha expirado, completará el 
período de éste. 
 
3. Los jueces permanecerán en funciones hasta el término de su mandato.  Sin embargo, 
seguirán conociendo de los casos a que ya se hubieran abocado y que se encuentren en 




1. El juez que sea nacional de alguno de los Estados Partes en el caso sometido a la Corte, 
conservará su derecho a conocer del mismo. 
 
2. Si uno de los jueces llamados a conocer del caso fuere de la nacionalidad de uno de los 
Estados Partes, otro Estado parte en el caso podrá designar a una persona de su elección para 
que integre la Corte en calidad de juez ad hoc. 
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3. Si entre los jueces llamados a conocer del caso ninguno fuere de la nacionalidad de los 
Estados Partes, cada uno de éstos podrá designar un juez ad hoc. 
 
4. El juez ad hoc debe reunir las calidades señaladas en el artículo 52. 
 
5. Si varios Estados Partes en la Convención tuvieren un mismo interés en el caso, se 
considerarán como una sola parte para los fines de las disposiciones precedentes.  En caso 












1. La Corte tendrá su sede en el lugar que determinen, en la Asamblea General de la 
Organización, los Estados Partes en la Convención, pero podrá celebrar reuniones en el 
territorio de cualquier Estado miembro de la Organización de los Estados Americanos en 
que lo considere conveniente por mayoría de sus miembros y previa aquiescencia del Estado 
respectivo.  Los Estados Partes en la Convención pueden, en la Asamblea General por dos 
tercios de sus votos, cambiar la sede de la Corte. 
 
2. La Corte designará a su Secretario. 
 
3. El Secretario residirá en la sede de la Corte y deberá asistir a las reuniones que ella 




La Secretaría de la Corte será establecida por ésta y funcionará bajo la dirección del 
Secretario de la Corte, de acuerdo con las normas administrativas de la Secretaría General 
de la Organización en todo lo que no sea incompatible con la independencia de la 
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Corte.  Sus funcionarios serán nombrados por el Secretario General de la Organización, en 





La Corte preparará su Estatuto y lo someterá a la aprobación de la Asamblea General, y 
dictará su Reglamento. 
 




1. Sólo los Estados Partes y la Comisión tienen derecho a someter un caso a la decisión de la 
Corte. 
 
2. Para que la Corte pueda conocer de cualquier caso, es necesario que sean agotados los 




1. Todo Estado parte puede, en el momento del depósito de su instrumento de ratificación o 
adhesión de esta Convención, o en cualquier momento posterior, declarar que reconoce 
como obligatoria de pleno derecho y sin convención especial, la competencia de la Corte 
sobre todos los casos relativos a la interpretación o aplicación de esta Convención. 
 
2. La declaración puede ser hecha incondicionalmente, o bajo condición de reciprocidad, por 
un plazo determinado o para casos específicos.  Deberá ser presentada al Secretario General 
de la Organización, quien transmitirá copias de la misma a los otros Estados miembros de la 
Organización y al Secretario de la Corte. 
 
3. La Corte tiene competencia para conocer de cualquier caso relativo a la interpretación y 
aplicación de las disposiciones de esta Convención que le sea sometido, siempre que los 
Estados Partes en el caso hayan reconocido o reconozcan dicha competencia, ora por 
declaración especial, como se indica en los incisos anteriores, ora por convención especial. 
 




1. Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en esta 
Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o 
libertad conculcados.  Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las 
consecuencias de la medida o situación que ha configurado la vulneración de esos derechos 
y el pago de una justa indemnización a la parte lesionada. 
 
2. En casos de extrema gravedad y urgencia, y cuando se haga necesario evitar daños 
irreparables a las personas, la Corte, en los asuntos que esté conociendo, podrá tomar las 
medidas provisionales que considere pertinentes.  Si se tratare de asuntos que aún no estén 




1. Los Estados miembros de la Organización podrán consultar a la Corte acerca de la 
interpretación de esta Convención o de otros tratados concernientes a la protección de los 
derechos humanos en los Estados americanos.  Asimismo, podrán consultarla, en lo que les 
compete, los órganos enumerados en el capítulo X de la Carta de la Organización de los 
Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires. 
 2. La Corte, a solicitud de un Estado miembro de la Organización, podrá darle opiniones 





La Corte someterá a la consideración de la Asamblea General de la Organización en cada 
período ordinario de sesiones un informe sobre su labor en el año anterior.  De manera 
especial y con las recomendaciones pertinentes, señalará los casos en que un Estado no haya 
dado cumplimiento a sus fallos. 
 




1. El fallo de la Corte será motivado. 
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2. Si el fallo no expresare en todo o en parte la opinión unánime de los jueces, cualquiera de 




El fallo de la Corte será definitivo e inapelable.  En caso de desacuerdo sobre el sentido o 
alcance del fallo, la Corte lo interpretará a solicitud de cualquiera de las partes, siempre que 





1. Los Estados Partes en la Convención se comprometen a cumplir la decisión de la Corte en 
todo caso en que sean partes. 
 
2. La parte del fallo que disponga indemnización compensatoria se podrá ejecutar en el 





El fallo de la Corte será notificado a las partes en el caso y transmitido a los Estados partes 








1. Los jueces de la Corte y los miembros de la Comisión gozan, desde el momento de su 
elección y mientras dure su mandato, de las inmunidades reconocidas a los agentes 
diplomáticos por el derecho internacional.  Durante el ejercicio de sus cargos gozan, 
además, de los privilegios diplomáticos necesarios para el desempeño de sus funciones. 
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2. No podrá exigirse responsabilidad en ningún tiempo a los jueces de la Corte ni a los 




Son incompatibles los cargos de juez de la Corte o miembros de la Comisión con otras 
actividades que pudieren afectar su independencia o imparcialidad conforme a lo que se 




Los jueces de la Corte y los miembros de la Comisión percibirán emolumentos y gastos de 
viaje en la forma y condiciones que determinen sus Estatutos, teniendo en cuenta la 
importancia e independencia de sus funciones.  Tales emolumentos y gastos de viaje será 
fijados en el programa-presupuesto de la Organización de los Estados Americanos, el que 
debe incluir, además, los gastos de la Corte y de su Secretaría.  A estos efectos, la Corte 
elaborará su propio proyecto de presupuesto y lo someterá a la aprobación de la Asamblea 





Solamente a solicitud de la Comisión o de la Corte, según el caso, corresponde a la 
Asamblea General de la Organización resolver sobre las sanciones aplicables a los 
miembros de la Comisión o jueces de la Corte que hubiesen incurrido en las causales 
previstas en los respectivos Estatutos.  Para dictar una resolución se requerirá una mayoría 
de los dos tercios de los votos de los Estados miembros de la Organización en el caso de los 
miembros de la Comisión y, además, de los dos tercios de los votos de los Estados Partes en 
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1. Esta Convención queda abierta a la firma y a la ratificación o adhesión de todo Estado 
miembro de la Organización de los Estados Americanos. 
 
2. La ratificación de esta Convención o la adhesión a la misma se efectuará mediante el 
depósito de un instrumento de ratificación o de adhesión en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos.  Tan pronto como once Estados hayan depositado 
sus respectivos instrumentos de ratificación o de adhesión, la Convención entrará en 
vigor.  Respecto a todo otro Estado que la ratifique o adhiera a ella ulteriormente, la 
Convención entrará en vigor en la fecha del depósito de su instrumento de ratificación o de 
adhesión. 
 
3. El Secretario General informará a todos los Estados miembros de la Organización de la 




Esta Convención sólo puede ser objeto de reservas conforme a las disposiciones de la 




1. Cualquier Estado parte directamente y la Comisión o la Corte por conducto del Secretario 
General, pueden someter a la Asamblea General, para lo que estime conveniente, una 
propuesta de enmienda a esta Convención. 
 
2. Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las mismas en la fecha en 
que se haya depositado el respectivo instrumento de ratificación que corresponda al número 
de los dos tercios de los Estados Partes en esta Convención.  En cuanto al resto de los 
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1. De acuerdo con la facultad establecida en el artículo 31, cualquier Estado parte y la 
Comisión podrán someter a la consideración de los Estados Partes reunidos con ocasión de 
la Asamblea General, proyectos de protocolos adicionales a esta Convención, con la 
finalidad de incluir progresivamente en el régimen de protección de la misma otros derechos 
y libertades. 
 
2. Cada protocolo debe fijar las modalidades de su entrada en vigor, y se aplicará sólo entre 




1. Los Estados Partes podrán denunciar esta Convención después de la expiración de un 
plazo de cinco años a partir de la fecha de entrada en vigor de la misma y mediante un 
preaviso de un año, notificando al Secretario General de la Organización, quien debe 
informar a las otras partes. 
 
2. Dicha denuncia no tendrá por efecto desligar al Estado parte interesado de las 
obligaciones contenidas en esta Convención en lo que concierne a todo hecho que, pudiendo 
constituir una violación de esas obligaciones, haya sido cumplido por él anteriormente a la 










Al entrar en vigor esta Convención, el Secretario General pedirá por escrito a cada Estado 
Miembro de la Organización que presente, dentro de un plazo de noventa días, sus 
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candidatos para miembros de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.  El 
Secretario General preparará una lista por orden alfabético de los candidatos presentados y 
la comunicará a los Estados miembros de la Organización al menos treinta días antes de la 




La elección de miembros de la Comisión se hará de entre los candidatos que figuren en la 
lista a que se refiere el artículo 79, por votación secreta de la Asamblea General y se 
declararán elegidos los candidatos que obtengan mayor número de votos y la mayoría 
absoluta de los votos de los representantes de los Estados miembros.  Si para elegir a todos 
los miembros de la Comisión resultare necesario efectuar varias votaciones, se eliminará 
sucesivamente, en la forma que determine la Asamblea General, a los candidatos que 
reciban menor número de votos. 
 




Al entrar en vigor esta Convención, el Secretario General pedirá por escrito a cada Estado 
parte que presente, dentro de un plazo de noventa días, sus candidatos para jueces de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos.  El Secretario General preparará una lista por 
orden alfabético de los candidatos presentados y la comunicará a los Estados Partes por lo 




La elección de jueces de la Corte se hará de entre los candidatos que figuren en la lista a que 
se refiere el artículo 81, por votación secreta de los Estados Partes en la Asamblea General y 
se declararán elegidos los candidatos que obtengan mayor número de votos y la mayoría 
absoluta de los votos de los representantes de los Estados Partes.  Si para elegir a todos los 
jueces de la Corte resultare necesario efectuar varias votaciones, se eliminarán 
sucesivamente, en la forma que determinen los Estados Partes, a los candidatos que reciban 
menor número de votos. 
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EN FE DE LO CUAL, los Plenipotenciarios infrascritos, cuyos plenos poderes fueron 
hallados de buena y debida forma, firman esta Convención, que se llamará “PACTO DE 
SAN JOSÉ DE COSTA RICA”, en la ciudad de San José, Costa Rica, el veintidós de 
noviembre de mil novecientos sesenta y nueve. 
